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LEY 3/1990, DE 5 DE ABRIL, DE HACIENDA DE LA REGIÓN DE MURCIA



Artículo 51    (�).

1. Las normas contenidas en este artículo serán de aplicación a las ayudas y subvenciones públicas cuya gestión corresponda en su totalidad a la Administración Regional o a sus Organismos Autónomos, sin perjuicio de lo previsto en el apartado 13.

En defecto de norma especial, las disposiciones de este artículo se aplicarán a:

a)	Toda disposición gratuita de fondos públicos realizada por la Administración Regional o sus Organismos Autónomos a favor de personas o Entidades públicas o privadas, para fomentar una actividad de utilidad o interés social o para promover la consecución de un fin público.

b)	Cualquier tipo de ayuda que se otorgue con cargo a los Presupuestos Generales de la Región de Murcia y a las subvenciones o ayudas financiadas, en todo o en parte, con fondos de la Unión Europea o de otras administraciones públicas.    

2. Corresponde a los Consejeros y a los Directores o Presidentes de los Organismos Autónomos, dentro del ámbito de sus competencias, el otorgamiento de subvenciones, previa consignación presupuestaria para este fin.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, será necesario acuerdo del Consejo de Gobierno autorizando la concesión de la subvención cuando el gasto a aprobar sea superior a cien millones de pesetas.    (�)



3. Tendrá la consideración de beneficiario de la subvención el destinatario de los fondos públicos que haya de realizar la actividad que fundamentó su otorgamiento o que se encuentre en la situación que legitima su concesión.

Son obligaciones del beneficiario:

Realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de la subvención.

Acreditar ante la Entidad concedente o la Entidad colaboradora, en su caso, la realización de la actividad o la adopción del comportamiento, así como el cumplimiento de los requisitos y condiciones que determinen la concesión o disfrute de la ayuda.

El sometimiento a las actuaciones de comprobación, a efectuar por la Entidad concedente o la Entidad colaboradora, en su caso, y a las de control financiero que corresponden a la Intervención General de la Comunidad Autónoma en relación con las subvenciones y ayudas concedidas y a las previstas en la legislación del Tribunal de Cuentas.

Comunicar a la Entidad concedente o la Entidad colaboradora, en su caso, la obtención de subvenciones o ayudas para la misma finalidad, procedente de cualesquiera Administraciones o Entes Públicos nacionales o internacionales.

Comunicar a la entidad concedente la modificación de cualquier circunstancia tanto objetiva como subjetiva que afecte a alguno de los requisitos exigidos para la concesión de la subvención.    



4. Las bases reguladoras de las subvenciones o ayudas, podrán establecer que la entrega y distribución de los fondos públicos a los beneficiarios se efectúe a través de una Entidad colaboradora.

A estos efectos podrán ser consideradas entidades colaboradoras las Sociedades Regionales, las Corporaciones de derecho público y las Fundaciones que estén bajo el protectorado de un Ente de Derecho Público, así como las personas jurídicas que reúnan las condiciones de solvencia y eficacia que se establezcan.

La Entidad colaboradora actuará en nombre y por cuenta de la Consejería u Organismo concedente a todos los efectos relacionados con la subvención o ayuda que, en ningún caso, se considerará integrante de su patrimonio.

Son obligaciones de las Entidades colaboradoras:

a)	Entregar a los beneficiarios los fondos recibidos de acuerdo con los criterios establecidos en las normas reguladoras de la subvención o ayuda.

b)	Verificar, en su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones determinantes para su otorgamiento.

c)	Justificar la aplicación de los fondos percibidos ante la Entidad concedente y, en su caso, entregar la justificación presentada por los beneficiarios.

d)	Someterse a las actuaciones de comprobación que respecto a la gestión de dichos fondos pueda efectuar la Entidad concedente y a las de control financiero que realice la Intervención General de la Comunidad Autónoma y a los procedimientos fiscalizadores del Tribunal de Cuentas(�).



5. Las subvenciones a que se refiere el presente artículo, se otorgarán bajo los principios de publicidad, concurrencia y objetividad.(�)

A tales efectos y por los Consejeros correspondientes se establecerán, caso de no existir y previamente a la disposición de los créditos, las oportunas bases reguladoras de la concesión. Las citadas bases se aprobarán por Orden de la Consejería, previo informe de los Servicios Jurídicos correspondientes,  y serán objeto de publicación en el "Boletín Oficial de la Región de Murcia y contendrán como mínimo los siguientes extremos  (�):

Definición del objeto de la ayuda o subvención, actividad de utilidad o interés social y fin público al que va encaminada.

Requisitos que deberán reunir los beneficiarios para la obtención de la subvención o ayuda y forma de acreditarlos y, en su caso, periodo durante el que debe mantenerse.

Las condiciones de solvencia y eficacia que hayan de reunir las personas jurídicas a las que se refiere el párrafo segundo del punto cuatro de este artículo.

Cuando las bases reguladoras incluyan la convocatoria, se hará referencia expresa a los créditos presupuestarios a los que se imputará el gasto correspondiente; en caso contrario, se incluirá en esta última.

Forma, prioridades, criterios objetivos de adjudicación de la ayuda o subvención y en general aquellos parámetros que han de regir en la concesión de la subvención.

Composición, en su caso, del órgano colegiado que ha de realizar la propuesta de concesión de subvenciones otorgadas en régimen de cocurrencia competitiva, órgano competente para la resolución de concesión, plazo en el que será dictada y procedimiento que será utilizado para garantizar su adecuada publicidad.

Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario o de la entidad colaboradora, en su caso, del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos que financiaron la actividad subvencionada, tanto en lo referido al gasto realizado como al pago de éstos.

En el supuesto de contemplarse la posibilidad de efectuar anticipos de pago sobre la subvención concedida, la forma y cuantía de las garantías que habrán de aportar los beneficiarios, en el caso de que éstas fueren establecidas.

Las medidas de garantía a favor de los intereses públicos que puedan considerarse precisas, así como la posibilidad, en los casos que expresamente se prevean, de revisión de subvenciones concedidas.

Incompatibilidad, cuando así se determine, con otras ayudas, subvenciones, ingresos o recursos de la propia Administración, de otras Administraciones públicas, de otros entes públicos o privados o de particulares, nacionales o internacionales.

Obligación del beneficiario a facilitar cuanta información le sea requerida por el Tribunal de Cuentas.

No será necesaria publicidad cuando las ayudas o subvenciones tengan asignación nominativa en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma o su otorgamiento y cuantía resulten impuestos para la Administración, en virtud de normas de rango legal.

Las Consejerías y los Organismos Autónomos efectuarán la evaluación de los objetivos a conseguir mediante la subvención, a través de las normas y procedimientos generales que se establezcan.

Cuando la finalidad o naturaleza de la subvención así lo exija, su concesión se realizará por concurso. En este supuesto, la propuesta de concesión de subvenciones se realizará al órgano concedente por un órgano colegiado que tendrá la composición que se establezca en las bases reguladoras de la subvención.

Cuando no sea posible promover la concurrencia pública por la especificidad de la actividad o por las características que deben reunir la empresa, entidad o persona destinataria de la subvención o ayuda, el Consejo de Gobierno podrá conceder de forma directa ayudas o subvenciones mediante la suscripción de convenios entre la Comunidad Autónoma y entes públicos o privados, cuyo objeto sea la realización de actuaciones de utilidad pública o interés social, previa declaración expresa del Consejero competente sobre la imposibilidad de promover la concurrencia pública, y la utilidad o interés social de la ayuda o subvención    (�).



6. Las Consejerías, Organismos y Entidades a que se refiere el presente artículo, publicarán trimestralmente en el "Boletín Oficial de la Región de Murcia" las subvenciones concedidas en cada período, con expresión del Programa y crédito presupuestario al que se imputen, Entidad beneficiaria, cantidad concedida y finalidad o finalidades de la subvención.

No se procederá a la concesión de subvenciones a aquellos solicitantes de las mismas, a excepción de las Entidades Locales de la Región de Murcia, que no se encuentren al corriente de sus obligaciones fiscales con la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.   (�)



7. Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención y, en todo caso, la obtención concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de concesión. Ésta circunstancia se deberá hacer constar en las correspondientes normas reguladoras de las subvenciones a que se alude en el número 5 anterior.

El importe de las subvenciones reguladas en el presente artículo en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente o en concurrencia con subvenciones o ayudas otorgadas por otras Administraciones públicas o entes públicos o privados, nacionales o internacionales, y con cualesquiera otros ingresos o recursos para la misma finalidad o actividad desarrollada, supere el coste de la actividad a desarrollar por el beneficiario o de la finalidad para la que se concedió la ayuda o subvención.    



8.� El abono de la subvención se realizará previa justificación del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió y de la aplicación de los fondos que financiaron la actividad subvencionada.

No obstante lo anterior, cuando se justifique por razón de la naturaleza de la subvención, podrán realizarse abonos a cuenta. Dichos abonos a cuenta podrán suponer la realización de pagos fraccionados que responderán al ritmo de ejecución de las acciones subvencionadas, abonándose por cuantía equivalente a la justificación presentada.

Excepcionalmente, se podrán realizar pagos anticipados que supondrán entregas de fondos con carácter previo a la justificación, como financiación necesaria para poder llevar a cabo las actuaciones inherentes a la subvención. Dichos anticipos deberán estar expresamente previstos en las correspondientes bases reguladoras, con los límites, requisitos y, en su caso, garantías que las mismas determinen.

Se establecerán necesariamente garantías en el supuesto de anticipos, pendientes de justificar, cuyo importe acumulado sea superior a diez millones de pesetas, excepto cuando el beneficiario forme parte del sector público. Tampoco será necesario el establecimiento de garantías cuando los anticipos vayan destinados a financiar proyectos de cooperación para el desarrollo, o de carácter humanitario y de emergencia.     



9.� En el acto de concesión de la ayuda o subvención deberá hacerse constar expresamente el objeto, importe, forma y plazos de pago, forma de justificación, disposición a cuyo amparo se hubiere otorgado y demás condiciones y requisitos exigidos por la norma reguladora de la ayuda o subvención y por la normativa de general aplicación. 



10.� Los beneficiarios vendrán obligados a justificar, ante el órgano concedente, directamente o a través de la entidad colaboradora en su caso, la aplicación de los fondos que financian la actividad subvencionada en relación con la finalidad que sirvió de fundamento a la concesión de la subvención, en la forma y plazos establecidos en la correspondiente normativa o base reguladora.   

Siempre que por la naturaleza de la actividad resulte posible, la justificación del gasto y su pago deberá realizarse mediante la presentación de los correspondientes documentos acreditativos de los mismos, que deberán ajustarse a las normas fiscales y contables o a aquellas por las que según su naturaleza les sean aplicables.

En cualquier caso, las normas o bases reguladoras deberán especificar para cada subvención los documentos adicionales válidos para la justificación de gastos de distinta naturaleza a los mencionados al párrafo anterior.    



11. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora desde el momento del pago de la subvención y en la cuantía fijada en el artículo 19 de esta Ley en los siguientes casos:

a)	Incumplimiento de la obligación de justificación.

b)	Obtener la subvención sin reunir las condiciones requeridas para ello.

c)	Incumplimiento de la finalidad para la que la subvención fue concedida.

d)	Incumplimiento de las condiciones impuestas a las Entidades colaboradoras y beneficiarios con motivo de la concesión de la subvención.

Igualmente, en el supuesto contemplado en el párrafo segundo del apartado anterior, procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la actividad desarrollada.



12. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de derecho público, resultando de aplicación para su cobranza lo previsto en el artículo 18 de esta Ley.



13. En lo relativo a las subvenciones y ayudas gestionadas por Entes territoriales, podrán establecerse, mediante convenio con la Administración Regional, órganos específicos para el seguimiento y evaluación de aquéllas.



14. Cuando en el ejercicio de las funciones de inspección o control se deduzcan indicios de la incorrecta obtención, disfrute o destino de la subvención o ayuda percibida, los agentes encargados de su realización podrán acordar la retención de las facturas, documentos equivalentes o sustitutivos y de cualquier otro documento relativo a las operaciones en las que tales indicios se manifiesten.





Artículo 51 bis

1. Constituyen infracciones administrativas en materia de subvenciones y ayudas públicas las siguientes conductas, cuando en ellas intervenga dolo, culpa o negligencia:

a)	La obtención de una subvención o ayuda falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido o limitado.

b)	La no aplicación de las cantidades recibidas a los fines para los que la subvención fue concedida, siempre que no se haya procedido a su devolución sin previo requerimiento.

c)	El incumplimiento, por razones imputables al beneficiario, de las obligaciones asumidas como consecuencia de la concesión de la subvención.

d)	La falta de justificación del empleo dado a los fondos percibidos.



2. Serán responsables de las infracciones los beneficiarios o, en su caso, las Entidades colaboradoras que realicen las conductas tipificadas.



3. Las infracciones se sancionarán mediante multa hasta el triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada.

Asimismo, la autoridad sancionadora competente podrá acordar la imposición de las sanciones siguientes:

a)	Pérdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de obtener subvenciones públicas.

b)	Prohibición, durante un plazo de hasta cinco años, para celebrar contratos con la Administración Regional.

La multa pecuniaria será independiente de la obligación de reintegro contemplada en el artículo anterior, y para su cobro resultará igualmente de aplicación el artículo 18 de esta Ley.



4. Las sanciones por las infracciones a que se refiere ese artículo, se graduarán atendiendo en cada caso concreto a:

a)	La buena o mala fe de los sujetos.

b)	La comisión repetida de infracciones en materia de subvenciones y ayudas.

c)	La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora de la Administración o a las actuaciones de control financiero contempladas en el artículo 90 de esta Ley.



5. Las sanciones serán acordadas e impuestas por los titulares de las Consejerías concedentes de la subvención. En el caso de subvenciones o ayudas concedidas por Organismos Autónomos, las sanciones serán acordadas e impuestas por los titulares de las Consejerías a los que se estuvieran adscritos.

La imposición de las sanciones se efectuará mediante expediente administrativo en el que, en todo caso, se dará audiencia al interesado antes de dictarse el acuerdo correspondiente, y que será tramitado conforme a lo dispuesto en el Capítulo II del Título VI de la Ley de Procedimiento Administrativo.   (�)

El expediente podrá iniciarse de oficio, como consecuencia, en su caso, de la actuación investigadora desarrollada por el órgano concedente o por la Entidad colaboradora, así como de las actuaciones de control financiero efectuadas de conformidad con el artículo 90 de la presente Ley.

Los acuerdos de imposición de sanciones podrán ser objeto de recurso en vía administrativa o ante la jurisdicción contencioso-administrativa, de conformidad con las correspondientes normas reguladoras.



6. La acción para imponer las sanciones administrativas establecidas en este artículo, prescribirá a los cinco años a contar desde el momento en que se cometió la respectiva infracción.



7. En los supuestos en que la conducta pudiera ser constitutiva de delito contra la Hacienda Pública, tipificado en el artículo 350 del Código Penal, la Administración pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte sentencia firme.   (�)

La pena impuesta por la autoridad judicial excluirá la imposición de sanción administrativa.

De no haberse estimado la existencia de delito, la Administración continuará el expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales hayan considerado probados.



8. Serán responsables subsidiariamente de la obligación de reintegro y de la sanción, en su caso, contemplada en este artículo, los administradores de las personas jurídicas que no realizasen los actos necesarios que fueren de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones infringidas, adoptasen acuerdos que hicieran posibles los incumplimientos o consintieren el de quienes de ellos dependan.

Asimismo, serán responsables subsidiariamente, en todo caso, de las obligaciones de reintegro y sanciones pendientes de las personas jurídicas que hayan cesado en sus actividades, los administradores de las mismas.

En el caso de Sociedades o Entidades disueltas y liquidadas, sus obligaciones de reintegro y sanciones pendientes se transmitirán a los socios o partícipes en el capital, que responderán de ellas solidariamente y hasta el límite del valor de la cuota de liquidación que se les hubiere adjudicado.





Artículo 52.  

1. El Presupuesto de cada ejercicio se liquidará en cuanto a la recaudación de derechos y al pago de obligaciones, el 31 de diciembre del año natural correspondiente.



2. Todos los derechos pendientes de cobro y las obligaciones pendientes de pago en la fecha de liquidación del Presupuesto, quedarán a cargo del Tesoro Público Regional, según sus respectivas contracciones.



3. El Remanente de Tesorería está integrado por los derechos pendientes de cobro, las obligaciones pendientes de pago y los fondos líquidos disponibles, referidos todos ellos a 31 de diciembre del ejercicio. Se descompondrá en Remanente de tesorería afectado y Remanente de tesorería no afectado.



4. El Remanente afectado está integrado por la totalidad de las desviaciones positivas que se produzcan entre los recursos percibidos para la realización de gastos concretos, y los que deberían haberse percibido en función de los gastos realizados y las condiciones fijadas por los correspondientes convenios o normas que establezcan la afectación. A estos efectos se considerarán en su totalidad el gasto realizado y los recursos percibidos, sin perjuicio del número de ejercicios presupuestarios a que se extiendan, distinguiéndose en el caso de los recursos los procedentes de cada fuente de financiación.



5. Las desviaciones positivas de financiación se utilizarán alternativamente:

Para financiar incorporaciones de remanentes de crédito que debieron ser aplicados a la ejecución de los gastos que motivaron su percepción.

Como recurso inicial en el estado de ingresos de los presupuestos, cuando representen recursos ya obtenidos cuya aplicación debe realizarse a gastos correspondientes al ejercicio a que se refieren los presupuestos.

Para realizar generaciones de crédito cuando no se hubiera empleado con dicho fin, ni se hubieran presupuestado los gastos correspondientes en los ejercicios anteriores.



6. El Remanente de Tesorería no afectado positivo se podrá utilizar en la forma prevista en el artículo 36 de esta Ley; el negativo se financiará:

Mediante la baja en créditos para gastos del nuevo presupuesto por cuantía igual al déficit producido.

Mediante operaciones de crédito siempre que se den las condiciones legalmente exigibles.

Mediante la aprobación con superávit por el mismo importe en el presupuesto siguiente.

En la forma que determine el Consejo de Gobierno a propuesta del Consejero de Economía y Hacienda.



7. Los Organismos Autónomos transferirán al Presupuesto de la Administración General de la Comunidad Autónoma el importe del Remanente de Tesorería positivo, resultante de la liquidación de sus correspondientes presupuestos, que no se destine a la financiación de las operaciones a que se refiere el artículo 36 de esta Ley. 

�Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del Procedimiento para la Concesión de Subvenciones Públicas.
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La Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (LRJ-PAC), en su disposición adicional tercera, prevé la necesidad de adecuar a la misma las normas reguladoras de los distintos procedimientos administrativos.

Por Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de enero de 1993 se establecieron las líneas básicas del proceso de adecuación. Se destaca entre ellas la conveniencia de simplificar y reducir el número de normas reguladoras de procedimientos administrativos. Ello producirá indudables beneficios no sólo para el ciudadano, sino también para el propio gestor de los procedimientos administrativos. En consecuencia, no se trata únicamente de adecuar normas, sino de mejorar al mismo tiempo la gestión de los procedimientos.

Son, pues, estos criterios los que se han seguido para la elaboración del procedimiento de concesión de ayudas y subvenciones públicas. Probablemente, la principal novedad de este procedimiento venga determinada por su propia existencia, ya que supone la regulación en una única norma del procedimiento para la concesión de dichas ayudas y subvenciones, sin perjuicio de la normación sustantiva contenida en sus disposiciones especiales y en la Sección IV del Capítulo I del Título II del Texto refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real Decreto legislativo 1091/1988.

El resultado de todo ello es la configuración de un procedimiento que se estima ágil y flexible desde el punto de vista funcional y adecuado a los principios de la LRJ-PAC desde el punto de vista normativo. Ello es especialmente necesario en un ámbito, las subvenciones, tan íntimamente relacionado con el ciudadano y que, por eso mismo, puede dar la medida del esfuerzo de modernización de la Administración General del Estado.

Teniendo en cuenta la diversidad de regímenes competenciales que resultan aplicables a las diversas áreas materiales en las que se desarrolla la actividad subvencional, la norma prevé su aplicación a las subvenciones gestionadas en su totalidad por la Administración General del Estado y sus entidades vinculadas y dependientes, así como a aquellas otras subvenciones establecidas en materias en las que corresponda al Estado la competencia normativa plena; pues la regulación del procedimiento de concesión es una faceta más de la normación. Por último, en los supuestos específicos en que las fases de la gestión son llevadas a cabo por diferentes Administraciones Públicas, la norma prevé su aplicación parcial, circunscrita a aquellas fases del procedimiento gestionadas por la Administración General del Estado y sus entidades vinculadas o dependientes.

La aplicabilidad a los procedimientos del principio de concurrencia y la concesión de algunas de las subvenciones en régimen de competencia han aconsejado establecer una delimitación del concepto de concurrencia competitiva, referido a aquellas subvenciones que, imputadas a un mismo crédito presupuestario, implican la existencia de una pluralidad de solicitudes y su comparación, en un único procedimiento, de acuerdo con los criterios establecidos en la norma reguladora o en la convocatoria.

Por otra parte, el respeto a la primacía del Derecho Comunitario justifica la aplicación supletoria del Reglamento al procedimiento de concesión de las subvenciones que responden en su origen a normativa de las Comunidades Europeas.

El procedimiento configurado exige que, en los supuestos incluidos en su ámbito de aplicación, las solicitudes y peticiones sean evaluadas de acuerdo con criterios de valoración que el interesado podrá conocer.

Los mencionados criterios servirán, asimismo, de fundamento para la necesaria motivación de la resolución del procedimiento, en consonancia con lo exigido por el artículo 54 de la LRJ-PAC.

Finalmente, y recogiendo los principios establecidos en la LRJ-PAC, se prevé la posibilidad de que el procedimiento finalice mediante una terminación convencional entre la Administración Pública y los solicitantes, garantizando el pleno respeto al objeto, condiciones y finalidad de la subvención, así como a los criterios de valoración establecidos en cada caso.

En su virtud, a propuesta del Ministro para las Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado, y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 17 de diciembre de 1993,



�

DISPONGO:



Artículo Único. Aprobación del Reglamento.

Se aprueba, en aplicación de la disposición adicional tercera y de la disposición final de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, el Reglamento del procedimiento para la concesión de ayudas y subvenciones públicas.





DISPOSICIÓN TRANSITORIA ÚNICA. Régimen transitorio de los procedimientos.

1. Los procedimientos para la concesión de ayudas y subvenciones públicas sometidos a convocatoria específica publicada con anterioridad a la entrada en vigor del Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto se regirán por lo dispuesto en las bases reguladoras de la subvención, en su caso, y en la respectiva convocatoria.

2. Los procedimientos para la concesión de ayudas y subvenciones públicas iniciados a solicitud de persona interesada con anterioridad a la entrada en vigor del Reglamento se regirán por la normativa anterior.

3. A las resoluciones de los procedimientos de concesión de ayudas y subvenciones públicas adoptadas con posterioridad a la entrada en vigor del Reglamento se les aplicará el sistema de recursos establecido en el Capítulo II del Título VII de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.



DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA. Derogación normativa.

Quedan derogadas cuantas disposiciones reguladoras de los procedimientos incluidos en el ámbito de aplicación del Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto, cualquiera que sea su rango, se opongan o contradigan lo dispuesto en el mismo.



DISPOSICIÓN FINAL ÚNICA. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

Dado en Madrid a 17 de diciembre de 1993.

- Juan Carlos R. -

 

El Ministro para las Administraciones Públicas,

Jerónimo Saavedra Acevedo.



�

Reglamento del Procedimiento para la Concesión de Ayudas y Subvenciones Públicas.



CAPÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES.



Artículo 1. Objeto y requisitos.

1. La concesión de las ayudas y subvenciones públicas a que se refiere el artículo 2 de este Reglamento se efectuará mediante el procedimiento establecido en el mismo, de acuerdo con los principios de objetividad, concurrencia y publicidad, garantizando la transparencia de las actuaciones administrativas.

2. El presente Reglamento resulta de aplicación a toda disposición gratuita de fondos públicos realizada a favor de personas o entidades públicas o privadas, para fomentar una actividad de utilidad pública o interés social o para promover la consecución de un fin público, así como a cualquier tipo de ayuda que se otorgue con cargo al Presupuesto del Estado o de las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de la Administración General del Estado.

3. A los efectos del presente Reglamento se entiende por subvención en régimen de concurrencia competitiva aquella que, imputada a un mismo crédito presupuestario, contempla una eventual pluralidad de solicitudes cuando la concesión requiere la comparación, en un único procedimiento, de dichas solicitudes entre sí, de acuerdo con los criterios establecidos en la norma reguladora o en la convocatoria, para resolver sobre la concesión y, en su caso, establecer la cuantía.

En este supuesto se podrán estimar las solicitudes a las que se haya otorgado mayor valoración, siempre que reúnan los requisitos determinados en la norma o convocatoria, hasta que se extinga el crédito presupuestario.

4. Será requisito para la percepción de ayudas y subvenciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado el cumplimiento por los beneficiarios de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social. Los Ministros de Economía y Hacienda y de Trabajo y Asuntos Sociales, respectivamente, podrán establecer los términos en que dichas obligaciones se entenderán cumplidas y la forma de acreditar esa circunstancia.



Artículo 2. Ámbito de aplicación.

1. La concesión de ayudas y subvenciones públicas se efectuará mediante el procedimiento establecido en el presente Reglamento y de acuerdo con las previsiones de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en los siguientes supuestos:

a.	Las gestionadas en su totalidad por la Administración General del Estado o por las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de aquélla.

b.	Las establecidas en materias de competencia normativa plena del Estado y cuya gestión corresponda total o parcialmente a otras Administraciones Públicas.

c.	Las establecidas en materias que no son de competencia normativa plena del Estado y en cuya tramitación intervengan órganos de la Administración General del Estado o de las Entidades de Derecho Público vinculadas o dependientes de aquélla, en cuanto a las fases del procedimiento que corresponda gestionar a dichos órganos.

2. Las ayudas y subvenciones previstas en convenios celebrados con Entidades de Derecho Público o Sociedades estatales se concederán de acuerdo con lo establecido en aquéllos y, en defecto de normativa específica, por las disposiciones del presente Reglamento.

3. Quedan excluidas del presente Reglamento las concesiones de ayudas y subvenciones que resulten de una asignación nominativa contenida en las normas de rango legal, las ayudas institucionales de carácter permanente a favor de otras Administraciones Públicas, y las ayudas asistenciales a nacionales en el extranjero.

4. En los supuestos comprendidos en el apartado 1, este Reglamento será de aplicación supletoria a los procedimientos de concesión de ayudas y subvenciones establecidas en normas comunitarias europeas o en normas nacionales de desarrollo o transposición de aquéllas.



Artículo 3. Órganos competentes.

Son órganos competentes en los procedimientos incluidos en el ámbito de aplicación de este Reglamento los que resulten de las normas que sobre atribución y ejercicio de competencias están establecidas en el Capítulo I del Título II de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Las normas legales y las bases reguladoras de las subvenciones o ayudas podrán establecer que la entrega y distribución de los fondos públicos a los beneficiarios se efectúe a través de una entidad colaboradora, aplicándose al efecto lo dispuesto en el artículo 81.5 del Texto refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real Decreto legislativo 1091/1988.



CAPÍTULO II.  PROCEDIMIENTO.



Artículo 4. Iniciación.

1. El procedimiento para la concesión de subvenciones se inicia a solicitud de persona interesada o de oficio, de conformidad con lo que establezca la normativa aplicable a cada una de ellas.

2. Cuando el procedimiento se inicie a solicitud de persona interesada, aquélla deberá ser formulada de acuerdo con lo establecido en el artículo 70 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y conforme, en su caso, al modelo y sistema normalizado que señale la correspondiente norma reguladora.

La presentación de las solicitudes de los interesados podrá ser precedida de un acto de convocatoria por parte de la Administración, que tendrá el carácter de presupuesto de los distintos procedimientos que se inicien posteriormente, y que contendrá los requisitos que se consideren oportunos, en cada caso, de entre los enumerados en el apartado siguiente de este artículo.

A la solicitud se acompañarán los documentos e informaciones determinados en la norma o convocatoria, salvo que los documentos exigidos ya estuvieran en poder de cualquier órgano de la Administración actuante, en cuyo caso el solicitante podrá acogerse a lo establecido en el apartado f) del artículo 35 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, siempre que se haga constar la fecha y el órgano o dependencia en que fueron presentados o, en su caso, emitidos, y cuando no hayan transcurrido más de cinco años desde la finalización del procedimiento al que correspondan.

En los supuestos de imposibilidad material de obtener el documento, el órgano competente podrá requerir al solicitante su presentación, o, en su defecto, la acreditación por otros medios de los requisitos a que se refiere el documento, con anterioridad a la formulación de la propuesta de resolución.

3. La iniciación de oficio se realizará siempre mediante convocatoria aprobada por el órgano competente, que especificará el procedimiento para la concesión de las subvenciones convocadas según lo establecido en el Capítulo II del presente Reglamento y de acuerdo con los principios de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y tendrá necesariamente el siguiente contenido:

Indicación de la disposición que establezca, en su caso, las bases reguladoras y del Boletín Oficial del Estado en que está publicada, salvo que en atención a su especificidad éstas se incluyan en la propia convocatoria.

Créditos presupuestarios a los que se imputa la subvención.

Objeto, condiciones y finalidad de la concesión de la subvención.

Determinación de si la concesión se efectúa mediante un régimen de concurrencia competitiva.

Requisitos para solicitar la subvención.

Indicación de los órganos competentes para la instrucción y resolución del procedimiento.

Plazo de presentación de peticiones, a las que serán de aplicación las previsiones contenidas en el apartado 2 de este artículo.

Plazo de resolución del procedimiento.

Documentos e informaciones que deben acompañarse a la petición.

En su caso, posibilidad de terminación convencional de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7 del presente Reglamento.

Indicación de si la resolución pone fin a la vía administrativa y, en caso contrario, órgano ante el que ha de interponerse recurso administrativo ordinario.

Criterios de valoración de las peticiones.

Medio de notificación, de conformidad con lo previsto en el artículo 59 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Cuando se trate de subvenciones sometidas al régimen de concurrencia competitiva la convocatoria deberá indicar el tablón de anuncios o medio de comunicación, a fin de asegurar una adecuada difusión y su accesibilidad para los interesados.



Artículo 5. Instrucción.

1. El órgano competente para la instrucción realizará de oficio cuantas actuaciones estime necesarias para la determinación, conocimiento y comprobación de los datos en virtud de los cuales debe pronunciarse la resolución.

2. Las actividades de instrucción comprenderán:

a.	Petición de cuantos informes estime necesarios para resolver o que sean exigidos por las normas que regulan la subvención. En la petición se hará constar, en su caso, el carácter determinante de aquellos informes que sean preceptivos. El plazo para su emisión será de diez días, salvo que el órgano instructor, atendiendo a las características del informe solicitado o del propio procedimiento, solicite su emisión en un plazo menor o mayor, sin que en este último caso pueda exceder de dos meses.

Cuando en el plazo señalado no se haya emitido el informe calificado por disposición legal expresa como preceptivo y determinante, o, en su caso, vinculante, se interrumpirá el cómputo de los plazos de tramitación de éste, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 83.3 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

b.	Evaluación de las solicitudes o peticiones, efectuada conforme con los criterios de valoración establecidos en la norma reguladora de la subvención o, en su caso, en la convocatoria.

3. El trámite de audiencia se evacuará de conformidad con lo previsto en el artículo 84 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. La iniciación del trámite se notificará a los interesados, concediéndoles un plazo de quince días para que formulen las alegaciones y presenten los documentos y justificantes pertinentes.

4. La propuesta de resolución deberá expresar el solicitante o la relación de solicitantes para los que se propone la concesión de la subvención, y su cuantía, especificando su evaluación y los criterios de valoración seguidos para efectuarla.



Artículo 6. Resolución.

1. En el plazo de quince días desde la fecha de elevación de la propuesta de resolución, y de acuerdo con lo previsto en el artículo 89 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y, en su caso, en la correspondiente norma o convocatoria, el órgano competente resolverá el procedimiento.

2. La resolución será motivada. En los procedimientos de concurrencia competitiva, la resolución se motivará de acuerdo con lo dispuesto en la norma que regule la correspondiente convocatoria, debiendo en todo caso quedar acreditados en el procedimiento los fundamentos de la resolución que se adopte.

3. El plazo máximo para la resolución del procedimiento será el que establezca su normativa reguladora y, en su defecto, el de seis meses, excepto en el supuesto a que se refiere el apartado 5 del presente artículo.

El plazo para la resolución del procedimiento se computará:

a.	En los procedimientos iniciados a solicitud de persona interesada, a partir de la fecha en que dicha solicitud haya tenido entrada en cualquiera de los Registros del órgano administrativo competente.

b.	En los procedimientos iniciados de oficio, a partir de la publicación de la correspondiente convocatoria.

4. Transcurrido el plazo máximo para resolver el procedimiento, sin que haya recaído resolución expresa, se podrá entender que es desestimatoria de la concesión de subvención, salvo en el supuesto a que se refiere el apartado 5 del presente artículo.

En el supuesto de subvenciones tramitadas por otras Administraciones Públicas en las que corresponda la resolución a la Administración General del Estado o a las Entidades de Derecho público vinculadas o dependientes de aquélla se podrá entender que aquélla es contraria a la concesión de la subvención transcurrido el plazo para la adopción de la resolución, que se computará a partir del momento en que el órgano competente de la Administración General del Estado disponga de la propuesta o de la documentación que la norma reguladora de la subvención determine.

5. En el supuesto de subvenciones de carácter social o asistencial renovables periódicamente previa solicitud documentada de los beneficiarios, el plazo máximo para resolver sobre las solicitudes de renovación será el que establezca su normativa reguladora y, en su defecto, el de tres meses. Transcurrido dicho plazo sin que haya recaído resolución expresa, se podrá entender que aquélla es estimatoria de la renovación de la subvención.

6. Para la eficacia de las resoluciones presuntas a que se refieren los apartados anteriores se requiere la emisión de la certificación prevista en el artículo 44 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en el plazo de veinte días desde que fue solicitada o que, habiéndose solicitado dicha emisión, ésta no se haya producido transcurrido el citado plazo.

En el transcurso del plazo para la emisión de la certificación se podrá resolver expresamente sobre el fondo, de acuerdo con la norma reguladora de la subvención, y sin vinculación con los efectos atribuidos a la resolución presunta cuya certificación se ha solicitado.

7. La resolución del procedimiento se notificará al interesado y pondrá fin a la vía administrativa, excepto en los supuestos determinados en las normas correspondientes.

En los procedimientos sometidos a un régimen de concurrencia competitiva en los que la publicación se efectúe mediante tablón de anuncios se publicará en el diario oficial correspondiente un extracto del contenido de la resolución, indicando los lugares donde se encuentra expuesto su contenido íntegro.

8. La resolución de los procedimientos de concesión de subvenciones deberá expresar el solicitante o la relación de los solicitantes a los que se concede la subvención y la cuantía concedida, pudiendo hacer constar expresamente que la resolución es contraria a la estimación del resto de las solicitudes.



Artículo 7. Terminación convencional.

1. Cuando por la naturaleza de la subvención y el número y circunstancias de los posibles beneficiarios las normas reguladoras de la subvención así lo prevean, se podrá finalizar el procedimiento mediante acuerdo entre la Administración y los interesados.

En cualquier caso, la terminación convencional deberá respetar el objeto, condiciones y finalidad de la subvención, así como los criterios de valoración establecidos respecto de las solicitudes o peticiones.

2. A los efectos mencionados en el apartado anterior los solicitantes y el órgano competente para la instrucción del procedimiento podrán, en cualquier momento anterior a la propuesta de resolución, proponer un acuerdo referido a la cuantía de la subvención.

3. Si la propuesta mereciere la conformidad del órgano instructor y de todos los solicitantes en el procedimiento, se remitirá, con todo lo actuado, al órgano competente para resolver, quien lo hará con libertad de criterio, y elevará la resolución, en su caso, al que corresponda a los efectos de la formalización.

4. Formalizado, en su caso, el acuerdo, éste producirá iguales efectos que la resolución del procedimiento.





Artículo 8. Control de las subvenciones.

1. En los supuestos contemplados en el artículo 2.1, a) del presente Reglamento, el control del cumplimiento del objeto, condiciones y finalidad de la subvención se efectuará de conformidad con lo dispuesto en el Texto refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real Decreto legislativo 1091/1988, y demás normas reguladoras de la subvención.

2. Cuando las normas aplicables al control del cumplimiento del objeto, condiciones y finalidad de la subvención no establezcan un procedimiento específico para el reintegro de la misma, se seguirá el regulado en este artículo.

El procedimiento se iniciará de oficio como consecuencia de la propia iniciativa del órgano competente, de una orden superior, de la petición razonada de otros órganos que tengan o no atribuidas facultades de inspección en la materia, o de la formulación de una denuncia .

En la tramitación del procedimiento se garantizará, en todo caso, el derecho del interesado a la audiencia.

Si no hubiera recaído resolución expresa transcurridos seis meses desde la iniciación, teniendo en cuenta las posibles interrupciones producidas por causas imputables a los interesados, se iniciará el cómputo del plazo de caducidad establecido en el artículo 43.4 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. Si el procedimiento de reintegro se hubiera iniciado como consecuencia de hechos que pudieran ser constitutivos de infracción administrativa, se pondrán en conocimiento del órgano competente para la iniciación del correspondiente procedimiento sancionador.

4. Una vez acordada, en su caso, la procedencia del reintegro, éste se efectuará de acuerdo con lo previsto en el Texto refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real Decreto legislativo 1091/1988.



�Orden de 27 de marzo de 1998, de la Consejería de Economía y Hacienda por la que se regula el procedimiento para la justificación de encontrarse al corriente del cumplimiento de obligaciones fiscales con la hacienda pública de la Región de Murcia.

‡S U F ‡‡T X C ‡

El procedimiento de justificación del cumplimiento de las obligaciones fiscales con la Comunidad Autónoma, está actualmente regulado de forma parcial en la “Instrucción para la aplicación del artículo 51.4 de la Ley 3/1990, de 5 de abril, de Hacienda de la Región de Murcia”, dictada por el Conseje-ro de Economía y Hacienda el 17 de enero de 1991, a pro-puesta de la Intervención General.

La nueva redacción dada por el apartado cuatro del artí-culo 10 de la Ley 13/1997, de 23 de diciembre, de medidas fiscales, presupuestarias y administrativas, al apartado 6 del artículo 51 de la Ley 3/1990, de Hacienda de la Región de Murcia, exime al beneficiario de la subvención de la obliga-ción de acreditar que “se encuentra al corriente de sus obli-gaciones fiscales con la Comunidad Autónoma”, tal y como aparece en el preámbulo de la citada Ley ya que, efectiva-mente, esta información obra en poder de la Administración.

Se acomete ahora una regulación completa del proce-dimiento que, además de contemplar esta novedad legislati-va, procede a definir y concretar en su artículo primero, el sig-nificado de la expresión obligaciones fiscales, asimilándolo al de obligaciones tributarias y especificando por qué concre-tos conceptos no ha de resultar deudor un contribuyente para “encontrarse al corriente de sus obligaciones fiscales” con la Comunidad Autónoma.

Se regulan después dos procedimientos: un proce-dimiento de comprobación de que el solicitante de una sub-vención se encuentra al corriente de sus obligaciones fisca-les con la Comunidad Autónoma a efectos de concesión de subvenciones o ayudas públicas, y un procedimiento de jus-tificación del cumplimiento de las obligaciones fiscales para contratar con la Administración o para otras causas.

Mientras que el primero es un procedimiento interno de la Administración, de consulta y comprobación, el segundo se basa en la acreditación de encontrarse al corriente me-diante el correspondiente certificado, expedido tanto por el Servicio de Gestión Contable de la Intervención General, como por las oficinas de contabilidad de las Intervenciones Delegadas.

Las garantías y responsabilidades quedan determina-das en el último artículo de la Orden.

En su virtud, de conformidad con el artículo 9 g) de la Ley 3/1990, de 5 de abril, de Hacienda de la Región de Murcia.



Artículo 1.º Concepto de estar al corriente de las obligacio-nes fiscales.

A los efectos de esta Orden, se considerará que se en-cuentran al corriente de sus obligaciones fiscales con la Ha-cienda Pública de la Región de Murcia, las personas físicas o jurídicas respecto de los cuales el sistema de información contable de la Comunidad Autónoma no tenga registradas deudas vencidas y exigibles pendientes de ingreso, por los siguientes conceptos del presupuesto de ingresos de la Co-munidad Autónoma:

Tarifa Autonómica del I.R.P.F.

Recargo sobre el Impuesto de Actividades Económicas.

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Impuesto sobre el Patrimonio.

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

Impuesto Regional sobre Premios del Bingo.

Tasas Fiscales sobre el juego y Recargos Autonómicos sobre Tasas Fiscales sobre el juego.

Tasas.

Contribuciones Especiales.

Exclusivamente a estos efectos, se considerarán como deudas vencidas y exigibles pendientes de ingreso aquellas sobre las que haya recaído providencia de apremio o se en-cuentren en condiciones de ser apremiadas, salvo que estén aplazadas, fraccionadas o se hubiera acordado su suspen-sión con ocasión de la impugnación de las correspondientes liquidaciones.





Artículo 2. Procedimiento de comprobación a efectos de concesión de subvenciones o ayudas públicas.

1.- A los solicitantes de subvenciones y ayudas públi-cas no les será exigible la acreditación de encontrarse al co-rriente de sus obligaciones fiscales con la Región de Murcia, siendo comprobada dicha circunstancia de oficio por los ór-ganos que tramiten los expedientes para su concesión.

2.- A tal fin, previamente a la realización de la propuesta de concesión, los órganos gestores solicitarán por vía telemática del Servicio de Gestión Contable, información de la situación al respecto del posible beneficiario. Cuando el órgano gestor no disponga de acceso al sistema de infor-mación contable de la Comunidad Autónoma, la solicitud se realizará a través la Secretaría General de la Consejería a que estuviesen adscritos.

3.- Dicha información se facilitará, también telemáticamente y en el mismo día de la solicitud, al Órgano que la haya solicitado, emitiéndose de forma automática por el sistema en la sede del órgano solicitante un documento acreditativo del resulta-do de la consulta, de acuerdo con los modelos que se publi-can como anexo 1 y 2.

4.- Exclusivamente a fin de garantizar la autenticidad de estos documentos, figurará en ellos la firma del funcionario que los solicitó y recibió.

5.- Obtenido dicho documento se adjuntará al expedien-te que motivó su expedición.



Artículo 3. Procedimiento de justificación para contratar con la Administración.

1.- Los licitadores o adjudicatarios de contratos con la Región de Murcia que necesiten acreditar su situación tributaria ante los órganos de contratación, a los efectos pre-vistos en el apartado e) del artículo 7 del Real Decreto 390/ 1996, de 1 de marzo, de desarrollo parcial de la Ley 13/1996, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públi-cas, deberán solicitar de los servicios de contabilidad la ex-pedición de un certificado acreditativo al respecto, en el mo-delo que se aprueba como anexo 3 de esta Orden.

2.- La solicitud se presentará ante el Servicio de Gestión Contable de la Intervención General o en las oficinas de conta-bilidad de las Intervenciones Delegadas en las distintas Consejerías y Organismos Autónomos, acompañadas de:

Fotocopia de la Tarjeta de Identificación Fiscal o Do-cumento Nacional de Identidad del contratista.

Fotocopia de la Tarjeta de Identificación Fiscal o Do-cumento Nacional de Identidad del solicitante del certificado.

Justificante de haber efectuado el pago de la tasa co-rrespondiente.

3.- Las oficinas que reciban las solicitudes, una vez comprobada la identidad del solicitante, procederán a la ex-pedición de los certificados en el mismo día.

4.- Una vez expedidos los certificados, de acuerdo con los modelos que se publican como anexo 4 y 5, serán entre-gados a la misma persona que los solicitó o a un tercero de-signado previamente en la solicitud, acreditándose su entre-ga mediante “recibí” en la solicitud.



Artículo 4. Procedimiento de justificación para otras causas.

Las personas físicas o jurídicas que precisen acreditar su situación tributaria para otras causas distintas de las con-templadas en los dos artículos anteriores, deberán solicitar la expedición de un certificado en el modelo que se publica como anexo 3 de esta Orden, especificando a qué efectos se precisa de su expedición.

El procedimiento y requisitos para la expedición serán los mismos del articulo anterior.



Artículo 5. Validez de los certificados e informes.

Los informes y certificados a que se refieren los artícu-los 2 y 3, tendrán un plazo de validez de seis meses a contar desde la fecha de su expedición, y en los mismos se hará constar el día en que se consideran caducados.



Artículo 6. Garantías del procedimiento.

1.- El Servicio de Gestión Contable llevará un registro de todos los informes solicitados y expedidos para el otor-gamiento de subvenciones, en el que constará como mínimo el Número de Identificación Fiscal y nombre del contribuyente a que se refiera, identificación del funcionario que los solicitó y recibió, fecha en que se efectuó y sentido que tuvo el certifi-cado.

Los mismos datos se registrarán respecto de los certi-ficados expedidos para contratos y otros fines.

El Servicio de Gestión Contable se responsabilizará del contraído en cuentas de los derechos de cobro de la Hacienda Regional y de la cancelación de los mismos, de acuerdo con los principios y normas contables que le sean de aplicación.

2.- Los certificados se referirán siempre al Número de Identifi-cación Fiscal que conste en la solicitud, no responsabilizándose los órganos de contabilidad ni cualquier otro que intervenga en el procedimiento, de las deudas que figuren en el siste-ma imputadas a Números de Identificación Fiscal erróneos o distintos al que se haga constar en la solicitud del certificado.

3.- Los órganos que liquiden todo tipo de derechos a fa-vor de la Comunidad Autónoma se responsabilizarán de la correcta identificación de los deudores a cuyo cargo se giren las liquidaciones y especialmente de que, cuando éstas se remitan a los servicios de contabilidad para su contraído en cuentas, los Números de Identificación Fiscal sean los co-rrectos.

4.- Los funcionarios que soliciten los informes al siste-ma o los que reciban las solicitudes de certificados, se responsabilizarán de que los solicitantes de las subvencio-nes, contratistas e interesados en general consignan los Nú-meros de Identificación Fiscal exactos en sus solicitudes.

5.- Los funcionarios que reciban los informes y certifica-dos no se responsabilizarán del contenido de los mismos, sino sólo de su autenticidad, garantizando mediante su firma que éstos y no otros son los originales expedidos por el sis-tema.

6.- A la Dirección General de Informática le compete ve-lar por la seguridad del sistema, restricción del acceso al mismo y la confidencialidad de los datos, así como el desa-rrollo de los programas y su correcto funcionamiento.



Disposición derogatoria 

Quedan derogadas cuantas otras disposiciones, de igual o inferior rango, se opongan a lo establecido en la pre-sente Orden.



Disposiciones finales 

1. Se autoriza al Interventor General y al Director General de Tributos para dictar las instrucciones precisas para la aplicación y efectividad de esta Orden.

2. La presente disposición entrará en vigor al día si-guiente al de su publicación en el “Boletín Oficial de la Re-gión de Murcia”.



Murcia a 27 de marzo de 1998.—El Consejero de Eco-nomía y Hacienda, Juan Bernal Roldán 

�

ANEXO 1

EL SERVICIO DE GESTIÓN CONTABLE DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA REGIÓN DE MURCIA,



INFORMA:

Que de acuerdo con los datos obrantes en el sistema de información contable de la Comunidad Autónoma ………………………………..con número de identificación fiscal …………………. , se encuentra al corriente de sus obligaciones fiscales con la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en los términos previstos en la Orden de la Consejería de Economía y Hacienda, de 27 de marzo de 1998.

































Para que así conste, se emite el presente informe a los efectos previstos en el artículo 2 de la citada Orden.





Murcia, a



















El presente documento será válido hasta el día:













Número de registro:                                                       Obtenido el presente informe por:

Fecha y hora de expedición:

Número de control:                                                         FIRMADO:
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ORDEN DE LA CONSEJERIA DE ECONOMIA Y HACIENDA, DE 12 DE JUNIO DE 1998, POR LA QUE SE ESTABLECEN LA ESTRUCTURAS FUNCIONAL Y ECONOMICA DE LOS PRESUPUESTOS DE LA COMUNIDAD AUTONOMA Y SUS ORGANISMOS AUTONOMOS.



El artículo 29 de la Ley 3/1990, de 5 de Abril, de Hacienda de la Región de Murcia, dispone que “la estructura de los Presupuestos se determinará por la Consejería de Hacienda, teniendo en cuenta la organización de la Comunidad Autónoma, de sus organismos autónomos y empresas públicas regionales, la naturaleza económica de los ingresos y de los gastos, y las finalidades u objetivos que con estos últimos se propongan conseguir”.



En cumplimiento de esta disposición, la presente Orden determina las estructuras funcional y económica a las que tendrán que adaptarse la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos en la elaboración de sus Presupuestos; regulando, por primera vez a nivel regional, los criterios a seguir para la ordenación funcional y económica de los gastos e ingresos de la Administración Regional.



La clasificación funcional agrupa los créditos según la naturaleza de las actividades a realizar por los distintos órganos de la Administración; el código de esta clasificación establece los criterios para ordenar los diferentes créditos según la finalidad y los objetivos que se pretenden alcanzar. 



El código de la clasificación económica establece los criterios a seguir para efectuar la imputación de las distintas clases de gastos, así como la aplicación de los diferentes tipos de ingresos, a los correspondientes capítulos, artículos, conceptos y subconceptos que conforman la estructura de la clasificación económica.



Ambas clasificaciones permiten la consolidación de los Presupuestos de la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos con los Presupuestos Generales del Estado, dando así cumplimiento a lo dispuesto tanto en el artículo 21 de la Ley Organica 8/1980, de 22 de Septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, como en el artículo 46 de la Ley Orgánica 4/1982, de 9 de Junio, de Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia: “el Presupuesto de la Comunidad Autónoma será elaborado con criterios homogéneos, de forma que sea posible su consolidación con los Presupuestos Generales del Estado”.



Por lo expuesto, a propuesta de la Dirección General de Presupuestos y Finanzas, y en virtud de lo dispuesto en los artículos 9 y 29 de la Ley 3/1990, de 5 de Abril, de Hacienda de la Región de Murcia,



DISPONGO 

Artículo 1.

Los Presupuestos de la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos se elaborarán teniendo en cuenta la propia estructura organizativa de la Administración, la naturaleza económica de los ingresos y de los gastos, y las finalidades u objetivos que con estos últimos se pretendan conseguir.  

Así, los créditos incluidos en los Estados de Gastos se clasificarán de acuerdo con los siguientes criterios:

a.-Se agruparán en secciones y servicios presupuestarios en función de la estructura de las diferentes Consejerías y Organismos Autónomos.

b.-Se estructurarán según la finalidad u objetivos que se pretendan alcanzar.    

c.-Se ordenarán según la naturaleza económica de los diferentes gastos.

Las previsiones incluidas en los Estados de Ingresos se ordenarán según la naturaleza económica de los distintos ingresos, distinguiendo los correspondientes a la Comunidad Autónoma y a los diferentes Organismos Autónomos.  



Artículo 2.

Los créditos se ordenarán según la naturaleza de las actividades a realizar por los distintos órganos de la administración, atendiendo a la finalidad y a los objetivos que se pretenden alcanzar con los diferentes gastos.

A estos efectos, los créditos se ordenarán en grupo de función, función o subfunción, de acuerdo con la clasificación que se recoge en el Anexo I.

La estructura de funciones y subfunciones es abierta, por lo que podrán crearse nuevas funciones o subfunciones no previstas en la referida clasificación.

Las subfunciones se desarrollarán en programas presupuestarios; los créditos y objetivos de cada programa serán el marco de la gestión presupuestaria de las distintas unidades orgánicas.  



Artículo 3.

En función de la naturaleza económica de los créditos se distinguirán los destinados a gastos corrientes y los destinados a gastos de capital. Dentro de los créditos para gastos corrientes se distinguirán los de funcionamiento de los servicios, los financieros, y las dotaciones para transferencias corrientes. A su vez, dentro de los créditos para gastos de capital se distinguirán los de inversiones reales, las dotaciones para transferencias de capital, y las variaciones de activos y pasivos financieros.

A estos efectos, los créditos se agruparán en capítulos, artículos, conceptos y subconceptos, de acuerdo con la clasificación que se recoge en el Anexo II.  

Dentro de cada capítulo la estructura es abierta, por lo que podrán crearse nuevos artículos, conceptos o subconceptos no previstos en la referida clasificación. 



Artículo 4.

La partida presupuestaria de gastos, cuya expresión cifrada constituye el crédito presupuestario, vendrá definida por la conjunción de las clasificaciones orgánica -sección y servicio-, funcional -programa-, y económica -concepto o subconcepto-. 

El registro contable de los créditos, de sus modificaciones, y de la operaciones de  ejecución del gasto, se realizará sobre la partida presupuestaria de gastos tal y como aparece definida en el párrafo anterior.



Artículo 5.

Las previsiones incluidas en los estados de ingresos de los Presupuestos de la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos, se clasificarán de acuerdo con la naturaleza económica de los diferentes ingresos. 

A estos efectos, los ingresos se agruparán en capítulos, artículos, conceptos y subconceptos, conforme a la clasificación que se recoge en el Anexo III.

Dentro de cada capítulo la estructura es abierta, por lo que podrán crearse nuevos artículos, conceptos o subconceptos no previstos en la referida clasificación. 



Artículo 6.

La partida presupuestaria de ingresos vendrá definida por la expresión cifrada de la clasificación orgánica -sección y servicio presupuestario-, y económica -concepto o subconcepto-. La clasificación orgánica distinguirá los ingresos correspondientes a la Comunidad Autónoma, de los correspondientes a los diferentes Organismos Autónomos.

El registro contable de las previsiones de ingresos y de la operaciones de  ejecución del presupuesto, se realizará sobre la partida presupuestaria de ingresos tal y como aparece definida en el párrafo anterior.



Disposición adicional primera.

Se faculta al Director General de Presupuestos y Finanzas a dictar las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución de esta Orden. 



Disposición adicional segunda.

La presente Orden entrará en vigor el dia 1 de Enero de 1999.



Murcia, a 12 de junio de 1998.  -  EL CONSEJERO DE ECONOMIA Y HACIENDA.  - Juan Bernal Roldán.



ANEXO I



CODIGO DE LA CLASIFICACION FUNCIONAL DE LOS GASTOS

 DE LOS PRESUPUESTOS DE LA COMUNIDAD AUTONOMA.







ANEXO II



CODIGO DE LA CLASIFICACION ECONOMICA

 DE LOS PRESUPUESTOS DE GASTOS





El presente código establece los criterios que se seguirán para efectuar la imputación de las distintas clases de gastos a los correspondientes capítulos, artículos, conceptos y subconceptos, que conforman la estructura de la clasificación económica aplicable a la Comunidad Autónoma y a sus Organismos Autónomos.



A)Operaciones corrientes.

El presupuesto de gastos clasifica en sus capítulos 1 a 4 los gastos por operaciones corrientes, separando los gastos de funcionamiento de los servicios (personal y gastos corrientes en bienes y servicios), los gastos financieros y las transferencias corrientes, tal y como se señala en el artículo 29 de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia.

Los gastos aplicables a cada capítulo, artículo, concepto y subconcepto son los que se describen en el lugar adecuado, de acuerdo con su naturaleza económica; teniendo en cuenta que los distintos órganos de la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos podrán solicitar la desagregación de los diferentes conceptos y subconceptos, según sea procedente para la adecuada gestión de los programas a su cargo y para la adecuada administración y contabilización de los créditos.



CAPITULO 4.

Transferencias corrientes.



Comprende los créditos destinados a atender los pagos, condicionados o no, efectuados por la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos, sin contrapartida directa por parte de los agentes receptores, los cuales destinan estos fondos a financiar operaciones corrientes. 

Tendrán la naturaleza de subvenciones corrientes cuando los créditos vayan destinados a financiar operaciones corrientes concretas y específicas a realizar por el beneficiario; dentro de ellas se incluyen las subvenciones de explotación concedidas con la finalidad de influir en los precios o permitir una remuneración suficiente de los factores de producción, así como compensar resultados negativos de explotación producidos durante el ejercicio. Tendrán la naturaleza de  transferencias corrientes cuando los créditos vayan destinados a financiar operaciones corrientes a realizar por el beneficiario  no concretas ni específicas.   

 Se incluyen en este capítulo las “subvenciones en especie” de carácter corriente, referidas a bienes o servicios que adquiera la Administración, para su entrega a los beneficiarios en concepto de una subvención previamente concedida. Habrán de imputarse al artículo correspondiente según el destinatario de la misma.

Todos los artículos de este capítulo se desagregarán a nivel de concepto, y subconcepto en su caso, para recoger el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.





Artículo 40. Al sector público estatal.   

Transferencias y subvenciones corrientes que se prevean efectuar al Sector Público Estatal.



Conceptos 400 al 402.  Transferencias corrientes al sector público estatal.

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias corrientes al sector público estatal, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 403 al 409.  Subvenciones corrientes al sector público estatal.

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones corrientes al sector público estatal, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 41. A Organismos Autónomos administrativos de la C.A.R.M.

Transferencias y subvenciones corrientes que se prevean efectuar a los Organismos Autónomos administrativos del sector público regional.



Conceptos 410 al 412. Transferencias corrientes a OO. AA. administrativos. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias corrientes a Organismos Autónomos administrativos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 413 al 419. Subvenciones corrientes a OO. AA. administrativos. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones corrientes a Organismos Autónomos administrativos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 42. A la Administración Regional.  

Transferencias y subvenciones corrientes que los Organismos Autónomos regionales  prevean efectuar a la Administración General de la Comunidad Autónoma.



Conceptos 420 al 422. Transferencias corrientes a la Administración Regional.

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias corrientes que los Organismos Autónomos regionales  prevean efectuar a la Administración General de la Comunidad Autónoma, ordenadas según la finalidad de la transferencia.



Conceptos 423 al 429.  Subvenciones corrientes a la Administración Regional.

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogeran las subvenciones corrientes que los Organismos Autónomos regionales  prevean efectuar a la Administración General de la Comunidad Autónoma, ordenadas según la finalidad de la subvención.





Artículo 43. A Organismos Autónomos comerciales, industriales, financieros o análogos de la C.A.R.M.

Transferencias y subvenciones corrientes que se prevean efectuar a los Organismos Autónomos comerciales, industriales, financieros o análogos del sector público regional.



Conceptos 430 al 432. Transferencias corrientes a OO. AA. comerciales, industriales, financieros o análogos. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias corrientes a Organismos Autónomos comerciales,  industriales, financieros o análogos  de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 433 al 439. Subvenciones corrientes a OO. AA. comerciales, industriales, financieros o análogos.  

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones corrientes a Organismos Autónomos comerciales,  industriales, financieros o análogos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 44. A empresas públicas y otros entes públicos de la C.A.R.M.

Transferencias y subvenciones corrientes que se prevean efectuar a empresas públicas y otros entes públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.



Conceptos 440 al 442. Transferencias corrientes a empresas públicas y otros entes públicos. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias corrientes a empresas públicas y otros entes públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.

El concepto 440 recogerá las transferencias a entes públicos con presupuesto consolidable con el presupuesto de la Comunidad Autónoma.



Conceptos 443 al 449. Subvenciones corrientes a empresas públicas y otros entes públicos. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones corrientes a empresas públicas y otros entes públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.

El concepto 443 recogerá las subvenciones a entes públicos con presupuesto consolidable con el presupuesto de la Comunidad Autónoma.





Artículo 45. A Comunidades Autónomas.

Transferencias y subvenciones corrientes que se prevean efectuar a otras Comunidades Autónomas.



Conceptos 450 al 452. Transferencias corrientes a Comunidades Autónomas. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias corrientes a otras Comunidades Autónomas, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.









Conceptos 453 al 459. Subvenciones corrientes a Comunidades Autónomas. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones corrientes a otras Comunidades Autónomas, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 46. A Corporaciones Locales.

Transferencias y subvenciones corrientes que se prevean efectuar a Corporaciones Locales.



Conceptos 460 al 462. Transferencias corrientes a Corporaciones Locales. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias corrientes a Corporaciones Locales, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 463 al 469. Subvenciones corrientes a Corporaciones Locales. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones corrientes a Corporaciones Locales, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 47. A empresas privadas.

Transferencias y subvenciones corrientes que se prevean efectuar a empresas privadas.



Conceptos 470 al 472. Transferencias corrientes a empresas privadas. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias corrientes a empresas privadas, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 473 al 479. Subvenciones corrientes a empresas privadas. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones corrientes a empresas privadas, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.



Artículo 48.   A familias e instituciones sin fines de lucro.

Toda clase de auxilios, ayudas, becas, donaciones, premios literarios, artísticos o científicos no inventariables, etc., que la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos otorguen a entidades sin fines de lucro: fundaciones, instituciones, entidades benéficas o deportivas y familias.



Conceptos 480 al 482. Transferencias corrientes a familias e instituciones sin fines de lucro. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias corrientes a familias e instituciones sin fines de lucro, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 483 al 489. Subvenciones corrientes a familias e instituciones sin

  fines de lucro. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones corrientes a familias y a entidades sin fines de lucro, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 49.   Al exterior.

Pagos sin contrapartida directa a agentes situados fuera del territorio nacional o con estatuto de extraterritorialidad, o cuando deban efectuarse en divisas.

A este artículo se imputarán también las posibles cuotas y contribuciones a organismos internacionales.



Conceptos 490 al 492. Transferencias corrientes al exterior. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias corrientes al exterior, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.





Conceptos 493 al 499. Subvenciones corrientes al exterior. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones corrientes al exterior, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





B) Operaciones de capital.

Comprenden los capítulos 6 al 9, y describen las variaciones en la estructura del patrimonio de la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos.

La diferencia entre el capítulo 6 de gastos y el mismo capítulo de ingresos permite conocer la formación bruta de capital de la Comunidad Autónoma y sus Organismos Autónomos. 

La diferencia entre los capítulos 7 de ingresos y gastos establece el saldo neto de transferencias de capital. 

Los capítulos 8 y 9, que recogen las operaciones financieras, reflejan las transacciones de débitos y créditos, poniendo de manifiesto las variaciones netas de activos financieros, diferencia entre el capítulo 8 de gastos e ingresos, y las variaciones netas de pasivos financieros diferencias entre el capítulo 9 de ingresos y gastos.

Los gastos aplicables a cada capítulo, artículo, concepto y subconcepto son los que se describen en el lugar adecuado, de acuerdo con su naturaleza económica, teniendo en cuenta que los distintos órganos de la Comunidad Autónoma podrán solicitar la desagregación de los diferentes conceptos y subconceptos, según sea procedente para la adecuada gestión de los programas a su cargo y para  la adecuada administración y contabilización de los créditos.







CAPITULO 7.

Transferencias de capital.



Comprende los créditos destinados a los pagos, condicionados o no, efectuados sin contrapartida directa por parte de los agentes receptores, los cuales destinan estos fondos a financiar operaciones de capital.

Tendrán la naturaleza de subvenciones de capital aquellas que tienen por finalidad mediata o inmediata la financiación de operaciones específicas y concretas de formación bruta de capital fijo, de tal forma que su concesión implica que el beneficiario debe adquirir o construir activos fijos determinados previamente; asimismo la finalidad puede ser la compensación de resultados negativos acumulados, o la cancelación o minoración de elementos del pasivo.  Tendrán la naturaleza de transferencias de capital  aquellas que implican una distribución de ahorro y patrimonio y que se conceden para el establecimiento de la estructura básica en su conjunto del ente beneficiario.

Se incluyen en este capítulo las “subvenciones en especie” de capital, referidas a bienes o servicios que adquiera la Administración, para su entrega a los beneficiarios en concepto de una subvención previamente concedida. Habrán de imputarse al artículo correspondiente según el destinatario de la misma. 

Todos los artículos de este capítulo se desagregarán a nivel de concepto, y subconcepto en su caso, para recoger el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Artículo 70. Al sector público estatal.  

Transferencias y subvenciones de capital que se prevean efectuar al Sector Público Estatal.



Conceptos 700 al 702. Transferencias de capital al sector público estatal.

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias de capital al sector público estatal, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 703 al 709. Subvenciones de capital al sector público estatal.

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones de capital al sector público estatal, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 71. A Organismos Autónomos administrativos de la C.A.R.M.

Transferencias y subvenciones de capital que se prevean efectuar a los Organismos Autónomos administrativos del sector público regional.



Conceptos 710 al 712. Transferencias de capital a OO. AA. administrativos. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias de capital a Organismos Autónomos administrativos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 713 al 719. Subvenciones de capital a OO. AA. administrativos. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones de capital a Organismos Autónomos administrativos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 72. A la Administración Regional.    

Transferencias y subvenciones de capital que los Organismos Autónomos regionales  prevean efectuar a la Administración General de la Comunidad Autónoma.



Conceptos 720 al 722.  Transferencias de capital a la Administración Regional.

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias de capital que los Organismos Autónomos regionales  prevean efectuar a la Administración General de la Comunidad Autónoma, ordenadas según la finalidad de la transferencia.



Conceptos 723 al 729.  Subvenciones de capital a la Administración Regional.

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogeran las subvenciones de capital que los Organismos Autónomos regionales  prevean efectuar a la Administración General de la Comunidad Autónoma, ordenadas según la finalidad de la subvención.





Artículo 73. A Organismos Autónomos comerciales, industriales, financieros o análogos de la C.A.R.M.

Transferencias y subvenciones de capital que se prevean efectuar a los Organismos Autónomos comerciales, industriales, financieros o análogos del sector público regional.



Conceptos 730 al 732. Transferencias de capital a OO. AA. comerciales, industriales, financieros o análogos. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias de capital a Organismos Autónomos comerciales,  industriales, financieros o análogos  de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 733 al 739. Subvenciones de capital a OO. AA. comerciales, industriales, financieros o análogos.  

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones de capital a Organismos Autónomos comerciales,  industriales, financieros o análogos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 74. A empresas públicas y otros entes públicos de la C.A.R.M.

Transferencias y subvenciones de capital que se prevean efectuar a empresas públicas y otros entes públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.



Conceptos 740 al 742. Transferencias de capital a empresas públicas y otros entes públicos. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias de capital a empresas públicas y otros entes públicos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.

El concepto 740 recogerá las transferencias a entes públicos con presupuesto consolidable con el presupuesto de la Comunidad Autónoma.



Conceptos 743 al 749. Subvenciones de capital a empresas públicas y otros entes públicos. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones de capital a empresas públicas (y otros entes públicos?) de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.

El concepto 743 recogerá las transferencias a entes públicos con presupuesto consolidable con el presupuesto de la Comunidad Autónoma.







Artículo 75. A Comunidades Autónomas.

Transferencias y subvenciones de capital que se prevean efectuar a otras Comunidades Autónomas.



Conceptos 750 al 752. Transferencias de capital a Comunidades Autónomas. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias de capital a otras Comunidades Autónomas, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 753 al 759. Subvenciones de capital a Comunidades Autónomas. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones de capital a otras Comunidades Autónomas, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 76. A Corporaciones Locales.

Transferencias y subvenciones de capital que se prevean efectuar a Corporaciones Locales.



Conceptos 760 al 762. Transferencias de capital a Corporaciones Locales. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias de capital a Corporaciones Locales, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 763 al 769. Subvenciones de capital a Corporaciones Locales. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones corrientes a Corporaciones Locales, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 77. A empresas privadas.

Transferencias y subvenciones de capital que se prevean efectuar a empresas privadas.



Conceptos 770 al 772. Transferencias de capital a empresas privadas. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias de capital a empresas privadas, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 773 al 779. Subvenciones de capital a empresas privadas. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones de capital a empresas privadas, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 78. A familias e instituciones sin fines de lucro.

Transferencias y subvenciones de capital que se otorguen a entidades sin fines de lucro: fundaciones, instituciones, entidades benéficas o deportivas y familias.



Conceptos 780 al 782. Transferencias de capital a familias e instituciones sin fines de lucro. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias de capital a familias e instituciones sin fines de lucro, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 783 al 789. Subvenciones de capital a familias e instituciones sin fines de lucro. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones de capital a familias y a entidades sin fines de lucro, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.





Artículo 79.   Al exterior.

Pagos sin contrapartida directa a agentes situados fuera del territorio nacional o con estatuto de extraterritorialidad, o cuando deban efectuarse en divisas.

A este artículo se imputarán también las posibles cuotas y contribuciones a organismos internacionales.



Conceptos 790 al 792. Transferencias de capital al exterior. 

En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las transferencias de capital al exterior, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la transferencia.



Conceptos 793 al 799. Subvenciones de capital al exterior. 

  En estos conceptos, y en su caso en los subconceptos en que se desagreguen, se recogerán las subvenciones de capital al exterior, ordenadas según el agente receptor o/y la finalidad de la subvención.







CLASIFICACION ECONOMICA

DE LOS PRESUPUESTOS DE GASTOS





A)Operaciones corrientes.





CAPITULO 4.Transferencias corrientes.



Artículo 40. Al sector público estatal.   

Conceptos 400 al 402.  Transferencias corrientes al sector público estatal.

Conceptos 403 al 409.  Subvenciones corrientes al sector público estatal.



Artículo 41. A Organismos Autónomos administrativos de la C.A.R.M.

Conceptos 410 al 412. Transferencias corrientes a OO. AA. administrativos. 

Conceptos 413 al 419. Subvenciones corrientes a OO. AA. administrativos. 



Artículo 42. A la Administración Regional.  

Conceptos 420 al 422. Transferencias corrientes a la Administración Regional.

Conceptos 423 al 429.  Subvenciones corrientes a la Administración Regional.



Artículo 43. A Organismos Autónomos comerciales, industriales, financieros o análogos de la C.A.R.M.

Conceptos 430 al 432. Transferencias corrientes a OO. AA. comerciales, industriales, financieros o análogos. 

Conceptos 433 al 439. Subvenciones corrientes a OO. AA. comerciales, industriales, financieros o análogos.  



Artículo 44. A empresas públicas y otros entes públicos de la C.A.R.M.

Conceptos 440 al 442. Transferencias corrientes a empresas públicas y otros entes públicos. 

Conceptos 443 al 449. Subvenciones corrientes a empresas públicas y otros entes públicos. 



Artículo 45. A Comunidades Autónomas.

Conceptos 450 al 452. Transferencias corrientes a Comunidades Autónomas. 

Conceptos 453 al 459. Subvenciones corrientes a Comunidades Autónomas. 



Artículo 46. A Corporaciones Locales.

Conceptos 460 al 462. Transferencias corrientes a Corporaciones Locales. 

Conceptos 463 al 469. Subvenciones corrientes a Corporaciones Locales. 



Artículo 47. A empresas privadas.

Conceptos 470 al 472. Transferencias corrientes a empresas privadas. 

Conceptos 473 al 479. Subvenciones corrientes a empresas privadas. 



Artículo 48.   A familias e instituciones sin fines de lucro.

Conceptos 480 al 482. Transferencias corrientes a familias e instituciones sin fines de lucro. 

Conceptos 483 al 489. Subvenciones corrientes a familias e instituciones sin fines de lucro. 



Artículo 49.   Al exterior.

Conceptos 490 al 492. Transferencias corrientes al exterior. 

Conceptos 493 al 499. Subvenciones corrientes al exterior. 





B) Operaciones de capital.





CAPITULO 7.Transferencias de capital.



Artículo 70. Al sector público estatal.  

Conceptos 700 al 702. Transferencias de capital al sector público estatal.

Conceptos 703 al 709. Subvenciones de capital al sector público estatal.



Artículo 71. A Organismos Autónomos administrativos de la C.A.R.M.

Conceptos 710 al 712. Transferencias de capital a OO. AA. administrativos. 

Conceptos 713 al 719. Subvenciones de capital a OO. AA. administrativos. 



Artículo 72. A la Administración Regional.    

Conceptos 720 al 722.  Transferencias de capital a la Administración Regional.

Conceptos 723 al 729.  Subvenciones de capital a la Administración Regional.



Artículo 73. A Organismos Autónomos comerciales, industriales, financieros o análogos de la C.A.R.M.

Conceptos 730 al 732. Transferencias de capital a OO. AA. comerciales, industriales, financieros o análogos. 

Conceptos 733 al 739. Subvenciones de capital a OO. AA. comerciales, industriales, financieros o análogos.  



Artículo 74. A empresas públicas y otros entes públicos de la C.A.R.M.

Conceptos 740 al 742. Transferencias de capital a empresas públicas y otros entes públicos. 

Conceptos 743 al 749. Subvenciones de capital a empresas públicas y otros entes públicos. 



Artículo 75. A Comunidades Autónomas.

Conceptos 750 al 752. Transferencias de capital a Comunidades Autónomas. 

Conceptos 753 al 759. Subvenciones de capital a Comunidades Autónomas. 



Artículo 76. A Corporaciones Locales.

Conceptos 760 al 762. Transferencias de capital a Corporaciones Locales. 

Conceptos 763 al 769. Subvenciones de capital a Corporaciones Locales. 



Artículo 77. A empresas privadas.

Conceptos 770 al 772. Transferencias de capital a empresas privadas. 

Conceptos 773 al 779. Subvenciones de capital a empresas privadas. 



Artículo 78. A familias e instituciones sin fines de lucro.

Conceptos 780 al 782. Transferencias de capital a familias e instituciones sin fines de lucro. 

Conceptos 783 al 789. Subvenciones de capital a familias e instituciones sin fines de lucro. 



Artículo 79.   Al exterior.

Conceptos 790 al 792. Transferencias de capital al exterior. 

Conceptos 793 al 799. Subvenciones de capital al exterior. 



�ORDEN 28-4-1986. DEL MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA, sobre Justificación del cumplimiento de obligaciones tributarias por beneficiarios de las concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

BOE 30-4-1986, núm. 103





Dispone:

Primero.-

1. Será requisito para la concesión de ayudas y subvenciones, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, la acreditación por los beneficiarios de hallarse al corriente de sus obligaciones tributarias.

2. A efectos de la presente Orden, se considerará como subvención todo gasto efectuado con cargo a los capítulos IV y VII de los Presupuestos Generales del Estado que no tengan carácter indemnizatorio.



Segundo.-

A efectos de lo prevenido en el apartado anterior, se entenderá que el beneficiario se halla al corriente de sus obligaciones tributarias cuando, en su caso, concurran las siguientes circunstancias:

a)	Estar dado de alta en Licencia Fiscal.

b)	Haber presentado las declaraciones o documentos de ingreso del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, del Impuesto sobre Sociedades, de los pagos a cuenta o fraccionados o de las retenciones a cuenta de ambos, y del Impuesto sobre el Valor Añadido. Por las operaciones sujetas realizadas en los territorios de Canarias, Ceuta y Melilla, según lo establecido en el Real Decreto Ley 6/1985, de 18 de diciembre, haber presentado las declaraciones o documentos de ingreso de los Impuestos sobre Tráfico de Empresas y Lujo.

c)	Haber presentado la relación anual de ingresos y pagos a que se refiere el Real Decreto 1913/1978, de 8 de julio.





Tercero.-

1. Las circunstancias mencionadas en el artículo anterior se acreditarán de la siguiente forma:

La de la letra a) mediante el alta o el último recibo y las de las letras b) y c) presentando las declaraciones y documentos de ingreso cuyo plazo reglamentario de presentación hubiese vencido durante los doce meses inmediatamente anteriores a la fecha de la solicitud de la subvención.

2. Cuando se realicen pagos en ejercicios posteriores al de la concesión, la acreditación prevenida en el párrafo anterior deberá realizarse tanto referida al momento de la concesión como para la expedición de las primeras órdenes o propuestas de pago que tengan lugar en los ejercicios posteriores siguientes.

3. En el caso de que por haberse concedido aplazamiento o fraccionamiento en el pago de las deudas tributarias no hubieran tenido lugar los ingresos correspondientes, se acreditará dicha circunstancia con copia de la Resolución en que se conceda tal beneficio, salvo para lo establecido en el artículo 158, segundo del Real Decreto 2384/1981, de 3 de agosto, respecto al Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

4. Los documentos prevenidos en el presente apartado, se presentarán en original o copia debidamente autenticada o compulsada. Asimismo, deberán contener el número de identificación fiscal. Para las personas jurídicas el citado número estará constituido por el código de identificación y para las personas físicas estará formado por el número del documento nacional de identidad, completado con un carácter de control, facilitado por el Ministerio de Economía y Hacienda, a través de las etiquetas de identificación.





Cuarto.-

Se autoriza a la Secretaría General de Hacienda para exonerar, parcial o totalmente, del cumplimiento de la presente Orden a subvenciones determinadas cuando su naturaleza, régimen o cuantía así lo aconsejen. La citada exoneración podrá condicionarse a la regularización de la situación tributaria de los perceptores de subvenciones en la forma que se determine en el acto de exoneración correspondiente.



DISPOSICION TRANSITORIA

La mención contenida al Impuesto sobre el Valor Añadido en el apartado tercero de la presente Orden, se entenderá referida a los Impuestos sobre el Tráfico de las Empresas y sobre el Lujo respecto de las deudas tributarias devengadas con anterioridad a 31 de diciembre de 1985.



DISPOSICION FINAL

1. Quedan derogadas las disposiciones que se citan a continuación, y cuantas de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en la presente Orden:

Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 15 de abril de 1985, sobre justificación del cumplimiento de obligaciones tributarias por los perceptores de subvenciones concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

Resolución de 30 de mayo de 1985, de la Secretaría General de Hacienda, por la que se establecen normas aclaratorias en relación con la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 15 de abril de 1985.

Resolución de 2 de julio de 1985, de la Secretaría General de Hacienda, sobre exoneración del cumplimiento de determinadas obligaciones tributarias a los perceptores de subvenciones concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.



2. La presente Orden entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».



�ORDEN 25-11-1987, MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA, Justificación del cumplimiento de las obligaciones frente a la Seguridad Social por beneficiarios de las concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.





Artículo 1.

1. Será requisito para el pago de ayudas y subvenciones, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, el cumplimiento, por el beneficiario de las subvenciones, de sus obligaciones frente a la Seguridad Social.



2. A efectos de la presente Orden, se considerará como subvención todo gasto efectuado con cargo a los capítulos IV y VII de los Presupuestos Generales del Estado que no tengan carácter indemnizatorio.



3. No obstante, la percepción de restituciones, ayudas e intervenciones correspondientes a los gastos en los sectores agrícolas y pesqueros, financiados únicamente con fondos comunitarios, sólo quedará condicionada a la verificación del cumplimiento de las disposiciones comunitarias que las regulen.



Artículo 2.

A efectos de lo previsto en el artículo anterior, se considerará que el beneficiario de la subvención cumple sus obligaciones de Seguridad Social cuando concurran las siguientes circunstancias:

a)	Estar inscrita la Empresa en la Seguridad Social o, en su caso, el beneficiario afiliado y en alta en el régimen de la Seguridad Social que corresponda, por razón de la actividad de la Empresa o sujeto responsable.

b)	Haber dado de alta, en su caso, a los trabajadores que tenga a su servicio.

c)	Estar al corriente en el pago de las cuotas y demás conceptos de recaudación conjunta de las mismas y, asimismo, estar al corriente del pago de los capitales coste-renta y otras cantidades que deban ingresar las Empresas que hubieran sido declaradas responsables por prestaciones a su cargo.



Artículo 3.

1. Las circunstancias mencionadas en el artículo anterior se acreditarán mediante certificación de la Tesorería Territorial de la Seguridad Social respectiva de figurar inscrito o, en su caso, afiliado en el régimen de la Seguridad Social que corresponda por razón de la actividad del beneficiario de la subvención, y hallarse al corriente en el pago de las cuotas y demás conceptos de recaudación conjunta, o mediante los oportunos documentos de cotización debidamente diligenciados por la oficina recaudadora relativos a la liquidación de cuotas no incluidas en la certificación, pudiendo exigirse, como máximo, documentos de cotización o justificantes de pago correspondientes a doce meses anteriores a la fecha de solicitud de la subvención. Asimismo, en la certificación a que se refiere este número deberá figurar si el beneficiario resulta o no deudor de la Seguridad Social por los capitales coste-renta o de otras prestaciones y, en su caso afirmativo, si está o no al corriente de pago de las mismas.

Los documentos citados se presentarán en original o copia debidamente autenticada o compulsada.

2. Cuando se realicen pagos en ejercicios posteriores al de la concesión, la acreditación prevenida en el número anterior deberá realizarse tanto referida al momento de la concesión como para la expedición de las primeras órdenes o propuestas de pago que tengan lugar en los ejercicios posteriores.







DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-

En lo no previsto en la presente Orden se aplicará lo dispuesto en la de 28 de abril de 1986, sobre justificación del cumplimiento de obligaciones tributarias por beneficiarios de subvenciones concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.



Segunda.-

Quedan exoneradas de los requisitos establecidos en la presente Orden las subvenciones señaladas en la Resolución de 28 de abril de 1986 de la Secretaría General de Hacienda, o las que en el futuro puedan establecerse, conforme a la autorización contenida en el apartado 4.º de la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 28 de abril de 1986.



DISPOSICION FINAL

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».



�Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de Septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.



(Incluye modificaciones introducidas por la Ley 50/1998, de 31 de diciembre)



La Ley General Presupuestaria es una norma fundamental en el área de la Hacienda Pública, ya que en la misma se contienen los principios generales de carácter permanente referentes a la actuación del Gobierno y de la Administración, respecto a los derechos y obligaciones de naturaleza económica del Estado y del sector público estatal y se regulan las instituciones y servicios de gran relevancia dentro del ámbito de las finanzas públicas, tales como el presupuesto, el Tesoro Público, la Deuda Pública, el control financiero interno y la contabilidad pública.

La nueva configuración del Estado establecida por la Constitución, la extensión del ámbito de los Presupuestos Generales del Estado dispuesta por el artículo 134 de nuestra Ley de Leyes  [�]  y las nuevas técnicas presupuestarias, han sido, entre otras, las causas que han obligado a introducir importantes modificaciones en la normativa establecida por la Ley General Presupuestaria, de 4 de Enero de 1977.

El Principio de seguridad jurídica proclamado por el artículo 9, número 3  [�]  de la Constitución española aconseja la promulgación de un texto refundido de la Ley General Presupuestaria. Así lo entendieron el Gobierno y las Cortes Generales al proponer y aprobar, respectivamente, la disposición final tercera de la Ley 21/1986, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1987, en la que se disponía: Uno. Se autoriza al Gobierno para elaborar, antes del 30 de septiembre de 1987, un texto refundido de la Ley General Presupuestaria, de 4 de Enero de 1977, al que se incorporarán, con autorización para regularizar, actualizar y armonizar, las disposiciones legales vigentes de carácter permanente en materia de gestión presupuestaria contenidas en las Leyes anuales de presupuestos posteriores a la entrada en vigor de la citada Ley General Presupuestaria.

Con base en la autorización contenida en la disposición transcrita, los servicios competentes del Ministerio de Economía y Hacienda elaboraron un anteproyecto de texto refundido, que fue remitido al preceptivo informe del Consejo de Estado. Y en el dictamen que dicho alto órgano consultivo emitió con fecha 24 de septiembre de 1987, entre otros extremos, se decía lo siguiente: Ciertamente, el trabajo que se ha llevado a efecto, en cuanto asume y presenta la actualización de la Ley General Presupuestaria en los términos en que realmente esta planteada, revela un meritorio esfuerzo. Pero al exceder los límites de la habilitación, habida cuenta la rigurosidad con que esta por su propia naturaleza de mandato debe ser cumplida, sitúa la cuestión en el dilema de, o bien, excluir del texto redactado todo lo que se ha incorporado al mismo y no proceda de disposiciones contenidas en las Leyes anuales de presupuestos posteriores a 4 de enero de 1977, o bien, obtener de las Cortes Generales una nueva habilitación que, al comprender dentro de su ámbito cuanto sea necesario para que la actualización pueda tener el alcance que requiere, permitiera dotar a esta de la cobertura legal de que ahora carece.

Finalmente, el Gobierno optó por la segunda de las soluciones que se contemplaban en el dictamen del Consejo de Estado e incluyo en el proyecto de Ley de presupuestos para el ejercicio de 1988 una nueva habilitación, que ha sido aprobada por las Cortes Generales como disposición final primera de la Ley 33/1987, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1988, en la que se establece: Se prorroga durante la totalidad del ejercicio de 1988 la autorización al Gobierno contenida en la disposición tercera de la Ley 21/1986, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1987, haciéndose extensiva a las modificaciones introducidas en esta Ley, así como la adaptación del nuevo texto refundido a la Constitución y a las Leyes promulgadas con posterioridad al 4 de enero de 1977.



Y de acuerdo con las disposiciones anteriormente transcritas se produce este texto refundido de la Ley General Presupuestaria. En su virtud, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda, oído el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros, en su reunión del día 23 de septiembre de 1988, dispongo:



Artículo Único. 

Se aprueba el texto refundido de la Ley 11/1977, de 4 de enero, Ley General Presupuestaria, que se inserta a continuación.







Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.



Artículo 17. 

1. El control de carácter financiero se ejercerá por la Intervención General de la Administración del Estado, de conformidad con lo prevenido en cada caso, respecto a los servicios, Organismos Autónomos, sociedades y demás entes públicos estatales, cualquiera que sea su denominación y forma jurídica, para comprobar su funcionamiento en el aspecto económico-financiero y conforme a las disposiciones y directrices que les rijan. Dicha función podrá ejercerse con carácter permanente.

2. El preceptivo control de eficacia se ejercerá mediante análisis del coste de funcionamiento y del rendimiento o utilidad de los respectivos servicios o inversiones, así como del cumplimiento de los objetivos de los correspondientes programas.

3. La Intervención General de la Administración del Estado elaborará un plan anual de auditorías en el que se irán incluyendo la totalidad de los sujetos mencionados en el número 1 del presente artículo.



Artículo 18. 

1. En cuanto a las Sociedades mercantiles, Empresas , Entidades y particulares por razón de las subvenciones corrientes, créditos, avales y demás ayudas del Estado o de sus Organismos autónomos o de otro modo concedidas con cargo a los Presupuestos Generales del Estado o a fondos de la Comunidad Económica Europea, el control de carácter financiero podrá ejercerse en la forma que se hubiere establecido o se estableciere en cada caso, con independencia de las funciones interventoras que se regulan en la presente Ley.

2. En las ayudas y subvenciones financiadas total o parcialmente con cargo a fondos comunitarios la Intervención General de la Administración del Estado será el órgano competente para establecer, de acuerdo con la normativa comunitaria y nacional vigente, la necesaria coordinación de controles, manteniendo, a estos solos efectos, las necesarias relaciones con los órganos correspondientes de las Comunidades Europeas, de los entes territoriales de la Administración del Estado.





SECCIÓN IV. AYUDAS Y SUBVENCIONES PÚBLICAS.



Artículo 81. 

1. Las normas contenidas en esta sección son de aplicación a las ayudas y subvenciones públicas cuya gestión corresponda en su totalidad a la Administración del Estado o a sus Organismos autónomos, sin perjuicio de lo previsto en el número 11 de este mismo artículo.

2. Para las ayudas y subvenciones a que se refiere el apartado anterior en defecto de normas especiales, las contenidas en la presente sección serán de aplicación:

A toda disposición gratuita de fondos públicos realizada por el estado o sus Organismos autónomos a favor de personas o entidades públicas o privadas, para fomentar una actividad de utilidad o interés social o para promover la consecución de un fin público.

A cualquier tipo de ayuda que se otorgue con cargo al presupuesto del estado o de sus organismos autónomos y a las subvenciones o ayudas, financiadas, en todo o en parte, con fondos de la comunidad económica europea.

3. Los titulares de los departamentos ministeriales y los presidentes o directores de los organismos autónomos son los órganos competentes para otorgar subvenciones, dentro del ámbito de su competencia, previa consignación presupuestaria para este fin.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, para autorizar la concesión de la subvención cuando el gasto a aprobar sea superior a 2.000 millones de pesetas, será necesario acuerdo del Consejo de Ministros o, en el caso de que así lo establezca la normativa reguladora de la subvención, de la Comisión Delegada del Gobierno de Asuntos Económicos. La autorización del Consejo de Ministros o, en su caso, de la Comisión Delegada para Asuntos Económicos, llevara implícita la aprobación del gasto correspondiente.

4. Tendrá la consideración de beneficiario de la subvención el destinatario de los fondos públicos que haya de realizar la actividad que fundamentó su otorgamiento o que se encuentre en la situación que legitima su concesión.

Son obligaciones del beneficiario:

Realizar la actividad o adoptar el comportamiento que fundamenta la concesión de la subvención.

Acreditar ante la entidad concedente o, en su caso, ante la entidad colaboradora o las Comunidades Autónomas, la realización de la actividad o la adopción del comportamiento, así como el cumplimiento de los requisitos y condiciones que determinen la concesión o disfrute de la ayuda.

El sometimiento a las actuaciones de comprobación, a efectuar por la entidad concedente o, en su caso, la entidad colaboradora o las Comunidades Autónomas, y a las de control financiero que corresponden a la Intervención General de la Administración del Estado, en relación con las subvenciones y ayudas concedidas y a las previstas en la legislación del Tribunal de Cuentas.

Comunicar a la entidad concedente o, en su caso, a la entidad colaboradora o a las Comunidades Autónomas, la obtención de subvenciones o ayudas para la misma finalidad, procedente de cualesquiera Administraciones o entes públicos nacionales o internacionales.

5. Las bases reguladoras de las subvenciones o ayudas podrán establecer que la entrega y distribución de los fondos públicos a los beneficiarios se efectúen a través de las Comunidades Autónomas o de entidades colaboradoras.

A estos efectos podrán ser consideradas entidades colaboradoras las sociedades estatales, las corporaciones de derecho público y las fundaciones que estén bajo el protectorado de un ente de derecho público, así como las personas jurídicas que reúnan las condiciones de solvencia y eficacia que se establezcan.

Las Comunidades Autónomas y las entidades colaboradoras actuarán en nombre y por cuenta del Departamento y organismo concedente a todos los efectos relacionados con la subvención o ayuda que, en ningún caso, se considerará integrante de su patrimonio.

Son obligaciones de las Comunidades Autónomas y de las entidades colaboradoras:

Entregar a los beneficiarios los fondos recibidos de acuerdo con los criterios establecidos en las normas reguladoras de la subvención o ayuda.

Verificar, en su caso, el cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos determinantes para su otorgamiento.

Justificar la aplicación de los fondos percibidos ante la entidad concedente y, en su caso, entregar la justificación presentada por los beneficiarios.

Someterse a las actuaciones de comprobación que respecto de la gestión de dichos fondos pueda efectuar la entidad concedente y a las de control financiero que realice la Intervención General de la Administración del Estado y a los procedimientos fiscalizadores del Tribunal de Cuentas.

En el caso de las Comunidades Autónomas, las actuaciones de comprobación de la gestión de dichos fondos y las de control financiero, se llevarán a cabo por los correspondientes órganos dependientes de las mismas.

Cuando la distribución y entrega de los mencionados fondos públicos a los beneficiarios se efectúe a través de las Comunidades Autónomas se suscribirán con éstas los correspondientes convenios donde se fijen los requisitos para la distribución y entrega de los fondos citados.

6. Las subvenciones a que se refiere la presente sección se otorgarán bajo los principios de publicidad, concurrencia y objetividad.

A tales efectos y por los Ministros correspondientes se establecerán, caso de no existir y previamente a la disposición de los créditos, las oportunas bases reguladoras de la concesión. Las citadas bases se aprobarán por Orden ministerial, previo informe de los servicios jurídicos correspondientes, serán objeto de publicación en el Boletín Oficial del Estado, y contendrán como mínimo los siguientes extremos:

Definición del objeto de la subvención.

Requisitos que deberán reunir los beneficiarios para la obtención de la subvención o ayuda y forma de acreditarlos. 

Las condiciones de solvencia y eficacia que hayan de reunir las personas jurídicas a las que se refiere el párrafo segundo del apartado cinco de este artículo. 

Plazo y forma de justificación por parte del beneficiario o de la entidad colaboradora, en su caso, del cumplimiento de la finalidad para la que se concedió la subvención y de la aplicación de los fondos percibidos. 

En el supuesto de contemplarse la posibilidad de efectuar anticipos de pago sobre la subvención concedida, la forma y cuantía de las garantías que, en su caso, habrán de aportar los beneficiarios. 

Las medidas de garantía en favor de los intereses públicos, que puedan considerarse precisas, así como la posibilidad, en los casos que expresamente se prevean, de revisión de subvenciones concedidas.

Forma de conceder la subvención.

Obligación del beneficiario a facilitar cuanta información le sea requerida por el Tribunal de Cuentas. 

No será necesaria publicidad cuando las ayudas o subvenciones tengan asignación nominativa en los Presupuestos Generales del Estado o su otorgamiento y cuantía resulten impuestos para la Administración en virtud de normas de rango legal. 

Asimismo, no será necesaria publicidad en el otorgamiento de las ayudas o subvenciones cuando se puedan crear al amparo del Real Decreto-ley 10/1996, de 17 de junio, sobre habilitación de nuevas formas de gestión del Instituto Nacional de la Salud. 

Los Departamentos Ministeriales y los Organismos autónomos efectuarán la evaluación de los objetivos a conseguir mediante la subvención, a través de las normas y procedimientos generales que se establezcan. 

Cuando la finalidad o naturaleza de la subvención así lo exija, su concesión se realizará por concurso. En este supuesto, la propuesta de concesión de subvenciones se realizará al órgano concedente por un órgano colegiado que tendrá la composición que se establece en las bases reguladoras de la subvención.

7. Los Ministerios, Organismos y Entidades a que se refiere el presente artículo publicaran trimestralmente en el Boletín Oficial del Estado las subvenciones concedidas en cada periodo con expresión del programa y crédito presupuestario al que se imputen, entidad beneficiaria, cantidad concedida y finalidad o finalidades de la subvención.

Los beneficiarios de las subvenciones habrán de acreditar previamente al cobro y en la forma que se determine por el Ministerio de Economía y Hacienda, que se encuentran al corriente de sus obligaciones tributarias y frente a la Seguridad Social.

8. Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para la concesión de la subvención, y en todo caso la obtención concurrente de subvenciones o ayudas otorgadas por otras Administraciones o Entes públicos o privados, nacionales o internacionales, podrá dar lugar a la modificación de la resolución de concesión. Esta circunstancia se deberá hacer constar en las correspondientes normas reguladoras de las subvenciones a que se alude en el número 6 anterior.

El importe de las subvenciones reguladas en la presente sección en ningún caso podrá ser de tal cuantía que, aisladamente, o en concurrencia con subvenciones o ayudas de otras Administraciones Públicas, o de otros Entes públicos o privados, nacionales o internacionales, supere el coste de la actividad a desarrollar por el beneficiario.

9. Procederá el reintegro de las cantidades percibidas y la exigencia del interés de demora desde el momento del pago de la subvención y en la cuantía fijada en el artículo 36 de esta Ley, en los siguientes casos:

Incumplimiento de la obligación de justificación.

Obtener la subvención sin reunir las condiciones requeridas para ello.

Incumplimiento de la finalidad para la que la subvención fue concedida.

Incumplimiento de las condiciones impuestas a las Entidades Colaboradoras y beneficiarios con motivo de la concesión de la subvención.

Igualmente, en el supuesto contemplado en el párrafo segundo del apartado anterior, procederá el reintegro del exceso obtenido sobre el coste de la actividad desarrollada.

10. Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de ingresos de Derecho público, resultando de aplicación para su cobranza lo previsto en los artículos 31 a 34 de esta Ley.

11. En lo relativo a las subvenciones y ayudas gestionadas por entes territoriales, podrán establecerse, mediante convenio con la administración del estado, órganos específicos para el seguimiento y evaluación de aquellas.

12. Cuando en el ejercicio de las funciones de inspección o control se deduzcan indicios de la incorrecta obtención, disfrute o destino de la subvención o ayuda percibida, los agentes encargados de su realización podrán acordar la retención de las facturas, documentos equivalentes o substitutivos y de cualquier otro documento relativo a las operaciones en las que tales indicios se manifiesten.



Artículo 82. 

1. Constituyen infracciones administrativas en materia de subvenciones y ayudas públicas, las siguientes conductas, cuando en ellas intervenga dolo, culpa o simple negligencia:

La obtención de una subvención o ayuda falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido o limitado.

La no aplicación de las cantidades recibidas a los fines para los que la subvención fue concedida, siempre que no se haya procedido a su devolución sin previo requerimiento.

El incumplimiento, por razones imputables al beneficiario, de las obligaciones asumidas como consecuencia de la concesión de la subvención.

La falta de justificación del empleo dado a los fondos recibidos.

2. Serán responsables de las infracciones los beneficiarios, o, en su caso, las entidades colaboradoras que realicen las conductas tipificadas.

3. Las infracciones se sancionaran mediante multa hasta el triple de la cantidad indebidamente obtenida, aplicada o no justificada.

Asimismo, la autoridad sancionadora competente podrá acordar la imposición de las sanciones siguientes:

Perdida, durante un plazo de hasta cinco años, de la posibilidad de obtener subvenciones públicas.

Prohibición, durante un plazo de hasta cinco años, para celebrar contratos con el estado u otros entes públicos.

La multa pecuniaria será independiente de la obligación de reintegro contemplada en el artículo anterior, y para su cobro resultaran igualmente de aplicación los artículos 31 a 34 de la presente Ley.

4. Las sanciones por las infracciones a que se refiere ese artículo se graduaran atendiendo en cada caso concreto a:

La buena o mala fe de los sujetos.

La comisión repetida de infracciones en materia de subvenciones y ayudas.

La resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora de la administración o a las actuaciones de control financiero contempladas en el artículo 18 de esta Ley.

5. Las sanciones serán acordadas e impuestas por los titulares de los Departamentos Ministeriales concedentes de la subvención. En el caso de subvenciones o ayudas concedidas por Organismos autónomos, las sanciones serán acordadas e impuestas por los titulares de los Departamentos Ministeriales a los que estuvieran adscritos.

La imposición de las sanciones se efectuara mediante expediente administrativo en el que, en todo caso, se dará audiencia al interesado antes de dictarse el acuerdo correspondiente, y que será tramitado conforme a lo dispuesto en el Capítulo II del Título VI de la Ley de Procedimiento Administrativo [�] .

El expediente podrá iniciarse de oficio, como consecuencia, en su caso, de la actuación investigadora desarrollada por el órgano concedente o por la entidad colaboradora, así como de las actuaciones de control financiero efectuadas de conformidad con el artículo 18 de la presente Ley.

Los acuerdos de imposición de sanciones podrán ser objeto de recurso en vía administrativa o ante la jurisdicción contencioso-administrativa, de conformidad con las correspondientes normas reguladoras.

Los titulares de los Departamentos Ministeriales competentes para imponer sanciones podrán acordar la condonación de las mismas cuando hubiere quedado suficientemente acreditado en el expediente la buena fe y la falta de lucro personal del responsable.

6. La acción para imponer las sanciones administrativas establecidas en este artículo prescribirá a los cinco años a contar desde el momento en que se cometió la respectiva infracción.

7. En los supuestos en que la conducta pudiera ser constitutiva del delito contra la Hacienda Pública, tipificado en el artículo 350 del Código Penal [�] , la Administración pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la Autoridad Judicial no dicte sentencia firme.

La pena impuesta por la Autoridad Judicial excluirá la imposición de sanción administrativa.

De no haberse estimado la existencia de delito, la administración continuará el expediente sancionador en base a los hechos que los tribunales hayan considerado probados.

8. Serán responsables subsidiariamente de la obligación de reintegro y de la sanción, en su caso, contemplada en este artículo, los administradores de las personas jurídicas que no realizasen los actos necesarios que fueren de su incumbencia para el cumplimiento de las obligaciones infringidas, adoptasen acuerdos que hicieran posibles los incumplimientos o consintieren el de quienes de ellos dependan.

Asimismo, serán responsables subsidiariamente, en todo caso, de las obligaciones de reintegro y sanciones pendientes de las personas jurídicas que hayan cesado en sus actividades los administradores de las mismas.

En el caso de Sociedades o Entidades disueltas y liquidadas, sus obligaciones de reintegro y sanciones pendientes se transmitirán a los socios o participes en el capital que responderán de ellas solidariamente y hasta el limite del valor de la cuota de liquidación que se les hubiere adjudicado.





Artículo 91. 

1. En los supuestos en que se estipulen convenios con el Estado que den lugar a regímenes especiales, tanto por las sociedades estatales como por las demás que reciben subvenciones con cargo a los Presupuestos del Estado, no dejarán de establecerse las correspondientes cláusulas sobre las siguientes materias:

Hipótesis macroeconómicas y sectoriales que sirvan de base al acuerdo.

Objetivos de la política de personal, rentabilidad, productividad o reestructuración técnica de la explotación económica, así como métodos de evaluación de aquellos.

Aportaciones del Estado en sus distintas modalidades.

Medios a emplear para adaptar los objetivos acordados a las variaciones habidas en el respectivo entorno económico.

Control por el Ministerio de Economía y Hacienda de la ejecución del convenio y posterior explotación económica.

2. El control a que se refiere el número 1 anterior no excluirá los que en cualquier caso correspondan a los respectivos departamentos u Organismos Autónomos en cuanto a las sociedades estatales o empresas que hayan suscrito el correspondiente convenio.

3. La suscripción del convenio a que se refieren los números anteriores no excluirá la elaboración y ejecución del presupuesto de explotación, regulado por el número 4 del artículo 87 de esta Ley.





Artículo 153. 

1. Los créditos existentes en los Presupuestos Generales del Estado para el cumplimiento de planes y programas conjuntos referidos a competencias de las Comunidades Autónomas, se consignarán en los artículos correspondientes de los Presupuestos Generales del Estado relativos a transferencias corrientes y de capital a Comunidades Autónomas.

2. Estos créditos se gestionarán de acuerdo con las siguientes reglas:

Primera.	En aquellos casos en que no sea posible la territorialización de dicho crédito en los propios Presupuestos Generales del Estado, antes del 15 de marzo del ejercicio en curso, la Conferencia Sectorial correspondiente acordará los criterios objetivos de distribución, así como la distribución resultante.

Segunda.	Los compromisos financieros para la Administración General de Estado, indicados en la regla anterior, serán formalizados mediante acuerdo del Consejo de Ministros.

Tercera.	En aquellos casos en que se estime necesario por las Administraciones representadas, simultáneamente la Conferencia Sectorial podrá aprobar la descripción de los objetivos y actividades propios del plan o programa conjunto.

Cuarta.	En los supuestos en que las Comunidades Autónomas aporten medios financieros y otro tipo de recursos propios, la colaboración requerida podrá articularse mediante la suscripción de los correspondientes convenios de colaboración.

Quinta.	Sin perjuicio de lo dispuesto en las reglas precedentes, se podrán establecer, en los casos en que ello resulte justificado, reservas generales de crédito no distribuido en el origen con el fin de cubrir necesidades o demandas imprevistas a lo largo de la ejecución del presupuesto.

Sexta.	Los créditos que corresponda gestionar a cada Comunidad Autónoma se le librarán y harán efectivos por cuartas partes en la segunda quincena natural de cada trimestre, sin que deba producirse más excepción a esta regla que la del pago correspondiente al primer trimestre, que se hará efectivo tan pronto se haya efectuado el reparto territorial de los créditos.

Cuando las subvenciones tengan por finalidad prestaciones de carácter personal y social se librarán a las Comunidades Autónomas por dozavas partes, al comienzo del mes.

Séptima. Los remanentes de fondos resultantes al finalizar cada ejercicio, que se encuentren en poder de las Comunidades Autónomas, seguirán manteniendo el destino específico para el que fueron transferidos y se utilizarán en el siguiente ejercicio como situación de Tesorería en el origen para la concesión de nuevas subvenciones.

Si la subvención a la que corresponda el remanente resulta suprimida, en el presupuesto del ejercicio siguiente se destinará aquél en primer lugar a hacer efectivas las obligaciones pendientes de pago al fin de ejercicio inmediatamente anterior y el sobrante que no estuviese comprometido se reintegrará al Estado.

Octava. Concluido el ejercicio económico, las Comunidades Autónomas deberán remitir al Departamento Ministerial correspondiente un estado comprensivo de las obligaciones reconocidas y los pagos realizados hasta el cierre del ejercicio económico, por la subvención o subvenciones gestionadas.

Novena. Las aportaciones del Estado al Plan Único de Obras y Servicios de Cataluña (P. U. O. S. C.) con cargo a las diferentes secciones del Programa de Cooperación Económica Local del Estado serán territorializadas anualmente en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado.



Artículo 154. 

Anticipos a las Comunidades Autónomas:

1. El Tesoro podrá efectuar anticipos a las Comunidades Autónomas a cuenta de los recursos que hayan de percibir de los Presupuestos Generales del Estado correspondientes a la cobertura financiera de los servicios transferidos, para que aquellas puedan hacer frente a desfases transitorios de tesorería como consecuencia de las diferencias de vencimiento de los pagos e ingresos derivados de la ejecución de su presupuesto.

2. Los anticipos deberán quedar reembolsados antes de finalizar el ejercicio económico en que se satisfagan, salvo si se concedieron a cuenta de la liquidación definitiva de la participación en los ingresos del Estado o del Fondo de Garantía del Modelo de Financiación, en cuyo caso se reembolsarán simultáneamente a la práctica de la liquidación de dichos mecanismos, en la que figurarán como asiento deudor.      [�]



�

ORDEN de 18 de abril de 1994, de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, sobre tramitación de reintegros.



La trarnitación de reintegros de pagos realizados indebidamente con cargo a los Presupuestos de la Comunidad Autónoma esta regulada actualmente por la Orden de 29 de diciembre de 1989 de la Consejería de Hacienda y por la Resolución de 9 de febrero de 1990, de la Dirección General de Presupuestos y Finanzas.



La necesidad de una nueva regulación tiene una doble justificación. Por un lado, el objetivo de solucionar todos los problemas que se producen y de lograr una mayor eficacia y de velar por la integridad del Tesoro Regional, mediante una regulación más completa. Por otro, su necesidad es ineludible tras la reciente modificación de la estructura de la Consejería de Hacienda y Administración Pública, a través del Decreto 37/1994, de 25 de marzo, al haberse atribuido la competencia de la gestión recaudatoria a la Dirección General de Tributos, hasta entonces atribuida a la Dirección General de Finanzas.



Esta nueva regulación parte de la distinción de dos fases claramente separadas en la gestión de los reintegros de los pagos indebidos. La primera fase se refiere a la gestión dirigida a declarar la existencia de un pago indebido, determinando su motivo y su cuantía, que corresponde realizarla al órgano gestor del gasto de que se trate.



Una vez firme la resolución declarativa de la existencia del pago indebido, el órgano gestor del gasto lo comunica a la Consejería de Hacienda y Administración Pública y comienza la segunda fase, encaminada a la realización de la gestión recaudatoria de su reintegro, tanto en vía voluntaria como ejecutiva, por ser dicha Consejería el órgano que tiene atribuida con exclusividad la gestión recaudatoria de los derechos de la Comunidad Autónoma, de conformidad con el art. 16.3 de la ley 3/1990, de 5 de abril, de Hacienda de la Región de Murcia. Aunque, excepcionalmente, en el caso de los reintegros por retribuciones indebidas, la gestión recaudatoria se realiza por el órgano gestor del gasto por delegación de la Consejería de Hacienda y Administración Pública.



En su virtud, de conformidad con el art. 9 g) de la Ley 3/90, de 5 de abril, de Hacienda de la Región de Murcia,



DISPONGO:



Artículo 1.� Ámbito de aplicación.

Esta disposición se aplicará a los pagos que se declaren indebidos y que tengan su origen en gastos efectuados con cargo al Presupuesto de la Comunidad Autónoma y a los Presupuestos de sus Organismos Autónomos de carácter administrativo y de Carácter comercial, industrial, financiero o análogo.



Los pagos indebidos que se produzcan en relación con los gastos efectuados con cargo al Presupuesto de las demás Entidades Públicas y Empresas Públicas Regionales se regiran por la legislación que les sea aplicable, salvo que se trate de gastos producidos en relaciones de derecho público, en cuyo caso le será de aplicación tambien la presente cuyo caso le será de aplicación tambien la presente Orden.



Artículo 2.� Declaración del pago indebido.

Los órganos gestores de los gastos realizados en aplicación de los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma mediante relaciones de derecho público serán los competentes para declarar la existencia de un pago indebido mediante resolución motivada, que deberá notificarse al interesado con indicación de los recursos que sean pertinentes.



La resolución declarativa de la existencia de un pago indebido es independiente del expediente sancionador que pudiera proceder incoar.



La citada resolución debe abstenerse de indicar plazos y forma de ingreso en periodo voluntario.





Artículo 3.� Liquidación del reintegro.

Una vez firme la resolución declarando la existencia de un pago indebido, el órgano que la hubiere dictado lo comunicará al Servicio de Recaudación de la Dirección General de Tributos, indicando la fecha del pago realizado indebidamente y el concepto presupuestario a que se aplica.



El Director General de Tributos dictará la resolución oportuna de reintegro, liquidando los intereses de demora que fueran procedentes, y la comunicará al interesado, con indicación del plazo de ingreso en periodo voluntario, forma de hacerlo, advertencia expresa de que, transcurrido dicho plazo, se iniciará la vía de apremio, e indicación de los recursos que procedan contra el acto recaudatorio únicamente, de conformidad con el Reglamento General de Recaudación, aprobado por el Real Decreto 1.684/1990, de 20 de diciembre.



En el caso de que el interesado, antes de ser requerido para el reintegro del pago indebido, hubiera ingresado su importe voluntariamente, únicamente procederá liquidar los intereses de demora que fueran procedentes, a cuyo efecto el Director General de Tributos dictará la pertinente resolución.



La liquidación se practicará de acuerdo con el modelo que se apruebe mediante Resolución por la Dirección General de Tributos.





Artículo 4.�Contabilización de los reintegros.

Las resoluciones que dicte el Director General de Tributos de liquidación de reintegros se comunicarán a la Intervención General para su adecuada contabilización, aplicándose al concepto de "reintegros del ejercicio corriente" si el pago indebido se realiza con cargo al presupuesto vigente, o al de "reintegros de ejercicios cerrados", si se realiza con cargo a presupuestos anteriores.





Artículo 5.�Comunicación al órgano gestor del gasto de los reintegros recaudados.

Semestralmente, la Dirección General de Tributos, a través del Servicio de Recaudación, comunicará los reinteros de pagos indebidos recaudados a los órganos gestores e los gastos que hubieran declarado su existencia.





Artículo 6.�Procedimiento especial en caso de pagos indebidos por cualquier concepto retributivo.

Los órganos gestores de los gastos de personal funcionario realizados en aplicación de los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma serán los competentes para declarar la existencia de un pago indebido por cualquier concepto retributivo y para su gestión recaudatoria, que se delega en dichos órganos por la Consejería de Hacienda y Administración Pública, la cual se realizará mediante compensación.



Los órganos gestores de los gastos de personal mencionados dictarán la oportuna resolución motivada, que se notificará al funcionario interesado, con indicación de los recursos y de la liquidación de los intereses de demora que fueran procedentes, previamente a su recaudación, que se realizará mediante compensación en la nómina del mes siguiente al de la notificación y, en su caso, en la de los meses sucesivos.



Dicha compensación se realizará de conformidad con los límites establecidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil para el embargo de sueldos y salarios, artículos 1.449, 1.451 y 1.452, salvo que el interesado solicite que se descuente la totalidad de la deuda en una sola nómina o que ingrese voluntariamente la totalidad de su importe.



La compensación se realizará siempre por el órgano gestor del programa de gasto a cuyo cargo se satisfagan las retribuciones correspondientes al puesto de trabajo al que esté destinado actualmente el funcionario afectado, a cuyo efecto dictará la resolución oportuna ordenando la compensación.



Cuando el órgano gestor del gasto de personal competente para declarar la existencia del pago indebido por cualquier concepto retributivo sea distinto del competente para realizar la compensación, aquél lo comunicará a éste simultánearnente con la notificación al funcionario afectado.



En todo caso, la reposición de créditos a que puedan dar lugar los reintegros por pagos indebidos por cualquier concepto retributivo tendrá lugar en el programa en que se hubieran producido aquéllos,





Disposición adicional

Los órganos gestores de los gastos de personal laboral realizados en aplicación de los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma, advertida la existencia de un pago indebido por cualquier concepto retributivo, dictarán la oportuna resolución y la comunicarán al interesado, con indicación de que se procederá a compensar su importe en la nómina del mes siguiente al de la notificación y, en su caso, en la de los meses sucesivos, la cual se realizará de conformidad con los límites establecidos en la Ley de Enjuiciamiento Civil para el embargo de sueldos y salarios, salvo que el interesado solicite que se descuente la totalidad de la deuda en una sola nómina o que ingrese voluntariamente la totalidad de su importe.



Lo dispuesto en los párrafos cuatro, cinco y seis del artículo 6 será también aplicable a los supuestos regulados en esta Disposición Adicional.







Disposición transitoria

Hasta tanto se apruebe el modelo de liquidación por la Dirección General de Tributos a que se refiere el último párrafo del artículo 3 de esta Orden, se utilizará el modelo general de liquidación actualmente aprobado.





Disposición derogatoria

Quedan derogadas la Orden de 29 de diciembre de 1989 de la Consejería de Hacienda sobre tramitación de reintegros, la Resolución de 9 de febrero de 1990, de la Dirección, General de Presupuestos y Finanzas, por la que se dictan instrucciones para la tramitación de reintegros, así como cualquier otra disposición de igual o inferior rango que se oponga a lo dispuesto en la presente Orden.





Disposición final



Se autoriza al Director General de Tributos a dictar las instrucciones precisas para la aplicación de la presente Orden.



En Murcia, a 18 de abril de 1994 .�El Consejero de Hacienda y Administración Pública, José Salvador Fuentes Zorita.



�REAL DECRETO núm. 2402/1985, de 18 de diciembre, por el que se regula el deber de expedir y entregar factura que incumbe a los empresarios y profesionales.



La correcta gestión de los distintos tributos exige que la Administración de la Hacienda Pública disponga de la adecuada información especialmente en lo referente a las transacciones económicas derivadas del desarrollo de actividades empresariales o profesionales. Asimismo, deben ser claros y precisos los documentos aportados por los contribuyentes para justificar los gastos minorados en la base imponible o las deducciones practicadas para determinar la cuota líquida.

 De ahí la importancia de que los empresarios y profesionales cumplan correctamente el deber de expedir factura por cada una de las operaciones que realicen sin que ello, por otra parte, deba perturbar el normal desarrollo de sus actividades económicas. Es cierto que la emisión de la factura tiene un significado peculiar y especialmente trascendente en el Impuesto sobre el Valor Añadido. En éste, la factura va a permitir el propio funcionamiento de la técnica impositiva que el tributo supone ya que a través de la factura o documento equivalente va a efectuarse la repercusión del impuesto y sólo la posesión de una factura en regla va a permitir, en su caso, al destinatario de la operación practicar la deducción de las cuotas soportadas. Ahora bien, este documento con significado mercantil y fiscal no sólo ha de ser regulado desde la perspectiva del Impuesto sobre el Valor Añadido, sino también respecto de la generalidad de nuestro sistema impositivo, sin perjuicio de las especialidades de aquel tributo.

 Se justifica así la regulación del deber de facturación desde una perspectiva más amplia. Ciertamente, el Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por el Real Decreto 2028/1985, de 30 de octubre, ha abordado ya la regulación de esta cuestión. Así ha sido necesario por razones de seguridad para el tráfico dada la anterior y urgente tramitación de dicho Reglamento. Sin embargo, es ahora ocasión de abordar este deber de colaboración genéricamente al amparo de lo previsto en la disposición adicional séptima de la Ley 10/1985, de 26 de abril, y sin alterar sustancialmente los criterios ya anunciados por el Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido.

 En su virtud, de acuerdo con el Consejo del Estado, a propuesta del Ministro de Economía y Hacienda y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 18 de diciembre de 1985, dispongo:



Artículo 1 (�)

Los empresarios o profesionales están obligados a expedir y entregar factura por las operaciones que realicen y a conservar copia o matriz de la misma, de acuerdo con la disposición adicional séptima de la Ley 10/1985, de 26 de abril , de modificación parcial de la Ley General Tributaria y el número 3.º del apartado uno del artículo 164 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre , del Impuesto sobre el Valor Añadido, en la forma establecida en el presente Real Decreto.



Artículo 2(�)

1. Los empresarios y profesionales están obligados a expedir y entregar factura por cada una de las operaciones que realicen y a conservar copia o matriz de la misma, incluso en los casos calificados como autoconsumo en el Impuesto sobre el Valor Añadido. Este deber incumbe incluso a los empresarios o profesionales acogidos al régimen de estimación objetiva en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

2. (�)Deberán ser objeto de facturación la totalidad de las entregas de bienes y prestaciones de servicios, realizadas por los empresarios o profesionales en el desarrollo de su actividad, con excepción de las siguientes operaciones:

a)	Las realizadas por sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido a los que sea de aplicación el régimen de recargo de equivalencia, salvo que dichas actividades tributen en régimen de estimación directa en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

b)	Las operaciones exentas del Impuesto sobre el Valor Añadido, en virtud de lo establecido en el artículo 20 de su Ley reguladora, salvo aquellas a que se refieren los números 2.º, 3.º, 4.º, 5.º, 15.º, 20.º, 21.º, 22.º, 24.º, 25.º y 27.º del apartado uno de dicho artículo.

c)	La utilización de autopistas de peaje.

d)	Las que, con referencia a sectores empresariales o profesionales o empresas determinadas, autorice el órgano competente de la Administración tributaria, con el fin de evitar perturbaciones en el desarrollo de las actividades económicas de los empresarios y profesionales.

e)	Las realizadas por sujetos pasivos del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas en el ejercicio de actividades que estuvieran en régimen de estimación objetiva.

f)	Las realizadas por sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido en el ejercicio de actividades que tributen en el régimen especial simplificado. No obstante, deberá expedirse factura por las transmisiones de los activos fijos a que se refiere el artículo 123, apartado uno, párrafo segundo, número 3.º, de la Ley reguladora del mencionado Impuesto».

.

3. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los empresarios o profesionales estarán obligados a expedir, en todo caso, una factura completa por las siguientes operaciones:

a)	Aquellas en las que el destinatario de la operación así lo exija para poder practicar las correspondientes minoraciones o deducciones en la base y en la cuota de aquellos tributos de los que sea sujeto pasivo.

b)	Las entregas de bienes destinados a otro Estado miembro comprendidas en el artículo 25, apartados uno, dos y tres, de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido.

c)	Las entregas de bienes expedidos o transportados fuera de la Comunidad a que se refiere el artículo 21, números 1.º y 2.º, de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido, excepto las realizadas por las tiendas libres de impuestos.

d)	Las entregas de bienes a personas jurídicas domiciliadas en otro Estado miembro que no actúen como empresarios o profesionales.

e)	(�)Aquellas cuyos destinatarios sean las Administraciones públicas a que se refiere el artículo 2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

4. No obstante lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, podrán incluirse en una sola factura las operaciones realizadas para un mismo destinatario en el plazo máximo de un mes natural.

A efectos de este Real Decreto, las operaciones se entenderán realizadas en la fecha en que se haya producido el devengo del Impuesto sobre el Valor Añadido para las mismas.»





Artículo 3 (�)

1.	Toda factura y sus copias o matrices contendrán, al menos, los siguientes datos o requisitos:

1.	Número y, en su caso, serie. La numeración de las facturas será correlativa. Podrán establecerse series diferentes, especialmente cuando existan diversos centros de facturación.

2.	Nombre y apellidos o denominación social, número de identificación fiscal atribuido por la Administración española o, en su caso, por la de otro Estado miembro de la Comunidad Económica Europea y domicilio, tanto del expedidor como del destinatario. Cuando se trate de no residentes, deberá indicarse la localización del establecimiento permanente.

Cuando el destinatario sea una persona física que no desarrolle actividades empresariales o profesionales bastará que, respecto a ella, consten su nombre y apellidos y su número de identificación fiscal.

3.	Descripción de la operación y su contraprestación total. Cuando la operación esté sujeta y no exenta en el Impuesto sobre el Valor Añadido, deberán consignarse en la factura todos los datos necesarios para la determinación de la base imponible, así como el tipo tributario y la cuota repercutida. Cuando la cuota se repercuta dentro del precio, se indicará únicamente el tipo tributario aplicado, o bien la expresión «IVA incluido», si así está autorizado. Si la factura comprende entregas de bienes o servicios sujetos a tipos impositivos diferentes en este impuesto, deberá diferenciarse la parte de la operación sujeta a cada tipo.

4.	Lugar y fecha de su emisión.

2.	Se deberá expedir y entregar factura por los pagos anteriores a la realización de la operación. En la correspondiente factura se hará indicación expresa de esta circunstancia.

3.	En las entregas de medios de transporte nuevos efectuadas por las personas a que se refiere el artículo 5, apartado uno, letra e), de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido, el sujeto pasivo deberá hacer constar en la factura, además de los datos y requisitos establecidos en el apartado 1 anterior, las características de los mismos, la fecha de su primera puesta en servicio y las distancias recorridas u horas de navegación realizadas hasta su entrega, de acuerdo con lo establecido en el artículo 13, número 2.º, de la Ley del Impuesto mencionado.

4.	(�)En las entregas de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección sujetas al régimen especial de esta denominación en el Impuesto sobre el Valor Añadido, en la factura deberá hacerse constar esta circunstancia.

5.	(�)Los empresarios o profesionales que realicen las entregas subsiguientes a las adquisiciones intracomunitarias a que se refiere el artículo 79, apartado 2, del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, deberán indicar expresamente en las facturas correspondientes a dichas entregas que se trata de una operación triangular de las contempladas en el artículo 26, apartado tres, de la Ley y consignar en ellas el número de identificación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido con el que realizan las referidas adquisiciones intracomunitarias y entregas subsiguientes, así como el número de identificación a efectos del mencionado impuesto suministrado por el destinatario de la entrega subsiguiente.



Artículo 4 (�)

1. Tratándose de operaciones realizadas para quienes no tengan la condición de empresarios o profesionales actuando en el desarrollo de la actividad, no será obligatoria la consignación en la factura de los datos de identificación del destinatario si se trata de operaciones cuya contraprestación no sea superior a 15.000 pesetas y en los demás casos que autorice el Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

2.	(�) En las operaciones que a continuación se describen, cuando su importe no exceda de 500.000 pesetas, las facturas podrán ser sustituidas por talonarios de vales numerados o, en su defecto, "tickets" expedidos por máquinas registradoras:

a)	Ventas al por menor, incluso las realizadas por fabricantes o elaboradores de los productos entregados.

A estos efectos, tendrán la consideración de ventas al por menor las entregas de bienes muebles corporales o semovientes cuando el destinatario de la operación no actúe como empresario o profesional, sino como consumidor final de aquéllos. No se reputarán ventas al por menor las que tengan por objeto bienes que por su naturaleza sean principalmente de utilización industrial.

b)	Ventas o servicios en ambulancia.

c)	Ventas o servicios a domicilio del consumidor.

d)	Transportes de personas y sus equipajes.

e)	Servicios de hostelería y restauración prestados por restaurantes, bares, cafeterías, horchaterías, chocolaterías y establecimientos similares.

f)	Suministro de bebidas o comidas para consumir en el acto, prestados por los establecimientos antes citados.

g)	Salas de baile y discotecas.

h)	Servicios telefónicos prestados mediante la utilización de cabinas telefónicas de uso público, así como mediante tarjetas magnéticas o electrónicas recargables que no permitan la identificación del portador. (�)

i)	Servicios de peluquerías e institutos de belleza.

j)	Utilización de instalaciones deportivas.

k)	Revelado de fotografías y estudios fotográficos.

l)	Servicios de aparcamiento y estacionamiento de vehículos.

m)	Servicios de videoclub.

n)	Las que autorice el Departamento de Gestión Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

3.	En la parte talonaria y en la matriz de los vales se harán constar, al menos, los siguientes datos o requisitos:

a)	Número y, en su caso, serie. La numeración será correlativa.

b)	Número de identificación fiscal del expedidor.

c)	Tipo impositivo aplicado o la expresión "IVA incluido".

d)	Contraprestación total.

4.	(�) Los talonarios de vales podrán ser sustituidos por "tickets" expedidos por cajas registradoras de ventas en las que consten los datos expresados en el apartado tres anterior, siendo obligatorio en tales casos conservar los rollos en que se anoten tales operaciones.



Artículo 5

1. Los empresarios y profesionales sólo podrán expedir un original de cada factura o documento sustitutivo.

2. No obstante, será admisible la expedición de ejemplares duplicados de los originales de las facturas o documentos sustitutivos en los siguientes casos:

a)	Cuando en una misma operación concurriesen varios destinatarios.

b)	En los supuestos de pérdida del original por cualquier causa.

En cada uno de los ejemplares duplicados deberá hacerse constar la expresión «duplicado»y la razón de su expedición.

3.	Los ejemplares duplicados a que se refiere el apartado segundo anterior tendrán la misma eficacia que los correspondientes documentos originales.

4.	En todas las copias de las facturas el expedidor hará constar expresamente su carácter de tal.



Artículo 6 (�)

Las facturas o documentos sustitutivos deberán ser emitidos en el mismo momento de realizarse la operación o bien, cuando el destinatario sea empresario o profesional, dentro del plazo de treinta días a partir de dicho momento o del último día del período a que se refiere el apartado cuarto del artículo 2.º de este Real Decreto. Las operaciones se entenderán realizadas según los criterios establecidos en el artículo 75 de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido para el devengo de dicho impuesto.

En todo caso, las facturas o documentos equivalentes correspondientes a operaciones intracomunitarias deberán emitirse antes del día 16 del mes siguiente a aquel en que termine el período de liquidación en que se hayan devengado las operaciones, según lo dispuesto en el artículo 76 de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido.

Toda factura o documento equivalente deberá ser remitido a su destinatario en el mismo momento de su expedición, o bien, cuando el destinatario sea empresario o profesional, dentro de los treinta días siguientes.



Artículo 7

Los empresarios y profesionales están obligados a conservar las copias de las facturas o documentos que las sustituyan, expedidas por ellos o por su cuenta durante el período de prescripción del derecho de la Administración para determinar las deudas tributarias afectadas por las operaciones correspondientes.

La obligación a que se refiere el párrafo anterior podrá sustituirse por la utilización de películas microfilmadas o soportes magnéticos que contengan todos los datos de dichos documentos.



Artículo 8

1.	Para la determinación de las bases o de las cuotas tributarias, tanto los gastos necesarios para la obtención de los ingresos como las deducciones practicadas, cuando estén originados por operaciones realizadas por empresarios o profesionales, deberán justificarse mediante factura completa, entregada por el empresario o profesional que haya realizado la correspondiente operación.

A los efectos previstos en este Real Decreto se entiende por factura completa la que reúna todos los datos y requisitos a que se refiere el apartado primero del artículo 3.º Los destinatarios de las operaciones tendrán derecho a exigir de los empresarios o profesionales la expedición y entrega de la correspondiente factura completa en los casos en que ésta deba emitirse con arreglo a derecho.

2.	Cuando los gastos imputados o las deducciones practicadas sean consecuencia de una entrega o servicio independiente realizado por quien no sea empresario o profesional, el destinatario de la operación deberá justificar aquéllos del siguiente modo:(�)

a)	Si el destinatario de la operación no es empresario ni profesional, mediante los medios de prueba admitidos en Derecho siempre que consten la identidad y domicilio de las partes, la naturaleza de la operación, el precio y condiciones para su pago y el lugar y la fecha de su realización.

b)	(�) Si el destinatario es empresario o profesional, mediante documento público o privado, si se trata de la adquisición de bienes inmuebles, y mediante una factura extendida por aquél al efecto en los demás casos. Esta factura deberá ir firmada por el transmitente o prestador del bien o servicio y contendrá los datos a que se refiere el apartado primero del artículo 3 de este Real Decreto, aludiendo a la contraprestación satisfecha. Cuando la operación quede afectada por el régimen especial de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección, la factura de compra se ajustará, en su caso, a lo que disponga la normativa relativa al Impuesto sobre el Valor Añadido.

3.	Tratándose de adquisiciones efectuadas a empresarios acogidos al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca, los gastos que aquéllas supongan o las deducciones que procedan habrán de justificarse mediante el recibo exigido por la normativa del Impuesto sobre el Valor Añadido a emitir por el destinatario de la operación. En el caso de adquisiciones de personas o entidades no establecidas en España servirá de justificante el documento que contenga, en su caso, la liquidación del Impuesto sobre el Valor Añadido. Cuando no proceda la expedición de los citados documentos, deberá justificarse la adquisición, en su caso, en los términos establecidos en el apartado anterior.

4.	Las facturas justificativas de los gastos imputados o las deducciones practicadas deberán conservarse durante el plazo de prescripción del derecho de la Administración para determinar las deudas tributarias afectadas por la operación correspondiente.

5.	La adquisición de valores mobiliarios podrá justificarse mediante el documento público extendido por el fedatario interviniente o el justificante bancario de la operación. La adquisición de activos financieros con rendimiento implícito se justificará en la forma prevista en el artículo 9.º del Real Decreto 2027/1985, de 23 de octubre, que desarrolla la Ley sobre Régimen Fiscal de determinados activos financieros.

6.	Los gastos motivados y las deducciones originadas por operaciones realizadas por entidades bancarias o crediticias podrán justificarse a través del documento, extracto o nota de cargo expedido por la entidad en el que consten los datos propios de una factura salvo su número y serie.

7.	El Centro de gestión y Cooperación Tributaria podrá autorizar para determinados empresarios o profesionales o sectores económicos, atendiendo a sus características específicas, que la factura completa sea sustituida por otro documento equivalente con los efectos previstos en este artículo.

La correspondiente resolución determinará los requisitos que ha de reunir dicho documento.

En este caso, para la determinación de las bases o de las cuotas tributarias afectadas, los destinatarios de las correspondientes operaciones sólo podrán exigir que se expida y se les entregue dicho documento equivalente.



Artículo 8.º bis (�)(�)



1.	(�)Los sujetos pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido a que se refieren los artículos 84, apartado uno, número 2.º, y 85 de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido deberán emitir un documento equivalente a la factura, que contenga la liquidación del Impuesto y los datos previstos en el artículo 3.º de este Real Decreto, el cual se unirá al justificante contable de cada operación. El mencionado documento tendrá los mismos efectos que la factura para el ejercicio del derecho a la deducción.

2.	Los sujetos pasivos que deban efectuar el reintegro de las compensaciones al adquirir los bienes o servicios de personas o entidades acogidas al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca, deberán emitir un recibo, equivalente a la factura, por cada operación, con los datos o requisitos establecidos por el artículo 49 del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido.

3.	Lo dispuesto en este Real Decreto con respecto a las facturas será igualmente exigible en relación con los recibos a que se refiere el apartado anterior.



Artículo 9

1.	Los empresarios y profesionales deberán rectificar las facturas o documentos equivalentes o sustitutivos de las mismas, emitidos por ellos en los casos en que las cuotas impositivas repercutidas se hubiesen determinado incorrectamente o se hayan producido las circunstancias que, según lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido, den lugar a la modificación de la base imponible, siempre que no hubiesen transcurrido cinco años a partir del momento en que se devengó el Impuesto correspondiente a la operación gravada o, en su caso, de la fecha en que se hayan producido las circunstancias a que se refiere el citado artículo 80.

	No podrán ser objeto de rectificación las cuotas impositivas en los supuestos previstos en el artículo 89, apartado tres de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido.

2.	Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 89 de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido la rectificación deberá efectuarse inmediatamente después de advertirse la circunstancia que la motiva.

3.	La rectificación deberá realizarse mediante la emisión de una nueva factura o documento en el que se hagan constar los datos identificativos de las facturas o documentos iniciales y la rectificación efectuada. Deberán establecerse series especiales de numeración para estas facturas de rectificación.

	No obstante, los empresarios y profesionales que, con posterioridad a la emisión de las correspondientes facturas o documentos, concediesen a sus clientes descuentos u otros beneficios, podrán emitir notas de abono numeradas correlativamente, en el caso de que dichos clientes no sean empresarios o profesionales ni hubiesen exigido la expedición inicialmente de una factura completa. Asimismo, tratándose de descuentos o bonificaciones por volumen de operaciones y en los demás casos que se autoricen por el Departamento de Gestión de la Agencia Estatal de Administración Tributaria no será necesaria la especificación de las facturas rectificadas bastando la simple determinación del período a que se refieran.



Artículo 9 bis (�)(�)



1.	Las facturas transmitidas por vía telemática a que se refiere el artículo 88, apartado dos, de la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido, tendrán la misma validez que las facturas originales.

	La información contenida en la factura emitida y recibida debe ser idéntica.

	La Administración tributaria podrá exigir en cualquier momento al empresario o profesional emisor o receptor su transformación en lenguaje legible, así como su emisión en soporte de papel.

2.	(�)Los empresarios o profesionales o sus agrupaciones, que deseen utilizar el sistema de facturación telemática, deberán solicitarlo a la Agencia Estatal de Administración Tributaria, indicando los elementos que permitan comprobar que el sistema de transmisión a distancia propuesto cumple las condiciones exigidas en este artículo.

	La Agencia Estatal resolverá sobre la solicitud en el plazo de los seis meses siguientes a su recepción, sin perjuicio del requerimiento de cuantos datos o nuevas informaciones resulten necesarios para la resolución del expediente, en cuyo caso se interrumpirá dicho plazo.

	Las modificaciones del sistema autorizado deberán comunicarse previamente a la Agencia Estatal, entendiéndose aceptadas si no se deniegan en el plazo de los seis meses siguientes.

	Durante la tramitación de la solicitud inicial o de la modificación del sistema, el Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la Agencia Estatal podrá realizar controles en el establecimiento del emisor, del receptor o del prestador del servicio de teletransmisión.

	Una vez autorizado el sistema, los interesados presentarán a la Administración tributaria una solicitud de autorización de su uso con una anticipación mínima de treinta días a su puesta en servicio.

3. (�)Las facturas deben conservarse con su contenido original y en el orden cronológico de su emisión por el empresario o profesional emisor y de su recepción por el empresario o profesional receptor, en los plazos y condiciones fijados por este Real Decreto. Sólo deberán conservarse en soporte papel, durante los plazos señalados, una lista secuencial de los mensajes emitidos y recibidos y de correcciones o anomalías eventuales.

4.	La Administración tributaria podrá comprobar en cualquier momento en los locales de los empresarios y profesionales autorizados, así como de los prestadores del servicio de teletransmisión que el sistema cumple las condiciones exigidas en la autorización, mediante las operaciones técnicas necesarias para constatar su fiabilidad.

	El resultado de la comprobación se recogerá en diligencias, haciéndose constar la conformidad del sistema o el incumplimiento de las condiciones exigidas.

	Sin perjuicio de la incoación del expediente sancionador que, en su caso, proceda, la negativa a permitir el acceso a los locales o la resistencia u obstrucción a la realización de los controles determinarán la caducidad automática de la autorización. El incumplimiento de las condiciones establecidas para el funcionamiento de los sistemas telemáticos, determinará la suspensión de la autorización, concediéndose al interesado un plazo de tres meses para que regularice la situación, produciéndose, en otro caso, la caducidad de la autorización del sistema de facturación telemática.

5.	Lo dispuesto en este artículo no será de aplicación hasta que el Ministro de Economía y Hacienda dicte las correspondientes normas de aplicación.»



Artículo 10.

Las controversias que puedan producirse en relación con la expedición, entrega o rectificación de facturas o de documentos sustitutivos o equivalentes, cuando estén motivadas por hechos o cuestiones de derecho de naturaleza tributaria, se considerarán asimismo de esta naturaleza a efectos de las pertinentes reclamaciones económico-administrativas.

 

Artículo 11.

Los documentos privados y, en particular, las facturas hechas para alterar lo pactado o que no reproduzcan lo establecido en una escritura pública, que haya surtido efectos frente a la Hacienda Pública, para la misma operación no servirán para justificar gastos o deducciones de mayor cuantía.

 

Artículo 12.

Constituye infracción simple el incumplimiento de los deberes tributarios exigidos en virtud de este Real Decreto, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 78 de la Ley General Tributaria, y sin perjuicio de lo establecido en la letra c) del artículo 79 de esta misma Ley o, en su caso, en el número 4.º, del apartado segundo, del artículo 170, apartado dos, número 3.º, de la Ley del Impuesto sobre el valor Añadido.



 DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-Lo dispuesto en este Real Decreto es independiente de los deberes de colaboración a que se refieren los artículos 111 y 112 de la Ley General Tributaria, así como de la aplicación en los procedimientos tributarios en supuestos distintos a los previstos en aquél de las normas sobre medios y valoración de prueba conforme el artículo 115 de la Ley General Tributaria.



Segunda.-Lo dispuesto en este Real Decreto ha de entenderse sin perjuicio de cuantos otros deberes sean además exigidos en cuanto a la expedición y entrega de factura por parte de los empresarios y profesionales en el ámbito mercantil, del régimen de sus actividades profesionales o a efectos de la defensa de los consumidores y usuarios.



Tercera.(�) Las referencias que el presente Real Decreto hace al Centro de Gestión y Cooperación Tributaria, deben entenderse hechas al Departamento de Gestión de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.



Cuarta.(�) En relación con las operaciones sujetas al Impuesto General Indirecto Canario, las referencias hechas al Impuesto sobre el Valor Añadido y al Centro de Gestión y Cooperación Tributaria deben entenderse hechas, respectivamente, al referido Impuesto General Indirecto Canario y a la Administración Tributaria Canaria.



Disposición adicional quinta.  (�)

Las entregas de energía eléctrica cuyas ofertas de venta y adquisición se hayan realizado a través del operador del mercado al que se refiere el artículo 33 de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, deberán ser documentadas mediante facturas expedidas por dicho operador en nombre y por cuenta de las entidades suministradoras de la energía, en las que deberán constar todos los datos enumerados en el apartado 1 del artículo 3º del presente Real Decreto, con excepción de los relativos a la identificación del destinatario de la operación, que serán sustituidos por los de identificación del operador de mercado. Dicho operador deberá conservar el original de la factura expedida y remitir la copia al suministrador.

 Asimismo, el operador del mercado deberá expedir una factura por los citados suministros efectuados a cada adquirente de la energía, en la que consten todos los datos indicados en el apartado 1 del citado artículo 3º, salvo los relativos a la identificación del expedidor, que serán sustituidos por los de identificación del operador de mercado. Dicho operador deberá conservar copia de tales facturas y remitir el original al destinatario de las mismas.

 Los documentos a que se refieren los dos párrafos anteriores que hayan de ser conservados por el operador del mercado tendrán la consideración de factura completa a efectos de lo dispuesto en el presente Real Decreto y quedarán a disposición de la Administración tributaria durante el plazo de prescripción para la realización de las comprobaciones que resulten necesarias en relación con los suministros reflejados en las correspondientes facturas.

 El operador del mercado deberá relacionar en su declaración anual de operaciones con terceras personas, en los términos previstos por el Real Decreto 2027/1995, de 22 de diciembre, las operaciones realizadas por los suministradores de energía eléctrica y por los adquirentes de la misma, que hayan sido documentadas con arreglo a lo indicado en los párrafos precedentes, indicando respecto de cada suministrador y de cada adquirente el importe total de las operaciones efectuadas durante el período a que se refiera la declaración, en la que se harán constar como compras las entregas de energía imputadas a cada suministrador y como ventas las adquisiciones de energía imputadas a cada adquirente.

 En todo caso, y respecto de las operaciones a que se refiere esta disposición adicional, el operador del mercado deberá prestar su colaboración a la Administración tributaria proporcionando cualquier dato, informe o antecedente con trascendencia tributaria para el correcto tratamiento de dichas operaciones.







DISPOSICION FINAL

El presente Real Decreto entrará en vigor el día 1 de enero de 1986 y se aplicará respecto de las operaciones que se realicen a partir de dicha fecha.

Se autoriza al Ministro de Economía y Hacienda para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la ejecución de este Real Decreto.

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en el presente Real Decreto y hayan sido promulgadas con anterioridad a la completa publicación de este Real Decreto en el «Boletín Oficial del Estado».



�ORDEN 22-3-1996 del MINISTERIO ECONOMIA Y HACIENDA (BOE 29-3-1996) por la que se dicta normas de aplicación del sistema de facturación telemática previsto en el artículo 88 de la Ley 37/1992, de 28-12-1992 , del Impuesto sobre el Valor Añadido, y desarrollado en el artículo 9 bis del Real Decreto 2402/1985, de 18-12-1985, introducido por Real Decreto 1624/1992, de 29-12-1992.



La Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, contempla en su artículo 88.Dos la posibilidad de que la emisión de facturas o documentos análogos, se efectúe por vía telemática, con los mismos efectos y trascendencia que se atribuyen a la tradicional facturación en soporte papel. Dicho artículo dispone que las condiciones y los requisitos se determinarán reglamentariamente. Al amparo de dicha remisión, el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre  dio redacción al artículo 9 bis del Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre, el cual ha sido modificado por el Real Decreto 80/1996, de 26 de enero.

 El apartado 5 del mencionado artículo 9 bis establece que lo dispuesto en el mismo no será de aplicación hasta que se dicten por el Ministro de Economía y Hacienda las correspondientes normas de aplicación. Al amparo de dicha autorización y a fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en ella, se dicta la presente Orden, que tiene por objeto adecuar el ordenamiento español en materia de facturación al ámbito comunitario, en el que la aceptación del sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos está generalizada.

En aras de minorar la presión fiscal indirecta del contribuyente, así como de facilitar todo aquello que redunde en beneficio de la economía nacional sin menoscabo de la gestión y control tributario, y en cumplimiento de lo dispuesto en el mencionado artículo 9 bis del Real Decreto 2402/1985, la presente Orden desarrolla el régimen jurídico aplicable a los sistemas de facturación por medios telemáticos, definiendo el marco jurídico de las obligaciones formales y materiales en todos los sujetos que intervienen en el mismo, sustituyendo las facturas en soporte papel por facturas electrónicas que deberán conservarse en soportes magnéticos u ópticos de acuerdo con las especificaciones contenidas en la presente Orden.

 Los principios que informan los sistemas de facturación telemática contemplados en la presente Orden son:

El interés general que supone la aprobación de un sistema de facturación por vía telemática.

Eficacia tanto en la gestión empresarial y profesional, como en el control administrativo.

Respeto absoluto al principio de integridad de los datos, debiendo conservarse íntegramente en los ficheros magnéticos y con el máximo nivel de detalle, la información contenida en las facturas.

Reconocimiento a todos los efectos fiscales del carácter de justificante de las facturas en soporte electrónico, siempre que cumplan los requisitos establecidos en la presente Orden.

Por otra parte, la necesidad de dotar de efectividad el principio de justicia tributaria recogido en el artículo 31 de la Constitución, plantea entre otras exigencias, la de dotar de la máxima eficacia posible la actuación de la inspección de los tributos. En este sentido, y dado el alto grado de implantación de los medios informáticos para la llevanza de la contabilidad es necesario, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento General de la Inspección de los Tributos, aprobado por Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, y de conformidad con la habilitación de la disposición final del mismo texto, dictar la disposición adicional contenida en la presente Orden, por la que se establece la obligación de conservar en soporte magnético u óptico determinados ficheros y documentos llevados por medios informáticos.



En su virtud, este Ministerio ha dispuesto:



Primero. Conceptos y definiciones.

Uno. Factura electrónica.-Se entenderá por factura electrónica un conjunto de registros lógicos, almacenados en soportes susceptibles de ser leídos por equipos electrónicos de procesamiento de datos, que documentan las operaciones empresariales o profesionales, con los requisitos exigidos en el Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre. En las líneas de las facturas electrónicas, que en todo caso deberán respetar los mencionados requisitos, podrán sustituirse las descripciones de los bienes o servicios que constituyan el objeto de las operaciones facturadas por sus correspondientes códigos estables.

Se entiende por códigos estables aquellos códigos alfanuméricos que identifican de forma única e inequívoca, entre otros, los bienes, servicios, lugares, personas, etcétera, cuya información se transmite a través de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos y que tienen un carácter de permanencia en su aplicación, y con idéntico significado para cualquier usuario del sistema. Las listas de códigos estables y la descripción de los mismos deberán constar en tablas históricas que puedan ser utilizadas automáticamente por los programas de los usuarios para el tratamiento de los ficheros producidos.

Dos. Sistemas de intercambio de facturación por medios telemáticos.-A los efectos de la presente Orden, se entenderá por sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos, aquel sistema en el que intervienen un promotor del mismo, uno o más centros servidores, los usuarios del sistema y, en su caso, los prestadores de servicios informáticos, con la finalidad de efectuar intercambios de facturas por medios electrónicos conforme a las especificaciones definidas por la presente Orden y la normativa que se dicte en desarrollo de la misma.

Los sistemas que operen con varios centros servidores deberán adoptar un único estándar de normas de intercambio electrónico de datos, de manera tal que se respeten íntegramente los formatos físicos y lógicos de los documentos intercambiados entre emisor y receptor. Asimismo, deberán especificarse los mecanismos de intercambio entre centros servidores que aseguren la continuidad del control definido en esta Orden.

Tres. Promotor de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.-Tendrán tal consideración los empresarios, profesionales, o sus agrupaciones, que sean titulares de la autorización de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos, conforme al artículo 9 bis, punto 2, del Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre.

Cuatro. Usuarios de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.-Se consideran como tales a los empresarios, profesionales o sus agrupaciones que sean autorizados a operar en cualquiera de los sistemas definidos en esta Orden, conforme al párrafo 5 del artículo 9 bis, punto 2, del Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre.

Cinco. Centro servidor de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.-Se entiende por tal el prestador del servicio de teletransmisión o asimilado que asegura la transparencia e integridad de los datos transmitidos entre usuarios o partícipes del mismo, al que se refiere el artículo 9 bis, punto 4, del Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre.

Seis. Prestador de Servicios Informáticos.-Se entiende por tal, a los efectos de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos, a los empresarios, profesionales o sus agrupaciones que desarrollen o comercialicen programas o equipos suministrados a uno de dichos sistemas.



Segundo. Ambito de aplicación.

Lo dispuesto en esta Orden será de aplicación en todo el territorio español, sin perjuicio de lo que se disponga en Convenios y Tratados internacionales.

Tanto el promotor como los usuarios de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos, deberán ser residentes en territorio español o actuar en el mismo mediante establecimiento permanente. No obstante, los usuarios podrán utilizar este sistema en relación con sus operaciones aunque el receptor de las mismas no sea residente en territorio español.

El centro servidor deberá tener el carácter de residente en territorio español, o actuar en el mismo mediante establecimiento permanente, debiendo estar ubicadas en dicho territorio las instalaciones que soporten físicamente los documentos electrónicos intercambiados, las aplicaciones informáticas y los estados de control correspondientes.





Tercero. Características técnicas de los soportes Informáticos.

Las características técnicas que deben cumplir los soportes informáticos para la conservación de datos relativos a las facturas electrónicas emitidas en los sistemas de intercambio de facturación por medios telemáticos, deberán ajustarse a lo dispuesto en el anexo I.



Cuarto. Procedimiento de autorización de la implantación o modificación de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.

Uno. Solicitud.-Los interesados en promover la implantación de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos, o la modificación de uno ya autorizado, deberán dirigir un escrito de solicitud al Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Dicha solicitud podrá ser presentada ante la Delegación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria que corresponda por razón del domicilio del promotor.

Dos. Documentación a aportar.-Deberá adjuntarse al escrito de solicitud una memoria detallada con el siguiente contenido mínimo:

a) Motivación de la solicitud, con especial referencia a las razones que aconsejan la implantación de un sistema de intercambio de facturación a través de medios telemáticos en el colectivo de contribuyentes afectado.

b) Estatutos que regulan las relaciones a establecer entre todos los participantes del sistema.

c) Estudio económico con estimación de las ventajas que la implantación del sistema representa.

d) Descripción general del sistema y de los estándares de intercambio propuestos.

e) Configuración física y lógica del sistema incluyendo:

Protocolos de comunicaciones.

Formatos o estructuras de ficheros a transmitir y conservar por los usuarios.

Análisis orgánicos y funcionales de los programas relacionados con la facturación electrónica con indicación de los lenguajes de programación utilizados.

Programas suministrados a los usuarios, fuentes y ejecutables por el promotor o los centros servidores.

Tablas completas de codificación de mensajes, incluidos los de error de las comunicaciones.

f) Descripción de las medidas de seguridad incorporadas en los centros servidores, así como de las fórmulas o mecanismos que aseguran la integridad y exactitud de la información transmitida.

g) Características técnicas y especificaciones en general de las opciones de entornos de usuarios aceptados por el promotor, tanto de equipos como de programas, así como los manuales de usuario y de explotación correspondientes.

h) Modelo de contrato de adhesión al sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos y sus anexos, que como mínimo deberá identificar a las partes contratantes, código de usuario, fecha de inicio de las operaciones, compromiso explícito por parte del promotor de haber comunicado las especificaciones jurídicas y técnicas autorizadas al sistema, así como de informar al usuario de cuantas modificaciones se produzcan y su reconocimiento y aceptación expresa por parte del usuario.

Asimismo, deberá definir de forma precisa la identificación temporal de los momentos de emisión y recepción, el cifrado, en su caso, normas de seguridad, de aceptación, y de tratamiento de excepciones, entre otras la repudiación, la modificación y la anulación de documentos.

i) Acreditación del cumplimiento de los requisitos y condiciones exigidos por la Ley 31/1987, de 18 de diciembre, de Ordenación de las Telecomunicaciones, modificada por la Ley 32/1992, de 3 de diciembre.

j) Identificación de los centros servidores del sistema.

A petición de la Inspección de los Tributos, se aportará cualquier otro tipo de información y documentación adicional necesaria para la resolución del expediente.

Tres. Modificación de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.-Cualquier alteración en las especificaciones técnicas de un sistema así como los supuestos de sucesión, fusión, absorción o transformación del promotor, o cualquier otra variación que implique cambio en la titularidad de la actividad del mismo, se considerarán modificaciones y deberán ser autorizadas siguiendo el procedimiento establecido en este apartado.

Cuatro. Resolución de las solicitudes de autorización de la implantación o de modificación de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.-Previamente a la concesión de la autorización, podrán realizarse, tanto en el establecimiento del emisor como en el del receptor o en el de los prestadores del servicio de teletransmisión, los controles pertinentes conforme a lo dispuesto en el párrafo 4 del artículo 9 bis, punto 2, del Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre.

El Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria resolverá de forma expresa, en el plazo de seis meses, las solicitudes de autorización y modificación. El mencionado plazo se interrumpirá por el requerimiento al promotor de cuantos datos o nuevas informaciones resulten necesarias para la resolución del expediente.

La solicitud de modificaciones de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos se entenderá aceptada si no se deniega en el plazo de seis meses.

Las resoluciones dictadas por el Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria serán reclamables en vía económico-administrativa, previo recurso de reposición, si el interesado decidiera interponerlo.

Serán causas de denegación de la autorización el incumplimiento de cualquiera de las disposiciones establecidas en el Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre, en esta Orden, y en las Resoluciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria que la desarrollen y, en particular:

a) La falta de colaboración con la Inspección de los Tributos respecto a la comprobación del cumplimiento de los requisitos fijados para el establecimiento del sistema.

b) La carencia de medidas de seguridad suficientes que permitan garantizar la existencia, exactitud e integridad de las comunicaciones y su correcta transmisión, o en caso contrario, la conservación adecuada de los mensajes de error conformes a esta Orden.

c) La inexistencia de programas y ficheros de datos necesarios que permitan la reconstrucción completa del camino de auditoría del sistema.

d) La falta de procedimientos y controles que aseguren la conservación del contenido original, y en el orden cronológico, de la información que está obligado a tener a disposición de la Administración Tributaria durante el período de prescripción.

Cinco. Registro de las autorizaciones de Sistema de Intercambio de Facturación por Medios Telemáticos.-El Departamento de Inspección Financiera y Tributaria llevará un Registro con el debido detalle de las autorizaciones de implantación, así como de sus modificaciones.

Las modificaciones debidamente autorizadas surtirán los efectos en todos los usuarios o partícipes sin que sea preciso solicitar modificación por los mismos de forma individualizada. A estos efectos, deberán ser notificados por los promotores del sistema de las referidas modificaciones.



Quinto. Procedimiento de autorización a usuarios de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.

Uno. Solicitud.-Los empresarios o profesionales o sus agrupaciones que deseen operar como usuarios de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos, deberán dirigir una solicitud de autorización al Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria, con una anticipación mínima de treinta días a su puesta en servicio.

La solicitud se acompañará de una copia legitimada del contrato de adhesión al sistema de intercambio correspondiente. En el supuesto de que el sistema dispusiera de varias opciones de conexión al mismo, deberá hacerse mención expresa de la opción elegida. Se efectuarán tantas solicitudes como sistemas a los que se desee adherirse.

Es requisito previo al inicio de este procedimiento, que el sistema de facturación al que se solicita la incorporación haya sido autorizado con anterioridad.

Dos. Resolución de las solicitudes de autorización de usuarios de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.-El Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria resolverá sobre las solicitudes de autorización recibidas, en el plazo de un mes desde su recepción, sin perjuicio del requerimiento al usuario de cuantos datos o nuevas informaciones resulten necesarias para la resolución del expediente de autorización, en cuyo caso se interrumpirá dicho plazo.

 

Transcurridos los plazos señalados anteriormente sin mediar resolución expresa del Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria, se entenderá concedida la autorización.

Las relaciones de usuarios autorizados se comunicarán al promotor, que las pondrá en conocimiento de los centros servidores, al objeto de que procedan a la conservación de los datos de control conforme a lo dispuesto en esta Orden.

Las resoluciones dictadas por el Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria serán reclamables en vía económico-administrativa, previo el recurso de reposición, si el interesado decidiera interponerlo.

Será causa de denegación de la autorización el incumplimiento de cualquiera de las disposiciones establecidas en el Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre, en esta Orden, y en las Resoluciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria que la desarrollen, y en particular:

a) La falta de aportación de la información solicitada.

b) La falta de colaboración con la Inspección de los Tributos respecto a la comprobación del cumplimiento de los requisitos fijados para el establecimiento del sistema.

c) El incumplimiento de los requisitos derivados de las especificaciones jurídicas y técnicas contenidas en el expediente de autorización del sistema al que solicita su adhesión.

d) La falta de procedimientos y controles que aseguren la conservación del contenido original y, en el orden cronológico, de la información que está obligado a tener a disposición de la Administración Tributaria durante el período de prescripción. Así como la inexistencia de programas y ficheros de datos necesarios que permitan la reconstrucción completa del camino de auditoría del usuario.

Tres. Registro de las autorizaciones de usuaé rios.-El Departamento de Inspección Financiera y Tributaria llevará un registro con el debido detalle de las autorizaciones concedidas.



Sexto. Obligaciones del promotor de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.

Uno. Obligaciones.-El promotor es responsable de la adopción de los controles suficientes para asegurar el cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos en esta Orden, en las resoluciones de la Agencia Estatal de Administración Tributaria que se dicten en desarrollo de la misma, así como en el expediente de autorización, y, asimismo, estará obligado a:

a) Facilitar a la Inspección de los Tributos el acceso a sus instalaciones y a proporcionar todo tipo de datos, antecedentes y justificantes, incluidos los registrados en soportes electrónicos, y permitir la obtención de copias y la realización de las pruebas necesarias para verificar si el sistema ajusta sus especificaciones a los requerimientos administrativos. Asimismo, deberá facilitar los documentos y pruebas de auditoría informática que, en su caso, se realicen sobre el sistema por auditores externos.

b) Conservar, durante el período de prescripción del derecho de la Administración para determinar las deudas tributarias afectadas por las operaciones correspondientes, un fichero histórico de los usuarios del sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos gestionado con indicación de su fecha de alta y baja, en su caso, así como razón social, número de identificación fiscal y código interno de usuario. Copia de este fichero será presentada ante el Departamento de Inspección Financiera y Tributaria con carácter anual durante el mes de enero de cada año.

c) Disponer, en los centros servidores, de los debidos procedimientos y controles que aseguren la conservación del contenido original, en orden cronológico, de la información que está obligado a tener a disposición de la Administración Tributaria durante el período de prescripción.

d) Conservar durante el mismo período un diario por el método de partida doble de la actividad de cada centro servidor, en el que figuren debidamente saldadas, a nivel de cada transmisión, las facturas recibidas con las imputaciones realizadas en la recepción, y las facturas transmitidas con sus respectivos orígenes en la emisión de cada centro servidor. Los asientos incorporarán como referencia obligatoria, un número interno y seriado de operación.

El contenido del diario mencionado en el párrafo anterior se conservará en soporte magnético u óptico, con las características que se desarrollan en el anexo II de la presente Orden.

e) En los supuestos de intercambio de facturas electrónicas con mediación de más de un centro servidor, será obligatoria la información relativa al código de centro servidor interlocutor de origen o destino de la información en el diario antes mencionado.

f) El promotor deberá conservar separadamente, durante el período de prescripción, el diario histórico de los mensajes de incidencias que se produzcan, que contendrá información suficiente que permita identificar a los usuarios afectados, día y hora de la transmisión e identificación de la incidencia ocurrida, así como del documento en el que se originó.

En los casos de incidencias o anomalías en la transmisión, se realizarán los asientos de ajustes que procedan conforme al diario histórico de mensajes de incidencia

g) Notificar a los usuarios del sistema todas las modificaciones debidamente autorizadas, así como los supuestos de suspensión o caducidad

h) Comunicar al Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria los casos de cese y cualquier cambio en la titularidad de la actividad por el promotor. La comunicación deberá efectuarse mediante un escrito dirigido al Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria, haciendo constar las circunstancias de dicho cese o cambio, la fecha del mismo y, en su caso, la identificación de la persona o entidad que vaya a sucederle en la actividad del promotor. Dicho escrito deberá presentarse en el plazo máximo de los treinta días naturales siguientes a la fecha del cese.

Dos. Responsabilidad en el caso de centros servidores ajenos al promotor.-En el caso de que los centros servidores del sistema sean ajenos al promotor, las obligaciones anteriores también serán exigibles a los mismos.



Séptimo. Obligaciones del usuario de un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.

Cualquier usuario autorizado a operar en un sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos estará obligado a:

a) Conservar de forma adecuada, en soporte magnético u óptico y en el mismo orden de transmisión o recepción, e íntegramente, los ficheros de facturas transmitidos y recibidos.

Los ficheros aludidos deberán contener la información con el detalle recogido en el concepto de factura electrónica y con el desglose exigido por el Real Decreto 2402/1985, de 18 de diciembre, y deberán conservarse de forma separada del resto de los demás documentos transmitidos o recibidos telemáticamente, cuya conservación viene genéricamente recogida por el artículo 30 del Código de Comercio.

Las facturas emitidas e intercambiadas a través del sistema desarrollado en esta Orden, podrán figurar en serie distinta de aquellas que existan para las facturas ordinarias emitidas en soporte papel.

b) Adoptar las medidas de seguridad necesarias, tales como doble copia, regrabación periódica, o cualquier otra que, técnicamente, permita garantizar la lectura y recuperación de los datos que deba conservar durante el período de prescripción al objeto de facilitar su visualización en pantalla, su impresión en soporte papel o copia en soporte magnético a petición de la Inspección de los Tributos.

Los soportes aludidos deberán respetar las características reguladas en el anexo I de la presente Orden.

c) Conservar un listado recapitulativo en soporte magnético u óptico y en papel, por cada transmisión efectuada o recibida, opcionalmente, podrán integrarse en un listado resumen diario todas las trasmisiones efectuadas en el mismo día, conservando el orden de transmisión, con carácter secuencial y con la estructura que se define en el anexo III.

Los listados recapitulativos se conservarán en orden cronológico, con la debida separación de facturas emitidas y facturas recibidas, generando dos libros, para cuya llevanza se estará a lo dispuesto en los artículos 62 y siguientes del Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido, aprobado por Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre. Esta obligación se entiende sin perjuicio de la de anotar simultáneamente en el Libro-Registro correspondiente el resto de la facturación emitida y recibida.

d) El usuario que asigne códigos estables deberá realizar la correcta descripción de los mismos, de forma que permita su identificación biunívoca e inequívoca.

Todos los usuarios del sistema deberán asegurarse de la exactitud y estabilidad de las descripciones de los códigos utilizados, así como conservar las tablas históricas de los mismos durante el período de prescripción.

e) Facilitar a la Inspección de los Tributos el acceso a sus instalaciones, la realización de las pruebas que se estimen necesarias y la obtención de copias de los datos en papel o soporte magnético u óptico, de todos o parte de los ficheros originales, incluidas las tablas de códigos estables. Igualmente deberá ordenar cualquier proceso informático que le sea requerido sobre los mencionados ficheros y cuantos documentos sean necesarios, al objeto de facilitar el control del sistema y la propia situación fiscal del contribuyente inspeccionado.

f) A petición expresa de cualquier cliente o parte interesada, imprimir las facturas que le sean solicitadas en soporte papel.



Octavo. Obligaciones de los prestadores de servicios informáticos. 

Los prestadores de servicios informáticos estarán obligados a colaborar con la Inspección de los Tributos en la realización de los controles fiscales sobre promotores, centros servidores o usuarios de cualquiera de los sistemas de intercambio de facturación por medios telemáticos autorizados, debiendo aportar a requerimiento de ésta cuanta información sea precisa incluyendo documentación de análisis, copias de programas fuentes y ejecutables, a los solos efectos de la función inspectora y de control del sistema.

Los programas informáticos que realicen la generación de las facturas electrónicas, los que gestionen las comunicaciones entre sistemas y los que realicen su consulta, impresión y visualización, deberán respetar íntegramente el contenido de los ficheros conforme a las especificaciones del sistema al cual se destinen y generar los estados que se definen en soporte papel.



Noveno. Procedimiento de control y revisión.

Además del control administrativo previsto en las autorizaciones de los sistemas de intercambio de facturación por medios telemáticos, el Departamento de Inspección Financiera y Tributaria elaborará un plan anual de actuaciones que permitan efectuar un seguimiento del buen funcionamiento de los sistemas de facturación autorizados.

 En la ejecución de dicho Plan se podrá actuar en cualquiera de los locales de los sujetos integrantes de los sistemas de intercambio y recabar cuanta información y documentación se precise para el control de los mismos, inclusive la obtención de copias de datos y aplicaciones y documentación complementaria.

 Se podrán adoptar las medidas cautelares que se estimen precisas al objeto de garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en esta Orden y, en especial, en los supuestos de cese o cambio de titularidad en la actividad.

 Las actuaciones realizadas se recogerán en diligencias dándose traslado de copia de las mismas a los órganos inspectores que correspondan.

 En los supuestos de caducidad o suspensión a que se refiere el apartado 4 del artículo 9 bis del Real Decreto 2402/1985, es competente el Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la Agencia Estatal de Administración Tributaria para adoptar el acuerdo motivado.



 Disposición adicional.

Los empresarios, profesionales o sus agrupaciones que lleven por medios informáticos sus libros, facturación o registros fiscalmente exigibles, deberán conservar en soporte magnético u óptico, durante el período de prescripción, además, los ficheros y documentos siguientes:

a) Ficheros de datos, tanto históricos como maestros generados por sus aplicaciones informáticas y de los que se deriven los libros a diligenciar.

b) Ficheros de los programas fuentes, con los cuales se procesan los ficheros de datos anteriores.

c) Todos aquellos ficheros, programas y documentación necesarios que permitan la reconstrucción total del camino de auditoría informática del sistema de información del contribuyente u obligado tributario.

En los supuestos en los que el desarrollo y mantenimiento del sistema informático se haya efectuado por un prestador de servicios informáticos externo, el obligado tributario deberá adoptar las medidas necesarias que garanticen la colaboración de dicho prestador, para atender las pruebas auditoras referidas en el párrafo anterior.

Disposición final.

Se autoriza al Presidente de la Agencia Estatal de Administración Tributaria para dictar cuantas Resoluciones sean necesarias para la aplicación de esta Orden.



ANEXO I



Características técnicas que deben cumplir los soportes informáticos, para la conservación de datos relativos a las facturas electrónicas emitidas en los sistemas de intercambio de facturación por medios telemáticos

 

Los ficheros generados o recibidos por los promotores, usuarios y centros servidores, en su caso, que intervienen en un sistema de facturación por medios telemáticos definidos por la Orden Ministerial y que deban ser conservados, se ajustarán a las siguientes características técnicas:

a) Cinta magnética:

 Pistas: 9.

 Densidad: 1.600 ó 6.250 BPI.

 Código: EBCDIC o ASCII en mayúsculas con campos numéricos no empaquetados, sin caracteres de control o tabulación.

 Etiquetas: Sin etiquetas.

 Marcas: Sin marca en principio de cinta y con marca de fin de fichero y fin de cinta.

b) Disquetes:

 De 3 1/2" doble cara. Doble densidad. 720 KB. Sistema operativo MS-DOS.

 De 3 1/2" doble cara. Alta densidad. 1,44 MB. Sistema operativo MS-DOS.

 Código ASCII en mayúsculas, con campos numéricos no empaquetados, con terminadores de registro, hexadecimal OD OA, y sin otros caracteres de control o tabulación.

 Los campos numéricos deberán estar justificados por la derecha y los alfanuméricos por la izquierda.

 El soporte magnético deberá tener una etiqueta adherida en el exterior en la que se harán constar los datos que se especifican a continuación y necesariamente, por el mismo orden:

 1) NIF del emisor o receptor del fichero según corresponda.

 2) Apellidos y nombre o razón social.

 3) Nombre de los ficheros contenidos en el soporte.

 4) Número total de registros que contiene el soporte.

 5) Densidad del soporte: 1.600 ó 6.250 BPI para el caso de cintas, y 720 KB o 1,44 MB en el caso de los disquetes de 3 1/2".

 En el supuesto de que el archivo conste de más de un soporte magnético, todos llevarán su etiqueta numerada secuencialmente. 1/n, 2/n, ... n/n, siendo n el número total de soportes. En la etiqueta del segundo y sucesivos soportes sólo será necesario consignar los datos indicados en los números uno, dos y tres anteriores.

c) Otros soportes legibles por medios electrónicos: Si las características de los equipos no permiten ajustarse a las especificaciones técnicas exigidas, deberán dirigirse por escrito al Director del Departamento de Inspección Financiera y Tributaria, exponiendo sus propias características técnicas con objeto de encontrar, si hubiera, un sistema compatible con las características técnicas de los equipos de la Agencia Estatal de Administración Tributaria.



ANEXO II



 Contenido del diario a conservar en soporte magnético u óptico por el promotor

 

En la partida:

 Número interno seriado de operación, tomando el número 1 la primera comunicación del año, sin rupturas.

 Identificación del tipo de comunicación, si se trata de recepción o emisión ordinaria o de autofacturación.

 Código de centro servidor interlocutor.

 Código de usuario emisor o receptor.

 Número de comunicación, seriado para cada usuario tomando el número 1 la primera comunicación del año, sin rupturas. Este número lo proporcionará el sistema de control del centro servidor.

 Fecha y hora de inicio de la transmisión.

 Tiempo de la transmisión.

 Bytes transmitidos.

 Número de facturas transmitidas.

 Código de conformidad de la transmisión.

 En las contrapartidas:

 Referencia que contendrá el número interno de la partida de origen de la imputación.

 Código de centro servidor interlocutor.

 Código de usuario imputado, receptor o emisor.

 Número de facturas imputadas.

 ANEXO III



 Estructura del listado resumen a conservar por los usuarios

 

 Cabecera de listado:

 Versión y opción del sistema de intercambio de facturación por medios telemáticos.

 Fecha de la transmisión.

 Líneas del listado, una por factura:

 Número de la comunicación.

 Hora de inicio de la transmisión de datos.

 Número de factura.

 Fecha de factura.

 Código del centro servidor interlocutor.

 Código del emisor o destinatario de la factura según proceda.

 Número de líneas de la factura.

 Importe bruto de la factura.

 Minoraciones del importe bruto.

 Incrementos del importe bruto.

 Subvenciones vinculadas al precio.

 Bases imponibles.

 Cuotas resultantes.

 Importe íntegro de la factura.

 Pie del listado: Contendrá los totales de los campos numéricos que componen las líneas del listado.
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��

Clarificación de los criterios de subvencionabilidad de los gastos en el sector de los Fondos Estructurales (SEM 2000)

Introducción

La Comisión Europea ha adoptado el día 16 de abril de 1997 una propuesta de D. Anita Gradin  -miembro de la Comisión responsable de Control Financiero - cuya finalidad es aclara qué tipos de gastos pueden ser cofinanciados por el presupuesto de los Fondos Estructurales de la Unión Europea (UE). La Decisión incluye directrices detalladas respecto de una serie de ámbitos que han resultado ser los más problemáticos a la hora de decidir si un tipo determinado de gasto puede ser financiado. Así pues, se han despejado las dudas existentes, ya que tanto la Comisión como los Estados miembros aprueban tales directrices. La Decisión adoptada constituye también una respuesta al Tribunal de Cuentas, que había solicitado que se establecieran criterios de subvencionabilidad claros y coherentes.

En palabras de la Sra. Gradin, "la Decisión es un paso decisivo hacia una mejor gestión financiera de la UE. Una de mis prioridades como Comisaria responsable de control financiero ha sido introducir cambios en el sistema de gestión financiera".

Asimismo, la Sra. Gradin ha señalado que "la falta de directrices financieras claras para la gestión de los Fondos Estructurales ha sido una de las principales preocupaciones de la Comisión y los Estados miembros. La Comisión acaba de elaborar y adoptar una serie de directrices referentes a más de veinte ámbitos problemáticos tales como la compra de terrenos y propiedades inmobiliarias, los gastos financieros y bancarios, el arrendamiento con opción de compra y la legalidad de los compromisos a escala nacional".

La mencionada Decisión se ha adoptado en el contexto de SEM 2000. La tercera fase del programa se inició en noviembre de 1995 y tenía por objeto mejorar la cooperación con los Estados miembros. Dentro de esa fase también se creó un nuevo grupo de representantes personales de los Ministros de Finanzas y Presupuestos, bajo la presidencia de los Comisarios Gradin y Liikanen. Dicho grupo ha estudiado, entre otras cosas, las nuevas directrices. Se ha consultado oficialmente a los Estados miembros, quienes han apoyado plenamente la Decisión.

Los Fondos Estructurales que  participan en la financiación de programas de  desarrollo económico y social de los Estados miembros de la Unión Europea, no pueden, sin embargo, financiar todos los tipos de gastos necesarios para la realización de dichos programas. En efecto, sus normas contemplan ámbitos de intervención concretos, que son los únicos que pueden disfrutar de la  financiación comunitaria.  



Las 22 fichas que se incluyen en este documento corresponden a los ámbitos que han resultado  ser, hasta el momento, los más problemáticos desde el punto de vista de la subvencionabilidad de  los gastos de los Fondos estructurales. En ellas se recogen las disposiciones vigentes y se ofrecen nuevas recomendaciones que deberían permitir que se aclarasen los criterios de  subvencionabilidad. Estas fichas, elaboradas de acuerdo con los Estados miembros, deberían mejorar la colaboración con éstos eliminando una gran parte de las fuentes de incertidumbre con que se han encontrado los gestores al aplicar estos programas. 



Desde el 1 de mayo de 19971 las fichas forman parte de los marcos comunitarios de apoyo, de los documentos únicos de programación y de los programas de iniciativas comunitarias. Los Fondos  estructurales, que desarrollo económico y social de pueden, sin embargo, financiar realización de dichos programas.

�Ficha Nº1 

Ficha nº 1: CONCEPTO DE "BENEFICIARIO FINAL" DE LAS INTERVENCIONES ��

Regla general:

“Los beneficiarios finales”son:

	�	los organismos o las empresas públicas o privadas que se ocupan de encargar la ejecución de las obras (promotores);

	�	para los regímenes de ayuda y las concesiones de ayudas efectuadas por organismos designados por los Estados miembros, los organismos que conceden las ayudas. 



Los organismos en cuestión deberán proceder a la recogida de toda la información financiera necesaria (recopilación de las facturas pagadas o documentos contables de valor probatorio equivalente).

( punto 6 de las disposiciones de ejecución financiera ).



Los beneficiarios finales o con categoría de beneficiarios finales con arreglo a los reglamentos y al punto 6 de las disposiciones de ejecución financiera deberán determinarse para cada medida o, en su caso, submedida, en todos los documentos de programación que se sometan a la decisión y aprobación de la Comisión

Particularidades:

�SEQ level0 \h \r0 ��SEQ level1 \h \r0 ��SEQ level2 \h \r0 ��SEQ level3 \h \r0 ��SEQ level4 \h \r0 ��SEQ level5 \h \r0 ��SEQ level6 \h \r0 ��SEQ level7 \h \r0 �1.		Medidas que implican la concesión de importes individuales de poca cuantía a un gran número de pequeños proyectos privados 

	1.1 Por razones prácticas de aplicación operativa, cuando la intervención implica la concesión de importes poco elevados a un gran número de pequeños proyectos privados individuales (no incluidos en un régimen de ayudas), el concepto de beneficiario final se aplica al último organismo responsable del pago de los fondos a estos proyectos.

	 Por ejemplo:

	�SEQ level0 \h \r0 ��SEQ level1 \h \r0 ��SEQ level2 \h \r0 ��SEQ level3 \h \r0 ��SEQ level4 \h \r0 ��SEQ level5 \h \r0 ��SEQ level6 \h \r0 ��SEQ level7 \h \r0 �	Sección de Orientación del FEOGA: acciones cofinanciadas con arreglo a los Reglamentos nos 866/90 y 867/90 y similares;	 

		 IFOP: acciones cofinanciadas de conformidad con el Reglamento nº 3699/93 y similares a  las cofinanciadas con arreglo al Reglamento nº 866/90. 



.../...���Ficha Nº1  (p.2)

1.2	En el caso particular de la iniciativa comunitaria LEADER, se considera que los beneficiarios finales son los grupos de acción local (GAL) en lugar de los ejecutores de los proyectos cofinanciados, por lo que respecta al concepto de compromiso que debe aplicarse. No obstante, los gastos que deben tenerse en cuenta son los efectivamente realizados por estos agentes, promotores de los proyectos cofinanciados, y no los pagos del GAL a estos últimos

�SEQ level0 \h \r0 ��SEQ level1 \h \r0 ��SEQ level2 \h \r0 ��SEQ level3 \h \r0 ��SEQ level4 \h \r0 ��SEQ level5 \h \r0 ��SEQ level6 \h \r0 ��SEQ level7 \h \r0 �2.�SEQ level1 \h \r0 �	 Regímenes de ayuda� y ayudas concedidas por los organismos designados 

Según la regla general, en el caso de los regímenes de ayuda y de las ayudas concedidas por organismos designados por los Estados miembros, los beneficiarios finales son los organismos que conceden las ayudas, independientemente de las posibles transferencias financieras efectuadas por intermediarios. Los "gastos efectivos realizados" son por lo tanto los pagos efectuados a cada destinatario final de la ayuda (“final recipient”), independientemente de las transferencias financieras anteriormente mencionadas.

��

Particularidades de cada Fondo:

?	FSE: 

	En el caso del FSE, el beneficiario final es el organismo (o empresa) público o privado responsable de la organización y realización de las acciones enunciadas en el artículo 1 del Reglamento del FSE.

Cuando las acciones no sean directamente realizadas (en su totalidad o en parte) por el beneficiario final y sean "subcontratadas" a un nivel inferior, se considerará beneficiario final al organismo público o privado que atribuya la subcontratación y asuma pues la responsabilidad de todos los gastos relativos a la realización de las acciones.

 ��

Fuentes: 

�SEQ level0 \h \r0 ��SEQ level1 \h \r0 ��SEQ level2 \h \r0 ��SEQ level3 \h \r0 ��SEQ level4 \h \r0 ��SEQ level5 \h \r0 ��SEQ level6 \h \r0 ��SEQ level7 \h \r0 �–	Reglamento marco (letra c) del apartado 2 del artículo 5)

–	Reglamento de coordinación (apartado 3 del artículo 21)

–	Reglamento del FEDER (artículo 6)

–	Disposiciones de ejecución financiera (puntos n? 6, 7, 10, 13 y 14).

–	 Tratado (artículo 92).

���Ficha Nº2 

Ficha nº 2 : PERIODO DE ELEGIBILIDAD��

Regla general

1.	Fecha inicial de elegibilidad:

1.1	La fecha inicial de elegibilidad únicamente se fija en la normativa en lo que concierne a los gastos efectivos soportados por los beneficiarios finales.

1.2	En virtud de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 15 del Reglamento de coordinación y bajo reserva de lo dispuesto en el artículo 33 del mismo Reglamento, la fecha inicial, a efectos de la elegibilidad de los gastos en que haya incurrido efectivamente el beneficiario final, es la fecha de recepción de la correspondiente solicitud  de ayuda del Estado miembro por parte de la Comisión.  

1.3	La reglamentación no fija ningún límite inicial de los compromisos.

1.4	Por lo que se refiere a los proyectos para los que se hayan contraído compromisos antes de la fecha de inicio de la forma de intervención (F.I.), es decir, la fecha de recepción de la correspondiente solicitud de ayuda del Estado miembro por parte de la Comisión, ésta considera elegibles los gastos en que se haya incurrido para estos proyectos/acciones, siempre y cuando:

los gastos no se hayan realizado antes de la fecha de recepción por parte de la Comisión de la correspondiente solicitud de ayuda (apartado 2 del artículo 15 del Reglamento de coordinación);

los proyectos o acciones se hayan incluido debidamente en la F.I. (es decir, hayan sido seleccionados por la autoridad designada para la ejecución de la F.I.) antes de la fecha final de los compromisos.

1.5 	La retroactividad excepcional contemplada en el artículo 33 del Reglamento de coordinación se aplica a las solicitudes de ayuda recibidas entre el 1.1.94 y el 30.4.94 (entre el 1.1.95 y el 30.4.95 en los nuevos Estados miembros).

	Establece asimismo retroactividad una disposición transitoria específica del apartado 1 del artículo 19 del Reglamento (CEE) nº 866/90. Según ésta, las disposiciones del apartado 2 del artículo 15 del Reglamento de coordinación no son aplicables si en los programas de 1994-1999 se incluyen determinadas medidas ya presentadas pero no beneficiarias de ayuda durante el periodo de programación anterior.

	Del mismo modo, las disposiciones relativas a la retroactividad son también aplicables a los proyectos presentados con arreglo a los Reglamentos (CEE) nos 4028/86 y 4042/89, de acuerdo con el artículo 9 del Reglamento (CEE) nº 2080/90, del IFOP.

	En los demás casos se aplica la norma general según la cual el periodo de elegibilidad comienza en la fecha de recepción de la solicitud de ayuda, aunque esta fecha sea anterior al 1 de enero de 1994 (principio del periodo de programación actual), o al 1 de enero de 1997 (2º periodo del objetivo nº 2)	.../...���Ficha Nº 2   (p. 2) 

2.	Límite final temporal de elegibilidad:

2.1	La fecha límite de los compromisos se menciona explícitamente en la Decisión de la Comisión por la que se aprueba la F.I., y se aplica tanto a los compromisos jurídicos como a los financieros (véase la ficha sobre el concepto de compromiso). La Comisión puede rorrogar esta fecha límite para los compromisos a petición expresa y debidamente justificada del Estado miembro interesado.

2.2	La fecha límite para la aceptación de los gastos también se menciona explícitamente en la citada Decisión en relación con los pagos realizados por los beneficiarios finales (punto 5 de los D.E.F.) y, por lo tanto, no afecta a las contribuciones pagadas por las autoridades nacionales a los beneficiarios finales. La Comisión puede prorrogar esta fecha límite para los pagos a petición expresa y debidamente justificada del Estado miembro interesado.

��3.	Otros aspectos: 

3.1	El Estado miembro debe certificar el cumplimiento de estos plazos al presentar su declaración de gastos, de acuerdo con el artículo 15 y el apartado 4 del artículo 21 del Reglamento de coordinación.

3.2	Cuando el periodo de ejecución de un proyecto se superponga a dos periodos de programación, debe efectuarse una clara descripción del proyecto en cada uno de los períodos y dividirlo al menos en dos fases bien separadas, en el aspecto material si es posible y en el contable, que correspondan a las dos F.I. en cuestión, para garantizar una ejecución y un seguimiento transparentes y facilitar los controles.

3.3	La Comisión puede fijar, en el marco de la cooperación, reglas más específicas que aquellas previstas en los puntos anteriores en lo que respecta al período de elegibilidad.

��

Particularidades de cada Fondo:

?	FSE:  Gastos aún no realizados en el momento de la clausura anual del tramo: 

	Dado que el FSE efectúa una clausura anual de los tramos, cabe admitir que las facturas correspondientes a determinados gastos corrientes (por ejemplo, gas, electricidad, teléfono, etc.) puedan aceptarse una vez finalizado el año natural para el pago del saldo, siempre que el beneficiario final haya abonado efectivamente estas facturas antes de la presentación consecutiva de la solicitud de pago final por el Estado miembro (en un plazo de seis meses).  ��

Fuentes:

- Reglamento financiero (apartado 7 del artículo 1) 

- Reglamento de coordinación (en particular, apartado 2 del artículo 15 y apartado 2 del

   artículo 33) 

- Disposiciones de ejecución financiera 

- Decisiones de concesión de ayuda de la Comisión.���Ficha Nº 3 

Ficha nº 3 :  VALIDEZ DEL COMPROMISO EN LOS ESTADOS MIEMBROS��

Regla general:

Las "disposiciones jurídicas obligatorias”y los “compromisos de los medios financieros necesarios” son las decisiones adoptadas por los beneficiarios finales de la ejecución de las operaciones elegibles y la asignación de los fondos públicos correspondientes.

El compromiso a nivel del estado miembro debe soportar el compromiso contraído por el beneficiario final.Dicho compromiso debe representar obligación juridica y ser acompañado de un compromiso financiero.���SEQ level0 \h \r0 ��SEQ level1 \h \r0 ��SEQ level2 \h \r0 ��SEQ level3 \h \r0 ��SEQ level4 \h \r0 ��SEQ level5 \h \r0 ��SEQ level6 \h \r0 ��SEQ level7 \h \r0 �En el caso de los regímenes de ayuda estatal (o de situaciones asimilables como la concesión de una subvención a múltiples pequeños proyectos individues privados), o de las concesiones de ayudas efectuadas por organismos designados por los Estados miembros, la  fecha del compromiso jurídico es la de adopción de la decisión por parte del organismo que concede la ayuda. En esta decisión se precisan los destinatarios individuales de la ayuda y el importe concedido a cada uno de ellos.

Estas definiciones deven tener en cuenta las especificidades de los organismos institucionales, de los procedimientos administrativos de cada Estado miembro y de la naturaleza de las operaciones (punto 4 de las disposiciones de ejecución financiera).

��Puntualizaciones:

? 	Sección de Orientación del FEOGA: 

	i) Compromiso en los casos específicos de los Reglamentos (CEE) nos 866/90 y 867/90

	Se considera que el organismo público encargado del pago de los fondos a cada proyecto individual, relativo por lo general a PYME, es el beneficiario final, por lo que los compromisos deben considerarse a este nivel.

	En efecto, los programas operativos aprobados en el marco de estos Reglamentos tienen por objeto ayudas concedidas a empresas y cooperativas que son en la mayoría de los casos PYME. Por regla general, los importes individuales son de escasa cuantía y el organismo gestor intermedio encargado de su administración se establece a escala nacional o regional. Resultaría por lo tanto sumamente difícil para el organismo interesado controlar la existencia o no de un compromiso de estos beneficiarios hacia sus proveedores/constructores. Por el contrario, la concesión de la ayuda por un organismo público es comprobable.��

�Ficha Nº 3   (p.2)

ii) Condiciones mínimas para la justificación de casos específicos distintos de los contemplados en los Reglamentos (CEE) nos 866/90 y 867/90: 

	Para las acciones cofinanciadas por la Sección de Orientación del FEOGA y el IFOP, de forma similar a lo convenido para los Reglamentos (CEE) nos 866/90 y 867/90, el compromiso único contraído en nombre del organismo gestor intermedio equivale a un compromiso para el conjunto de los múltiples pequeños beneficiarios finales. Sin embargo, para ser claramente identificable, este compromiso único debe ajustarse a la condición mínima siguiente: indicación de una toma de decisión formal, con fecha y referencia explícita a los proyectos, importes y beneficiarios individuales que deben ser objeto de financiación.

 ��?	IFOP 

	Véanse las características específicas indicadas para la Sección de Orientación del FEOGAen el inciso ii)

��

Particularidades de cada Fondo:

?		FEDER 

	En el caso de los organismos o empresas privadas contratantes de las obras, la fecha del compromiso jurídico coincide con la del establecimiento de un vínculo jurídico obligatorio que determina la ejecución de los trabajos (por ejemplo realización de un pedido).

��

Fuentes: 

�SEQ level0 \h \r0 ��SEQ level1 \h \r0 ��SEQ level2 \h \r0 ��SEQ level3 \h \r0 ��SEQ level4 \h \r0 ��SEQ level5 \h \r0 ��SEQ level6 \h \r0 ��SEQ level7 \h \r0 �–	Decisiones de la Comisión para la concesión de las ayudas (véase el artículo relativo a la fecha de clausura de la intervención)

–	Disposiciones de ejecución financiera (puntos 4 y 6).

���Ficha Nº 4

Ficha nº4 : PRECISIONES SOBRE EL CONCEPTO DE COSTES REALES ��

Regla general:

Los "gastos efectivos realizados” deben corresponder a pagos efectuados por los beneficiarios finales, justificados mediante facturas pagadas o documentos contables de valor probatorio equivalente (punto 5 de las disposiciones de ejecución financiera). 



1.	La elegibilidad de un gasto debe juzgarse en relación con el contexto general en que se inscriba, su naturaleza y su importe, el cumplimiento de la asignación física o temporal del bien o el servicio y la medida cofinanciada.

2. Deben descartarse dos hipótesis:

	�	la existencia de más de dos niveles de subcontratación o de subcontrataciones injustificadas que no aporten ningún valor añadido;

	 �	los contratos por mediación de intermediarios o agentes, en los que el importe pagadero se exprese como porcentaje del importe cofinanciado.

3.	Por "documento contable de valor probatorio equivalente" se entiende, cuando la emisión de una factura no proceda con arreglo a las normas fiscales y contables nacionales, todo documento presentado para justificar que la anotación contable ofrezca una imagen fiel de la realidad y sea conforme a las normas vigentes en materia de contabilidad.

 ��Particularidades de cada Fondo: 

?	FSE: 

	i) Los costes calculados, que pueden ser aceptados al efectuar la aprobación de los programas/medidas dentro del presupuesto presentado, deben corresponder a unos costes reales que puedan ser contrastados mediante un método verificable cuando se efectúe la declaración final de gastos.

     ii) De conformidad con lo previsto en la ficha n? 2, algunas facturas pendientes de pago en el momento del cierre del tramo anual podrán contabilizarse con cargo a dicho tramo a condición de haber sido satisfechas antes de la presentación de la solicitud de pago final por el Estado miembro (véase la ficha n? 2, especificidad del FSE).

    	iii) De conformidad con el punto 13 y siguientes de las disposiciones de ejecución financiera, se recuerda que, en la fase del pago de anticipos, "la prueba de los gastos efectivos soportados podrá basarse en datos apropiados procedentes del sistema de seguimiento de la intervención. Además, el Estado miembro deberá certificar que la medida se desarrolla de acuerdo con la programación”.��

Ficha Nº 4  (p.2)

?	Sección de Orientación del FEOGA:

	Para determinar el coste de algunos trabajos efectuados por cuenta propia que forman parte de inversiones cofinanciadas, los Estados miembros pueden fijar baremos legales de los precios unitarios. Estos baremos eximen al beneficiario final de la obligación de presentar las facturas de estos trabajos.��

Fuentes: 

-  Reglamento financiero (artículo 2)

-  Reglamento del FSE (artículo 2.1)

-  Disposiciones de ejecución financiera (puntos 3, 5 y 6).���Ficha Nº 5

Ficha nº 5:  IMPUTACIÓN DE LOS COSTES INDIRECTOS��

Regla general:

Los costes indirectos deben imputarse de forma equitativa, de acuerdo con las normas de contabilidad generalmente admitidas.

 

Por ejemplo, en el caso de las actividades de formación cofinanciadas por el FSE, los costes indirectos deberían imputarse partiendo de la base de una distribución proporcional equivalente a una formación a tiempo completo obtenida mediante la relación horas/ alumnos cofinanciadas y horas/alumnos impartidas en total por el organismo de formación.

  ��

Fuentes: 

-  Reglamento financiero (artículo 2)

-  Reglamento del FSE (artículo 2.1).

��

�Ficha Nº6 

Ficha nº 6 :  AMORTIZACIONES ��

Regla general:

Los Fondos estructurales no pueden financiar simultáneamente la compra de bienes inmuebles o bienes de equipo inventariables nuevos o de ocasión y su amortización. Por lo tanto, dentro del periodo de elegibilidad, la amortización puede ser subvencionada como alternativa de la compra, conforme a las disposiciones fiscales y contables nacionales o las prácticas contables habitualmente admitidas.

Queda sin embargo excluida la amortización de bienes que hayan sido el objeto para su adquisición de una cofinanciación pública (nacional o comunitaria). ��

Particularidades de cada Fondo:

?	FSE: 

	Según lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 2 del Reglamento del FSE, las amortizaciones de bienes inmuebles (aunque nunca su compra) y de material, consideradas gastos de funcionamiento o costes operativos vinculados a las actividades de formación o a cualquier tipo de acción elegible, continuan siendo elegibles, una vez deducidos, cuando así proceda, los importes que ya hayan sido objeto de cofinanciación por parte de los Fondos estructurales, siempre que dichas amortizaciones guarden relación con las actividades  contempladas en el artículo 1 del Reglamento del FSE, se hallen recogidas en un cuadro basado en un método que se ajuste a la normativa nacional y correspondan a inversiones oficialmente registradas en la contabilidad del beneficiario final.  ��

Fuentes:

-   Reglamento del FSE (artículo 2)

-   Disposiciones de ejecución financiera.

��

�Ficha Nº 7 

Ficha nº 7 : COFINANCIACIÓN NACIONAL EN ESPECIE ��

Regla general:

1. La normativa de los Fondos estructurales (apartado 1 del artículo 21 del Reglamento de coordinación) y las disposiciones de ejecución financiera (punto 5) establecen que el pago de la ayuda comunitaria debe referirse a gastos efectivamente  incurridos, y que éstos deben corresponder a pagos realizados por los beneficiarios finales, justificados por facturas pagadas o documentos contables de valor probatorio equivalente. 



2. En algunos casos, puede considerarse elegible en virtud de la cofinanciación nacional (pública o privada) una contribución en especie,  en forma de:

� aportación de terrenos, de bienes inmuebles total o parcialmente y de bienes de equipo inventariables;

� aportación de materias primas;

� trabajo voluntario, no remunerado, prestado por una persona (física o jurídica) privada. 



3. Condiciones:

	i)	La prestación en especie debe estar autorizada de antemano por el organismo público responsable de la medida.

	ii)	La prestación debe ajustarse a las disposiciones generales de elegibilidad y, en particular, a las referentes a la compra de terrenos y de inmuebles por cuenta de las administraciones públicas.

	iii)	El importe de las contribuciones en especie declarado por el beneficiario final debe ser evaluado y certificado sobre la base de baremos oficiales fijados por una autoridad independiente, o bien por un profesional independiente.

iv)	El límite máximo de la ayuda comunitaria es igual a los gastos efectivos soportados (es decir, al coste total elegible neto de las aportaciones en especie).

		Ejemplo: porcentaje de cofinanciación comunitaria del 50% en relación con un gasto total subvencionable de 100, del que únicamente 40 corresponden a gastos efectivamente soportados y 60 a prestaciones en especie. La ayuda comunitaria, del 50% teóricamente (50% x 100), se limita en este caso a 40.

	v)	La evaluación del coste del trabajo privado no remunerado debe realizarse de acuerdo con las normas nacionales relativas al cálculo del coste por hora, diario o semanal del trabajo (baremos legales autorizados), cuando existan tales normas.



Nota: La contribución privada en especie no puede aplicarse en el marco de la ingeniería financiera (fondos de garantía y fondos de capital riesgo).

  ��

�Ficha Nº 7  (p.2)

Particularidades de cada Fondo:



	Sección de Orientación del FEOGA  

	Los costes totales de un proyecto cofinanciado pueden incluir como gastos elegibles, de conformidad con las condiciones de evaluación y control antes citadas, el coste del trabajo de un agricultor por cuenta propia evaluado según los baremos legales vigentes en el Estado miembro (véase la ficha  "Detalles sobre el concepto de costes reales"). Cuando el cálculo de este coste se ajuste a los baremos legales fijados y autorizados por el Estado miembro, el coste del trabajo del agricultor por cuenta propia se considera asimilable a un gasto efectivamente incurrido, justificado por un documento contable de valor probatorio equivalente. Por consiguiente, es elegible en virtud de la ayuda comunitaria.



FSE

En lo que respecta a las acciones de formación cofinanciadas por el FSE, la aportación en especie podrá consistir también en la aportación de material didáctico.

��

Fuentes :

-	Reglamento de coordinación (artículo 21)

-	Reglamento marco (apartado 3 del artículo 13)

-	Respuesta de la Sra. Wulf�Mathies a la pregunta parlamentaria QE n° 3178/95, DOCE  nº C 109 de 15.4.96

���Ficha Nº8 

Ficha nº 8 : CONTABILIZACIÓN DE LOS INTERESES BANCARIOS GENERADOS POR  LOS ANTICIPOS COMUNITARIOS ��

Regla general:

El modo de cofinanciación de las acciones por parte de los Fondos estructurales, puede dar lugar a que los anticipos comunitarios abonados generen intereses.

1.�SEQ level0 \h \r0 ��SEQ level1 \h \r0 ��SEQ level2 \h \r0 ��SEQ level3 \h \r0 ��SEQ level4 \h \r0 ��SEQ level5 \h \r0 ��SEQ level6 \h \r0 ��SEQ level7 \h \r0 �	Transferencia de los fondos comunitarios a través de una autoridad pública:	

	Los anticipos comunitarios transferidos a los Estados miembros a través de las Administraciones públicas pueden generar intereses.  En tal caso, la Comunidad deja de ser dueña de los fondos desde el momento en que éstos son transferidos a los Estados miembros (sentencia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea de 14.7.1994 para el asunto C�186/93).

	La Comisión se encarga de comprobar el cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 21 del Reglamento de coordinación que establece un plazo de tres meses, por regla general, para la transferencia de estos fondos hacia los beneficiarios finales� .��2.	Subvenciones directamente pagadas por la Comisión a un beneficiario final:

	Puede tratarse también de los intereses percibidos por los beneficiarios finales en el caso de ayudas que supongan la concesión de subvenciones pagadas directamente por la Comisión a dichos beneficiarios (por ejemplo, determinadas subvenciones globales o proyectos piloto con arreglo al artículo 10 del Reglamento del FEDER).

	En este caso, en el convenio firmado por la Comisión y el beneficiario final puede incluirse una cláusula en virtud de la cual los intereses percibidos por el importe comunitario total concedido tuvieran que utilizarse de conformidad con los objetivos de la intervención y el beneficiario final debiera dar cuenta de la utilización exacta de los fondos. Por otra parte, si la subvención corresponde a un proyecto claramente identificado y conocido por los servicios, la regla de deducción de los intereses percibidos del importe comunitario total asignado puede aplicarse con ocasión del pago del saldo de la intervención.

��

Fuentes: 

�SEQ level0 \h \r0 ��SEQ level1 \h \r0 ��SEQ level2 \h \r0 ��SEQ level3 \h \r0 ��SEQ level4 \h \r0 ��SEQ level5 \h \r0 ��SEQ level6 \h \r0 ��SEQ level7 \h \r0 �–	Respuesta de la Sra. Gradin a la pregunta parlamentaria escrita 2847/94 (DOCE nº C 145 de 12.6.1995)

–	Tribunal de Justicia de la Comunidad Europea, sentencia de 14.7.1994 para el asunto C�186/93.���Ficha Nº9 

Ficha nº 9 : CONTABILIZACIÓN DE LOS DEMÁS INGRESOS ��

Definición:

Toda medida cofinanciada por uno de los Fondos estructurales puede generar o ser receptora de ingresos a lo largo de su periodo de cofinanciación. Estos ingresos pueden provenir de ventas, arrendamientos o suministro de productos o servicios, de derechos de inscripción, individuales o de otros gastos o retenciones salariales asimilables a los derechos de inscripción, abonados por los cursillistas en las acciones de formación.

Regla general:

Pueden plantearse dos situaciones diferentes: 

i) 	Hipótesis A :

	La totalidad de los ingresos está directamente relacionada con las operaciones 	cofinanciadas. En este caso, deben imputarse totalmente a la accion 	cofinanciada, es decir, deducirse de los gastos elegibles.

ii) 	Hipótesis B :

	Si los ingresos sólo se hallan parcialmente relacionados con las operaciones 	cofinanciadas, deben deducirse de los gastos elegibles mediante una clave de 	distribución apropiada  (prorrata).

Precisión:

	Los ingresos que puedan surgir en los casos siguientes no deben considerarse ingresos que hay que deducir de los costes totales admisibles en virtud de esta ficha:

	a) los ingresos  generados a lo largo de todo el periodo de vida económica de las inversiones cofinanciadas y que son objeto de las disposiciones del artículo 17 del Reglamento de coordinación;

	b) los ingresos generados por medidas de ingeniería financiera, para las que se establecen disposiciones específicas en las fichas correspondientes (nos 18, 19 y 21) 

c) las contribuciones que realice el sector privado para la cofinanciación de las medidas, inversiones o proyectos que figuran, en su caso, en los cuadros de financiación al lado de las contribuciones públicas.

 ��

Fuentes: 

-   Reglamento financiero (artículo 2)

-   Reglamento de coordinación (apartado 3 del artículo 17)

-   Reglamento del FSE (segundo guión del apartado 1 del artículo 2).���Ficha Nº10 

Ficha nº10 : GASTOS FINANCIEROS, BANCARIOS Y JUDICIALES ��

Regla general:

Sólo los gastos directamente vinculados a la preparación y ejecución del proyecto son elegibles a la cofinanciación. Por naturaleza, determinados tipos de gastos quedan excluidos de la cofinanciación.

1	Gastos financieros: los intereses deudores (excepto las bonificaciones de intereses autorizadas en el marco de las formas de intervención o los intereses deudores cubiertos por un régimen de ayudas estatales aprobado por la Comisión), los agios ...".

2	Gastos de apertura y gestión de cuentas bancarias, de transferencia y otros gravámenes administrativos: Cuando la cofinanciación requiera la apertura de una cuenta bancaria aparte por cada proyecto, los gastos de apertura y de gestión motivados por ello forman parte de los gastos administrativos vinculados al proyecto y, por consiguiente, son elegibles, con excepción de los intereses deudores (véase el punto 1 anterior).

	Particularidad del FSE: Una cuenta bancaria puede servir para realizar varias actividades de formación sucesivas. La parte de los gastos relacionados con esta cuenta y subvencionables por cada actividad de formación se determina según una clave de distribución conveniente (véase ficha nº 5 "consignación de los gastos indirectos").

3	Multas, penalizaciones financieras y gastos de procedimientos judiciales: Este tipo de gastos no es elegible ya que se trata de gastos que no contribuyen directamente a la realización del objetivo perseguido.

4	Gastos de asesoría jurídica ("legal fees"), gastos de notaría y gastos de peritaje técnico o financiero para la preparación o la aplicación de un proyecto: estos gastos son elegibles si están directamente relacionados con el proyecto y son necesarios para una adecuada preparación o ejecución del mismo.

��

Fuentes:

	Reglamento financiero (artículo 2)  

	Reglamento marco (artículo 3)

	Reglamento del FEDER (artículo 1)

	Reglamento de la Sección de Orientación del FEOGA (artículos 5 y 6)

���Ficha Nº11 

Ficha nº 11 : GASTOS DE GARANTÍA BANCARIA ��

Regla general:

Los gastos de garantía bancaria no son elegibles por la cofinanciación en los casos hipotéticos previstos a continuación:	 

-	todas las formas de intervención (P.O., DOCUP, P.I.C., etc), con excepción de las 	subvenciones globales, 

-	todo tipo de riesgo que deba ser asegurado por un responsable de proyecto (por ejemplo 	garantía bancaria de correcta ejecución o "performance bond", o cualquier otra garantía 	bancaria requerida por un organismo contratante para la presentación de una oferta o la 	ejecución de un proyecto), e independientemente de la forma de intervención de que se 	trate. 

Excepción: Subvenciones globales

Los gastos de garantía bancaria solamente son elegibles en el caso de las subvenciones globales. En este caso, la elegibilidad se limita a los gastos de la garantía bancaria o de cualquier otro seguro que pueda contratar el intermediario designado por el Estado miembro con el fin de cubrir el riesgo de abusos o de negligencias en la utilización de los fondos comunitarios que no le sean imputables (de acuerdo con lo dispuesto en el tercer guión del apartado 1 del artículo 23 del Reglamento de coordinación).

  ��

Particularidades:

PIC LEADER:	

	En el marco de la iniciativa comunitaria LEADER, los grupos de acción local (G.A.L.), 	gestores intermedios autorizados por el intermediario designado, podrían verse obligados a contratar cartas de garantía bancaria. Se consideran elegibles por la cofinanciación únicamente los costes, presentados por los G.A.L. (organismos intermedios), que resulten de esas cartas de garantía bancaria.

Proyectos piloto:	

	En los casos en que la Comisión exige cartas de garantía bancaria, �además de los requisitos establecidos en la legislación comunitaria, únicamente son elegibles los costes resultantes de estas cartas. Estos gastos no son elegibles en ningún otro caso.

��

Fuentes: 

-	Reglamento de coordinación (tercer guión del apartado 1 del artículo 23)

-	Declaración de la Comisión sobre el apartado 3 del artículo 21 del Reglamento (CEE) nº 4253/88, modificado por el Reglamento (CEE) nº 2082/93, que figura en el acta de adopción por el Consejo del Reglamento (CEE) nº 2082/93 de 20 de julio de 1993.

���Ficha Nº12 

Ficha nº 12 : COMPRA DE MATERIAL DE OCASIÓN ��

Regla general:

1.	La compra de material de ocasión puede considerarse elegible en casos debidamente justificados y acordados en el marco de la cooperación, y sin perjuicio de las disposiciones nacionales más restrictivas, si se cumplen simultáneamente las cuatro condiciones siguientes:

	el vendedor extiende una declaración que certifica el origen exacto del material y confirma que éste no ha sido objeto de ninguna ayuda nacional o comunitaria;

	la compra de este material aporta una ventaja especial al programa o proyecto, o resulta impuesta por circunstancias excepcionales (no se puede disponer de material nuevo si no es en un plazo que compromete la correcta realización del proyecto);

	se observa una reducción de los costes (y por lo tanto de la contribución comunitaria) en relación con el coste del mismo material nuevo, conservando la operación una buena relación coste-beneficio;

	las características técnicas y tecnológicas del material de ocasión adquirido se ajustan a los requisitos del proyecto.

	En caso de aprobación, el cálculo de los gastos eligibles relativos a la compra de material de ocasión debe basarse en su valor real.

2  En la ficha nº 6 está prevista la amortización del material de ocasión, como alternativa a la compra

	Especificación: 

3.	podrán considerarse elegibles las absorciones de establecimientos que hayan o habrían cerrado de no producirse la absorción en virtud de regímenes de ayuda autorizados por la Comisión

��

�Ficha Nº12   (p.2)

Particularidades de cada Fondo:

FSE

-	La compra de material de ocasión está excluida de las medidas cofinanciadas por el FSE. Sin embargo, la amortización del material de ocasión será elegible durante el periodo de vigencia de la acción (véase la ficha n? 6: "Amortizaciones”)

Sección de Orientación del FEOGA 

-	Los Reglamentos (CEE) nos 866/90 y 867/90 establecen expresamente que la compra dematerial de ocasión no puede ser elegible en ningún caso.

IFOP

-	El reglamento CEE) n° 3699/93 del Consejo del 21.12.93 no  prevee la compra de material de ocasión en el marco de las acciones cofinanciadas por el IFOP.

��

Fuentes: 

	Reglamento (CEE) nº 2328/91 (artículos 6 a 11, 13 a 16 y 20)

	Reglamentos (CEE) nº 866/90 (artículo 11) y nº 867/90

���Ficha Nº13 

Ficha nº 13  COMPRA DE TERRENOS��

Regla general:

1. La compra de terrenos sin construir debe integrarse en una actuación que contribuya al desarrollo económico, y solo debe considerarse un gasto elegible cuando existe un vínculo directo con una inversión productiva o en infraestructuras.



    La adquisición de terrenos efectuada en el marco de una inversión que no forme parte de un régimen de ayuda podrá rebasar el límite del 10% del coste elegible del proyecto siempre que se cumplan las disposiciones nacionales adoptadas para evitar la especulación (por ejemplo, cláusula que prohíba la cesión de la propiedad durante un periodo de tiempo mínimo)".



2. Proyectos sobre la conservación del medio ambiente:

    La compra de terrenos puede subvencionarse si se considera objeto principal de una inversión relacionada con la conservación del medio ambiente, siempre que se cumplan las siguientes condiciones, que tienen por objeto, entre otras cosas, luchar contra la especulación:



i) 	El proyecto debe ser objeto de una decisión adoptada en cooperación.



ii) 	El terreno debe destinarse al fin previsto dentro de un periodo acordado en cooperación.Toda modificación del destino del terreno, durante el periodo acordado en cooperación, que pudiera afectar a la naturaleza o las condiciones de ejecución de la acción y para la cual no se hubiera solicitado la aprobación de los servicios de la Comisión ni la del comité de seguimiento, debe someterse a un examen según lo dispuesto en el artículo 24 del Reglamento de coordinación.



iii) 	El terreno se utiliza para fines no agrícolas (en el marco de la cooperación podrán autorizarse excepciones en casos debidamente justificados).



iv)	La compra debe ser responsabilidad de una institución pública o de un organismo sujeto al derecho público.

 ��

Especificación: 

En el caso de los regímenes de ayuda cofinanciados, de acuerdo con las líneas directrices establecidas por la Comisión relacionadas con las ayudas estatales con finalidad regional, la compra de terreno entra en la base imponible tipo que permite establecer el valor de una inversión inicial (inversión en capital fijo), junto con el edificio y el equipamiento. En este caso, los servicios de la Comisión deben valorar la elegibilidad de la compra de terreno en el conjunto del régimen de ayudas.

  ���Ficha Nº13  (p. 2)

Particularidad de cada Fondo:



?	FSE 

	Este gasto se excluye de la cofinanciación del FSE (artículo 2 del Reglamento del FSE).



?	Sección de Orientación del FEOGA 

	i) En el marco de las operaciones cofinanciadas de conformidad con los Reglamentos (CEE) del Consejo nºs 2328/91 (artículo 7) y 866/90 (artículo 11) del Consejo, las inversiones relacionadas con la compra de terrenos no son elegibles en ningún caso.



ii) Los gastos relacionados con una concentración parcelaria son elegibles en aplicación de la letra d) del artículo 5 del Reglamento de la Sección de Orientación del FEOGA.

��?	IFOP: 

	En virtud de la letra c) del apartado 2.0 del Anexo III del Reglamento (CEE) nº 3699/93 del Consejo, las inversiones relacionadas con la compra de terrenos no son subvencionables en ningún caso.

  ��

Fuentes: 

�SEQ level0 \h \r0 ��SEQ level1 \h \r0 ��SEQ level2 \h \r0 ��SEQ level3 \h \r0 ��SEQ level4 \h \r0 ��SEQ level5 \h \r0 ��SEQ level6 \h \r0 ��SEQ level7 \h \r0 �–	Reglamento del FEDER (artículo 1)

–	Decisiones de concesión de ayuda para proyectos "fuera de cuota" (FEDER)

–	Reglamento del FSE (artículo 2)

–	Reglamento de la Sección de Orientación del FEOGA (artículos 2, 5 y 6)

–	Reglamento (CEE) nº 866/90 (artículo 11)

–	Reglamento (CEE) nº 2328/91 (apartado 1 del artículo 7)

–	Reglamento de aplicación del Reglamento del IFOP nº 3699/93 (letra c) del apartado 2.0 del Anexo III).

���Ficha Nº14 

Ficha nº14 :  COMPRA DE BIENES INMUEBLES ��

Regla general:

La compra de un bien inmueble (edificio construido y terreno en el que se asienta) se considera elegibles cuando se cumplen las condiciones citadas a continuación (excepto disposición normativa específica en contrario).

Esta compra debe integrarse en una acción que contribuya al desarrollo económico. La valoración de su elegibilidad debe considerarse en el contexto de la acción global que se acoge  a la cofinanciación. Por regla general, la compra del bien inmueble sólo constituye una parte del proyecto cofinanciado.



En algunos casos, la compra puede constituir el objeto principal del proyecto cofinanciado (por ejemplo, la compra de un edificio por una autoridad pública con el fin de ponerlo a disposición de las PYME o la financiación de un plan de expansión de empresas o de apoyo a la diversificación del empleo rural cuyo gasto principal esté constituido por la compra de un local). 

  

La adquisición del terreno que rodea el bien inmueble objeto de la cofinanciación es elegible siempre que se cumplan las disposiciones específicas establecidas para la compra de terrenos (ficha n?13 "Compra de terrenos"). 



Los gastos y gravámenes relativos a la compra de inmuebles se consideran elegibles cuando son efectivamente sufragados por los beneficiarios finales (véase la ficha  "IVA y demás impuestos y gravámenes").

��

Condiciones de elegibilidad: 

En todos los casos, la elegibilidad de la compra de bienes inmuebles está supeditada a las siguientes condiciones, destinadas a evitar cualquier forma de  especulación y a garantizar una buena relación coste / eficacia de la acción:

i)	Presentación, cuando así se solicite, de una certificación en la que se confirme el valor justo del precio de compra del inmueble, conforme a la legislación nacional vigente.

ii)	Las autoridades competentes del Estado miembro o el vendedor del bien deben declarar que el bien inmueble no ha recibido ninguna subvención nacional o comunitaria con el mismo objeto.

iii)	El bien inmueble se utilizara para el destino previsto durante un periodo acordado en cooperación.Toda modificación del destino del terreno, durante el periodo acordado en cooperación, que pudiera afectar a la naturaleza o las condiciones de ejecución de la acción y para la cual no se hubiera solicitado la aprobación de los servicios de la Comisión ni la del comité de seguimiento, debe someterse a un examen según lo dispuesto en el artículo 24 del Reglamento de coordinación.

iv)	 El edificio no podrá destinarse a albergar servicios de la Administración pública.��

�Ficha Nº14   (p.2)

Puntualización: 

En el caso de los regímenes de ayudas cofinanciados, de acuerdo con las directrices establecidas por la Comisión relativas a las ayudas estatales de finalidad regional, la compra de edificios está sujeta a la base imponible tipo que permite establecer el valor de una inversión inicial (inversión en capital fijo), junto con el terreno y el material. En este caso, los servicios de la Comisión deben considerar la elegibilidad de la compra de bienes inmuebles  al mismo nivel que el conjunto del régimen de ayudas.

  ��

�Particularidades de cada Fondo:



?	FSE 

	El FSE no cofinancia en ningún caso la compra de bienes inmuebles (solamente se consideran elegibles las amortizaciones del inmueble durante las actividades de formación : (Véase ficha n? 6 "Amortizaciones").



?	Sección de Orientación del FEOGA  

	Los Reglamentos (CEE) n? 866/90 (apartado 3 del artículo 11) y n? 2328/91 (artículo 7) prevén expresamente la construcción o la adquisición de bienes inmuebles, prescindiendo del valor del terreno, en cumplimiento de las condiciones establecidas para las inversiones cofinanciadas.

	Por el contrario, los Reglamentos (CEE) nos  1035/72, 1360/78, 389/82 y 1696/71 sólo consideran subvencionables, en el marco de la ayuda al inicio de actividad de las organizaciones de productores, los intereses pagaderos por la compra de un inmueble.

	Así pues, las disposiciones de la presente ficha son aplicables en el caso de la Sección de Garantía del FEOGA, salvo disposición en contrario del Reglamento específico en cuestión.

��

·	IFOP 

	La elegibilidad de la compra de bienes inmuebles, sin considerar el valor del terreno, está prevista expresamente en los sectores de la acuicultura y de la transformación y comercialización de los productos de la pesca (véase el Reglamento (CEE) n° 3699/93).



·	FEDER

	Como norma general, debe evitarse la compra de inmuebles nuevos por parte de las autoridades públicas, con el fin de excluir toda posibilidad de eludir la normativa relativa a la contratación pública. Cualquier excepción a esta norma debe ser objeto de un acuerdo justificado del Comité de seguimiento.

��

Fuentes: 

-	Reglamento de la Sección de Orientación del FEOGA (artículos 2 , 5 y 6)

-	Reglamento (CEE) n° 866/90 (artículo 11)

-	Reglamento de aplicación del IFOP n°3699/93, Anexo II

��� Ficha Nº15 

Ficha nº 15 :  IVA Y DEMÁS IMPUESTOS Y GRAVÁMENES��

Regla general:  

1. 	El IVA recuperable, reembolsado o compensado por el medio que sea, no puede considerarse elegible, y, por lo tanto, no puede ser cofinanciado por los Fondos estructurales.

	Corresponde a las autoridades designadas en los Estados miembros y a los servicios de la Comisión comprobar durante los controles sobre el terreno si la elegibilidad de los gastos declarados por los beneficiarios finales y, especialmente, del IVA que pueda hallarse incluido, está debidamente justificada.

	En caso de duda sobre el reembolso del IVA, la parte de los gastos declarados correspondiente al IVA sólo es elegible por los Fondos previo examen de cada caso individual.

	El carácter público o privado del estatuto del beneficiario final no debe tenerse en cuenta en el análisis de la elegibilidad; sólo es preciso saber si el pago del IVA es obligatorio o no.



2.  	Al igual que en el caso del IVA, las demás categorías de impuestos, gravámenes o cargas (especialmente los impuestos directos y  las retenciones sociales sobre los salarios) que puedan resultar de la financiación comunitaria constituyen gastos elegibles si los beneficiarios finales los sufragan efectiva y definitivamente (con independencia del hecho de que pasen al presupuesto del Estado miembro).



��

Fuentes: 

�SEQ level0 \h \r0 ��SEQ level1 \h \r0 ��SEQ level2 \h \r0 ��SEQ level3 \h \r0 ��SEQ level4 \h \r0 ��SEQ level5 \h \r0 ��SEQ level6 \h \r0 ��SEQ level7 \h \r0 �–	Instrucción interna relativa al tratamiento del IVA en el marco de los contratos públicos otorgados por las Direcciones Generales y servicios de la Comisión, documento SEC (95) 715 de 28.4.1995

–	Respuesta de la Sra. Gradin a la pregunta parlamentaria escrita Q.E. nº 2837/94 (DOCE nº C 103 de 24/4/95)

���Ficha Nº16

Ficha nº 16 : FINANCIACIÓN ALTERNATIVA DE LOS PROYECTOS COFINANCIADOS��



Definición: 

La financiación o el pago alternativo pretenden facilitar la gestión, utilizando lo más eficazmente posible los flujos de tesorería aportados en fechas diferentes por todos los socios financieros públicos, nacionales y comunitarios. Dado que los tipos de financiación se determinan a nivel de la medida, esta práctica contable equivale a financiar determinados proyectos enteramente con créditos nacionales y otros enteramente con créditos comunitarios, respetando de manera global el tipo de cofinanciación medio para cada una de las medidas en cuestión. Este método se aplica en la práctica:	



-	de facto entre la fecha de comienzo de una intervención cofinanciada y el pago del primer 	anticipo comunitario,	



-	de facto al final de un periodo de programación, antes del pago del saldo comunitario,



-	con el fin de evitar bloquear una medida debido a retrasos en la disponibilidad de las distintas cofinanciaciones de cada proyecto individual, y, más concretamente, cuando la contabilidad nacional prevé la consignación de las fuentes de cofinanciación en líneas presupuestarias distintas.

��Regla general:

De acuerdo con las disposiciones presupuestarias nacionales, y con el fin de evitar determinados bloqueos de los pagos  debidos a la gestión de la tesorería, los servicios gestores de los Estados miembros pueden recurrir a la financiación alternativa con carácter no sistemático. No obstante, la utilización de esta posibilidad se combina con la estricta observancia de las siguientes condiciones, con el fin de garantizar la transparencia. 

 Condiciones de elegibilidad: 



	Todas las condiciones enumeradas a continuación resultan del principio  fundamental según el cual todos los proyectos incluidos en la intervención deben ajustarse a las disposiciones de las cláusulas comunesadjuntas a cada Decisión de la Comisión por la que se aprueban estas formas de intervención, con independencia del origen de los fondos de financiación:

i)	Práctica no generalizada: 

	Debe tratarse de una práctica destinada a facilitar la gestión de la tesorería y no de una práctica generalizada.
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ii)	Cumplimiento de la programación: 

	Deben conocerse en todo momento los proyectos que constituyen la contrapartida nacional a los cofinanciados al 100% con fondos comunitarios y deben estar integrados en la forma de i

	intervención de conformidad con los procedimientos vigentes. Por otra parte, con independencia de cual sea la fuente de financiación, todos los proyectos incluidos en una medida deben seleccionarse de acuerdo con los mismos criterios definidos para la medida en su totalidad.



iii)	 Obligación de  publicidad de la ayuda comunitaria: 

	Los beneficiarios finales deben estar informados de la integración de su proyecto en una intervención cofinanciada por los Fondos estructurales y esto para todos los proyectos de una medida, con independencia de la  fuente de financiación alternativa. En el caso de las actividades de formación cofinanciadas por el FSE, solamente son elegibles los convenios firmados por los responsables en los que se indique de forma explícita la cofinanciación del FSE (con independencia de la fuente del pago alternativo).



iv) 	Idénticas condiciones de control: 

	Los servicios comunitarios pueden controlar todos los proyectos incluidos en la medida, independientemente de la fuente de la financiación alternativa, en las mismas condiciones y según las mismas obligaciones reglamentarias.



v) Gestión común de los proyectos: 

	La elección del origen de los créditos que financian el proyecto se establece en función de la tesorería disponible en el momento del pago de la ayuda estatal. Esto excluye cualquier distinción en la gestión o cualquier tipo de prioridad en la gestión de los expedientes basados en el  origen de la financiación alternativa.



vi)	 Respeto de los porcentajes de cofinanciación: 

	Después de cada decisión individual de financiación, debe llevarse a cabo un seguimiento y 	un control de conformidad con el porcentaje global de ayuda pública.



���Ficha Nº17 

Ficha nº 17 : OPERACIONES CORRIENTES / REESTRUCTURACIÓN DEL BALANCE DE LAS EMPRESAS��

Regla general:

Determinadas técnicas de financiación, vinculadas a la actividad corriente o a la reestructuración del balance de las empresas que no constituyen una inversión productiva, están excluidas de la cofinanciación en el marco de los Fondos estructurales, excepto cuando están incluidas en un régimen de ayudas estatal aprobado por la Comisión.

 ��Se trata de las siguientes operaciones:1.	Financiación del capital circulante de las empresas: El capital circulante de las empresas ("working capital") se financia generalmente  mediante descubiertos u otras formas de empréstito a corto plazo. Al tratarse de una parte del activo circulante, el capital circulante no contribuye a la financiación de las inversiones productivas que contribuyen a la creación o el mantenimiento de empleo estable. La financiación del capital circulante y las operaciones de tesorería  no son elegibles. 

2.	Factorización (Factoring): La factorización sirve para financiar el capital circulante de las empresas liberando en las cuentas cliente importes normalmente bloqueados hasta el momento del pago. Una parte importante de los créditos, generalmente hasta un 80%, puede anticiparse mediante este método, lo que contribuye a mejorar  los movimientos de efectivo a corto plazo. Los gastos de las empresas resultantes de los servicios de factorización no son elegibles.  

	Caso especial del FEDER: De conformidad con lo dispuesto en el primer guión de la letra c) del artículo 1 del Reglamento del FEDER, son elegibles las actividades de PYME dirigidas a la prestación de servicios a las empresas. En el caso de una ayuda a una empresa que ofrece servicios �por ejemplo, de factorización� a las PYME, se consideran elegibles los gastos resultantes de la creación y funcionamiento de dicha empresa de servicios durante un periodo determinado.

3.	Consolidación de las pérdidas: Las pérdidas de una actividad económica no se consideran elegibles. La mera reestructuración del pasivo del balance no implica efectos directos sobre inversiones posteriores.

��

Fuentes: 

-	Reglamento marco (artículo 3)

-	Reglamento del FEDER (artículo 1)

-	Reglamento de la Sección de Orientación del FEOGA (artículos 5 y 6)
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Ficha nº 18 : INGENIERÍA FINANCIERA: FONDOS DE GARANTÍA ��

Regla general:

		Los Fondos estructurales pueden cofinanciar la participación de los Estados miembros en la constitución o el refuerzo de fondos de garantía (en lo sucesivo denominados FG).

		En caso de cofinanciación de medidas de ingeniería financiera y, concretamente, de las relacionadas con los FG, deben aplicarse los principios generales siguientes: 

i)		Convendría limitar la implicación de la Comunidad en las técnicas de ingeniería financiera y, en cualquier caso, evitar que sustituya o se superponga al sistema financiero, a menos que se haya demostrado que este último resulta inadecuado para  las necesidades de desarrollo de la región en cuestión.

ii) 	La Comunidad cofinancia la contribución pública al capital social del fondo, no participa en la gestión del mismo ni contribuye a sus gastos de administración. El Estado miembro y sus socios privados o públicos son los únicos participantes o accionistas de estos fondos, quedando excluida la Comisión.

iii) 	El tipo de la cofinanciación comunitaria debe modularse teniendo en cuenta los ingresos generados por el fondo de acuerdo con el primer guión del apartado 3 del artículo 17 del Reglamento (CEE) nº 4253/88 del Consejo, modificado por el Reglamento (CEE) nº 2082/93.

iv) 	Principio de cooperación de los sectores público y privado: es preferible que los FG incluyan accionistas de ambos sectores, con una contribución sustancial del privado (por ejemplo el 30% del capital del fondo) con el fin de obtener un efecto de palanca.��v) 	Cuando una excepción al principio anterior responda a la ausencia de financiación pública nacional, el Estado miembro debe mantener su responsabilidad subsidiaria en el marco de la cooperación acordada en los Fondos estructurales (véase el artículo 23 del Reglamento de coordinación).

vi) 	Los FG deben administrarse según las normas y prácticas existentes en los mercados correspondientes a cada caso.

vii) 	Las condiciones de funcionamiento de estos fondos deben adaptarse a las disposiciones de ejecución financiera de las intervenciones, especialmente en lo que se refiere al concepto de compromiso y de gastos realizados, así como al cierre de la intervención.��viii) Los FG intervienen en empresas financiera y económicamente viables. Sus intervenciones no pueden consistir en operaciones de simple refinanciación del pasivo de las empresas.

ix) 	Las actividades de los FG se describen en un informe que debe presentarse a la Comisión por cada año natural, una vez ha emitido su dictamen el Comité de seguimiento.

x) 	La Comisión y el Tribunal de Cuentas tienen derecho de control de las actividades de los FG, lo que incluye el derecho a efectuar o mandar efectuar controles en las empresas a las cuales haya concedido el FG su garantía

Los FG deben establecerse por un periodo de tiempo apropiado y compatible con los objetivos perseguidos. Su duración mínima coincide con la de la forma de intervención.
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xii) 	Cualquier excepción a los principios establecidos en esta ficha deberá ser sometida a la aprobación de los servicios de la Comisión.

 [ N.B.: las disposiciones del inciso i) se consideran automáticamente cumplidas cuando la Comisión (DG IV) declara la conformidad del régimen de ayuda estatal con arreglo a lo establecido en el apartado 3 del artículo 92 del Tratado. ]

��Disposiciones específicas relativas a los fondos de garantía: 

1.	Estas disposiciones específicas se aplican a los organismos que garantizan a las instituciones financieras una parte del saldo vivo de los préstamos que conceden a las empresas, con el fin de que compartan con estas instituciones financieras el riesgo sobre las inversiones de las empresas beneficiarias. Se refieren por lo tanto concretamente a tres tipos de fondos de garantía:

	�	fondos de garantía de préstamos bancarios clásicos;

	�	sociedades de garantía mutua (también llamadas a veces sociedades de garantía recíproca); por lo general, estas sociedades sólo conceden garantías a sus accionistas (a menudo artesanos o empresas muy pequeñas);

	�	fondos de garantía de adquisición de participaciones (que garantizan una parte de los riesgos que suponen los fondos de capital riesgo).

2.	Todo esto se refiere a la subvención pagada a una autoridad pública responsable (Estado miembro, región, municipio ...) o a un intermediario designado de acuerdo con el Estado miembro (por ejemplo en el caso de una subvención global) para la constitución o el refuerzo del capital de un fondo de garantía (en lo sucesivo denominado FG).

A.	Constitución o incremento del capital de un fondo de garantía 

1.	La constitución de un FG debe ser objeto de una valoración a priori adecuada. En su caso, esta evaluación debe presentarse al Comité de seguimiento de la intervención de que se trate (si el FG en cuestión se incluye en una forma de intervención).

2.	El FG debe establecerse como fondo independiente, regulado por estatutos o un convenio o contrato entre los distintos socios, en los que debe precisarse en particular  la razón préstamos/capital1 autorizada para el fondo mientras dure la intervención comunitaria. El FG puede constituirse en el marco de un organismo ya existente con la condición de que sea objeto de un convenio de aplicación específica, que establezca, sobre todo, la ejecución de una contabilidad separada y distinta de los fondos aportados (públicos nacionales y comunitarios y otros).
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3.	La gestión del FG se encarga a un organismo autorizado por la legislación nacional para efectuar las operaciones en cuestión con la capacidad necesaria para una gestión correcta de los fondos consignados.

4.	El convenio o los estatutos y cuantas modificaciones se introduzcan en ellos deben ser objeto de aprobación previa por parte de los servicios competentes de la Comisión.

5.	Los pagos (iniciales y posteriores) de todos los participantes deben realizarse en efectivo, quedando excluida toda contribución en especie.

B.	Normas de funcionamiento del FG 

1.	Los FG deben cumplir las disposiciones nacionales que regulan las operaciones de concesión de garantía en el Estado miembro donde se aplican.

2.	Índice de cobertura de los préstamos bancarios 

	Los FG cofinanciados funcionan según las normas nacionales habituales aplicables a esta clase de fondos.

	Cuando no existen tales normas, el funcionamiento del FG sigue los siguientes principios:

	La totalidad de la inversión realizada por la empresa beneficiaria de la garantía del fondo no debe ser financiada por un préstamo bancario. El índice de cobertura asignado al préstamo por el FG se limita a un porcentaje máximo del saldo pendiente del préstamo concedido, por ejemplo un 75%. El porcentaje de garantía debe disminuir de forma proporcional al aumento del préstamo en el coste total de la inversión de la empresa beneficiaria. En caso de que se solicite la garantía, la devolución se limita a un porcentaje de la pérdida residual tras contenciosos en los préstamos individuales, por ejemplo entre un 50% y un 75%. La garantía puede cubrir el reembolso del capital y el pago de los intereses acumulados no abonados. 

��3.	Índice de cobertura de las garantías para adquisiciones de participación: 

	Los FG cofinanciados funcionan según las normas nacionales habituales aplicables a esta clase de fondos.

	Cuando no existen tales normas, el funcionamiento del FG sigue los principios siguientes:

	La garantía cubre un porcentaje limitado de las pérdidas sufridas por los inversores, por ejemplo un 50%, una vez deducidos los dividendos ya percibidos por éstos.

4.	El FG interviene en favor de empresas financiera y económicamente viables. Los préstamos garantizados por el FG no pueden consistir en operaciones de simple refinanciación del pasivo de las empresas. Deben dirigirse a operaciones de ampliación de actividades existentes, desarrollo de nuevas actividades o introducción de innovaciones o nuevas tecnologías en el método o sistema de producción.

���Ficha Nº18    (p. 4) 

5.	Las intervenciones del FG en empresas que desarrollen su actividad en el sector contemplado por el Reglamento (CEE) nº 866/90, relativo a la mejora de las condiciones de transformación y comercialización de los productos agrícolas (modificado por última vez por el Reglamento (CE) n? 2843/94 de 21.11.94; DOCE n? L 302 de 25.11.94, p. 1), deben respetar los criterios de selección mencionados en la Decisión n? 94/173/CEE (DOCE n? L 79 de 23.3.94, p. 29).../...

6.	Durante el periodo de intervención comunitaria, los ingresos del FG (sobre todo las primas de seguro y el producto de los intereses de inversión) deben incrementar el fondo.

7	La actividad del FG se presenta a la Comision en un informe por ano natural, una vez emitido el dictamen del comité de seguimiento.  Este informe debe incluir un balance y un analisis de los ingresos y gastos del FG, el desglose de los gastos de gestion, la lista detallada de las garantias concedidas (inversiones realizadas, préstamos acordados, garantias concedidas por empresa y sector, cumpliendo los principios de confidencialidad) y los problemas surgidos y sus posibles soluciones, propuestas o adoptadas.

8.	La Comisión Europea y el Tribunal de Cuentas Europeo tienen derecho de control de las actividades del FG, lo que incluye el derecho de efectuar o encargar auditorías en las empresas a las que el FG haya concedido su garantía.

9.	En caso de utilización del fondo en operaciones no conformes al convenio o a los estatutos, la Comisión puede pedir en cualquier momento al Estado miembro la transferencia de toda o parte de la ayuda comunitaria pagada para constituir el FG.

10.	El importe de los gastos de gestión del FG debe circunscribirse y limitarse de antemano a un porcentaje máximo anual del capital desembolsado. Este porcentaje debe permanecer durante un año en un límite adecuado en relación con las actividades del fondo. Por regla l, este límite se sitúa alrededor del 5%. Los gastos de gestión no se tienen en cuenta al calcular la utilización del capital en el cierre de la operación, con objeto de garantizar una utilización al 100% del capital del FG para concesiones de garantía.

11.	No es conveniente que un FG conceda su garantía a las adquisiciones de participación  de un fondo de capital riesgo ya cofinanciado por los Fondos estructurales

C.	Conceptos de "compromiso jurídico y financiero" y de "gastos efectivos realizados" en el caso de un FG 

1.	Compromiso a escala nacional:	

	El acta legal de constitución del capital o de aumento del capital inicial de un FG se considera como el compromiso jurídico y financiero, de acuerdo con las disposiciones de ejecución financiera para la aplicación de las intervenciones.
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2.	Gastos efectivos realizados:	

	Los gastos efectivos realizados consisten en el pago en efectivo de las partes de capital liberado del FG por los participantes (capital abonado), en estricta relación con los informes de ejecución que mencionan las concesiones de garantía que constituyen la justificación del correcto desarrollo de la medida.

	Los socios efectúan las posteriores contribuciones de capital al FG si el comité de seguimiento, basándose en los informes de ejecución, considera que el FG ofrece garantías suficientes en relación con las cantidades asignadas previamente.

      Las medidas de ingeniería financiera se integran en el método de cofinanciación de las formas de intervención. Los Estados miembros deben aceptar por lo tanto financiar por anticipado los ingresos de capital al FG, en caso necesario, si las solicitudes de fondos comunitarios se retrasan en la forma de intervención en la que se incluye el FG.

3.	El calendario de los ingresos de capital al FG debe ser el mismo para los socios públicos y privados, con arreglo a los porcentajes de participación en el capita.

 D.	Cierre de la intervención (véase el ejemplo del Anexo 1)

1.	Corresponde al Comité de seguimiento, a lo largo de la ejecución de la medida y en función de los informes de funcionamiento del FG que estudie, decidir a tiempo, en el límite de sus competencias, una nueva programación de los importes destinados al FG que vayan a ser obviamente infrautilizados o no utilizados en absoluto.

2.	En el cierre de la intervención comunitaria (tras la fecha límite para registrar los pagos), debe establecerse la posición financiera neta del FG comparando el capital total pagado con el total acumulado de las garantías concedidas durante el periodo.

	i) Se considera que la medida se ha ejecutado por completo si el cociente real de ejecución [total acumulado de las garantías concedidas por el FG / capital abonado] alcanza al menos el 75%  de la razón deuda/capital autorizada en los estatutos del Fondo.

	ii) Si, a pesar de la vigilancia del comité de seguimiento, en el momento del cierre el cociente real de ejecución [ total acumulado de las garantías concedidas / capital abonado] es inferior al 75% de la razón deuda/capital autorizada, los gastos subvencionables del fondo se reducen proporcionalmente y el importe correspondiente al excedente pagado se deduce en el saldo final abonado al Estado miembro por la Comunidad en la forma de intervención de que se trate.

3.	Tras el pago del saldo final de la forma de intervención, la Comisión ya no interviene en la ejecución o el seguimiento de la medida, salvo que existan disposiciones específicas en la materia precisadas en el convenio inicial antes citado, e independientemente de las demás disposiciones reglamentarias generales relativas al control.

��

�Ficha Nº18    (p. 6)

Particularidades de cada Fondo estructural: 

FEDER

	Las intervenciones del FG se hacen exclusivamente en favor de PYME, en los términos del tercer guión de la letra c) del artículo 1 del Reglamento del FEDER.

	La definición de PYME debe basarse en la Recomendación de la Comisión de 3 de abril de 1996 relativa a la definición de las PYME (DO n? L 107 de 30.4.1996, p. 4).  

��Fuentes:

-	Reglamento del FEDER (tercer guión de la letra c) del artículo 1).

-	Reglamento de la Sección de Orientación del FEOGA ( letra k) del artículo 5 y artículo 6).

-	Comunicación de la Comisión a los Estados miembros n?94/C 180/03 publicada en el DOCE n? C 180 de 1.7.94 (iniciativa comunitaria PYME) y, en particular, el punto 7.9.
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Anexo a la ficha nº 18 "Ingeniería financiera: Fondo de garantía"

	Cierre de la intervención: ejemplo práctico del mecanismo de cierre 

1.	Un fondo de garantía funciona con una participación comunitaria del 30%.

	El capital pagado del fondo desembolsado es 100.

	La razón deuda/capital fijada en los estatutos del Fondo es 6, es decir, el valor total de las garantías concedidas por el fondo en un momento dado representa a lo sumo 6 veces el valor del capital abonado, o sea 600 como máximo.

2.	En el cierre de la intervención, se comprueba si el importe total acumulado de las garantías concedidas por el FG es superior o igual al 75% de la razón deuda/capital, o sea un 75% de 6 x 100 = 450 (en lo sucesivo denominado "umbral").

	Hipótesis A: El volumen de las garantías concedidas es igual o superior a 450.

	La medida se considera ejecutada por completo (se considera que se ha utilizado toda la participación comunitaria).

	Hipótesis B: El volumen de las garantías concedidas es inferior a 450 y asciende, por ejemplo, a 400.

	La medida se ejecuta parcialmente. El tipo de ejecución de la medida es igual a: [volumen de las garantías concedidas / umbral], o sea, 400/450 = 88,89%. El capital del fondo se considera subvencionable para la cofinanciación en un 88,89%, y la contribución comunitaria debe ajustarse de forma proporcional al porcentaje de participación comunitaria para el 11,11% del capital del FG no utilizado, es decir, 30% x (11,11% de 100) = 3,33. Este 3,33 se reduce del saldo final pagado al Estado miembro por la Comunidad en la forma de intervención de que se trate.

3.	Es obvio que la razón deuda/capital varía de un Estado miembro a otro y de un fondo a otro en función del tipo de riesgos garantizados. Esto implica que, teóricamente, para dos FG que presenten características similares y una ejecución idéntica, pero una razón deuda/capital diferente, el cierre puede ser diferente.
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Ficha nº 19 : INGENIERÍA FINANCIERA: FONDOS DE CAPITAL RIESGO��

Regla general:

Los Fondos estructurales pueden cofinanciar la participación de los Estados miembros en la constitución o el incremento de fondos de capital riesgo (en lo sucesivo denominados FCR). 



Los siguientes principios generales deben aplicarse en el caso de cofinanciación de medidas de ingeniería financiera, especialmente de FCR:

i)	La implicación de la Comunidad en las técnicas de ingeniería financiera debe ser limitada y, en cualquier caso, evitar sustituir o superponerse al sistema financiero, a menos que se haya demostrado que este último es inadecuado a las necesidades de desarrollo de la región 	correspondiente.

ii)	La Comunidad cofinancia la contribución pública al capital social del fondo; no participa en   la gestión de éste ni contribuye a sus gastos de gestión. Sólo el Estado miembro y sus 	interlocutores privados o públicos, y no la Comisión, son los participantes o accionistas de estos fondos.

iii)	El porcentaje de cofinanciación comunitaria debe tener en cuenta las limitaciones impuestas de acuerdo con el segundo guión del apartado 3 del artículo 17 del Reglamento (CEE) n? 4253/88 del Consejo, modificado por el Reglamento (CEE) n?2082/93.

iv)	Principio de la cooperación entre el sector público y el privado: Es preferible que los FCR 	incluyan accionistas tanto del sector público como del privado, con una contribución sustancial de éste último (por ejemplo el 30% del capital del fondo) con el fin de obtener un efecto de palanca.��v)	Cuando una excepción al principio anterior responda a la ausencia de financiación pública nacional, el Estado miembro debe mantener su responsabilidad subsidiaria en virtud de la cooperación acordada en los Fondos estructurales (véase el artículo 23 del Reglamento de coordinación).  

vi)	Los FCR deben administrarse según las normas y prácticas existentes en cada ocasión en los mercados correspondientes.

vii)	Las normas de funcionamiento de dichos fondos deben adaptarse a las disposiciones de la ejecución financiera de las intervenciones, sobre todo en lo que se refiere al concepto de compromiso y de gastos efectuados, así como a las operaciones de cierre de la intervención. 
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viii)	Los FCR intervienen en empresas financiera y económicamente viables. Sus intervenciones no pueden consistir en operaciones de simple refinanciación del pasivo de las empresas.

ix)	Las actividad del FCR se presenta a la Comisión en un informe por año natural, una vez emitido el dictamen del Comité de seguimiento.

x)	La Comisión Europea y el Tribunal de Cuentas tienen derecho de control de las actividades del FCR, lo que incluye el derecho de efectuar o de encargar auditorías en las empresas en las que el FCR haya intervenido.

xi)		Los FCR deben establecerse por un periodo de tiempo conveniente, compatible con los objetivos perseguidos. Su duración mínima debe ser igual a la de la forma de intervención.	

xii) 			Cualquier excepción a los principios establecidos en esta ficha deberá ser sometida a la aprobación de los servicios de la Comisión.



	[ Nota: las disposiciones del inciso i) se consideran cumplidas automáticamente cuando la Comisión (DG IV) dé su aprobación sobre la conformidad del régimen de ayuda estatal en virtud del apartado 3 del artículo 92 del Tratado] 

��Disposiciones específicas relativas a los fondos de capital riesgo: 

Naturaleza o tipos de gastos: 

	Las medidas de ingeniería financiera, establecidas en la normativa, se financian según el método de cofinanciación de las formas de intervención. Mediante sus subvenciones, los Fondos estructurales cofinancian la participación de los Estados miembros en fondos de capital riesgo (FCR). Sólo el Estado miembro y sus interlocutores públicos o privados son los participantes o accionistas de este FCR, y no la Comisión.

	Esta ficha trata, por lo tanto, de la subvención abonada a una autoridad pública responsable (Estado miembro, región, municipio, etc.) o a un intermediario designado de acuerdo con el Estado miembro (en el caso de una subvención global) para participar en la constitución o el incremento de un fondo de capital riesgo (en lo sucesivo denominado FCR)1 

A.  Constitución o incremento de un fondo de capital riesgo (FCR) 

1.	La constitución o el incremento de un FCR deben ser objeto de una adecuada valoración previa, que ha de presentarse al Comité de seguimiento de la intervención correspondiente si el FCR en cuestión se incluye en una forma de intervención.

���Ficha Nº19    (p.3)

2.	El FCR debe establecerse como fondo independiente, regulado por estatutos o un convenio o contrato entre los distintos socios. El FCR puede constituirse dentro de un organismo existente a condición de que disponga de un convenio de aplicación específica en el que se precise, en particular, el establecimiento de una contabilidad separada y diferente de los fondos aportados (públicos -nacionales y comunitarios- y otros) para distinguir la utilización de los fondos iniciales (que no son todos necesariamente de origen comunitario) de la de los fondos invertidos posteriormente con motivo de la intervención comunitaria.

3.	La gestión del FCR se encarga a un organismo autorizado por la legislación nacional para que efectúe las operaciones correspondientes y disponga de la capacidad de gestión necesaria para administrar correctamente los fondos asignados. Esto significa que la gestión actual del fondo � tramitación y seguimiento de los expedientes individuales y decisiones de inversión� debe confiarse a un equipo profesional competente que actúe según los criterios del sector privado.

4.	El convenio o los estatutos y sus modificaciones deben ser objeto de un acuerdo previo de los servicios correspondientes de la Comisión.

5.	Principio de la cooperación pública y privada:

	Con objeto de producir un efecto de palanca en los inversores privados, es preferible que una parte sustancial del capital del FCR (por ejemplo, un 30%) sea aportada por el sector privado.

	Toda excepción a este modelo básico debe presentarse individualmente para la aprobación de los servicios responsables de la Comisión.



6.	Participación del Estado miembro en el capital del FCR:

	Es preferible que, además de la contribución comunitaria, el Estado miembro participe con una contribución pública propia al capital del FCR.

	Toda excepción a este modelo básico debe presentarse individualmente para la aprobación de los servicios responsables de la Comisión. En los casos que supongan una excepción a este principio, el Estado miembro seguirá siendo responsable subsidiario de la correcta ejecución de la medida, en relación con las disposiciones reglamentarias existentes, y participará en la creación del FCR únicamente sobre la base de la  ayuda comunitaria.

7.	De acuerdo con el apartado 3 del artículo 17 del Reglamento (CEE) n? 4253/88 del Consejo, cuya última modificación la constituye el Reglamento (CEE) n? 3193/94, el porcentaje de cofinanciación comunitaria en el capital del FCR no puede superar el 50% del coste total en las regiones del objetivo nº 1 ni el 30% del coste total en las demás regiones.

8. 	Los pagos (iniciales y posteriores) de todos los participantes deben hacerse en efectivo, quedando excluida toda contribución en especie.

��
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B.	  Normas de funcionamiento del FCR 

1.	Los FCR deben cumplir las disposiciones nacionales que regulan las operaciones de capital riesgo en el Estado miembro donde se apliquen.

2.	Las intervenciones del FCR consisten en la adquisición de participaciones, a saber: suscripción de capital social (acciones o partes sociales) en las empresas apoyadas, préstamos (participativos, en caso necesario), obligaciones (convertibles, en caso necesario) etc. Contemplan la aportación de fondos a la empresa mediante la suscripción de una parte del capital inicial (creación de empresas) o mediante el aumento de capital o de la liquidez disponible para la empresa. Estas adquisiciones de participación, en cualquiera de sus formas, deben abonarse íntegramente en efectivo.

3.	Cuando las actividades del FCR incluyan un elemento de ayuda que no esté regulado por la norma "de minimis", se exige una autorización previa en virtud de los artículos 92 y 93 del Tratado.

4.	Las intervenciones del FCR en empresas que actúen en el ámbito del Reglamento (CEE) nº 866/90, relativo a la mejora de las condiciones de transformación y comercialización de los productos agrícolas (cuya última modificación la constituye el Reglamento (CE) nº 2843/94 de 21.11.94; véase DOCE nº L 302 de 25.11.94, p.1), deben respetar los criterios de selección mencionados en la Decisión nº 94/173/CEE (DOCE nº L 79 de 23.3.94, p.29). 

5.	El FCR interviene en empresas financiera y económicamente viables. Las intervenciones del FCR no pueden consistir en operaciones de simple refinanciación del pasivo de las empresas, sino que deben consistir en operaciones de ampliación de actividades existentes, desarrollo de nuevas actividades o introducción de innovaciones o nuevas tecnologías en el método o el sistema de producción.

6.	La intervención del FCR en las empresas debe ser minoritaria y temporal.

7.	La intervención del FCR puede hacerse en asociación con otros FCR existentes en el mercado.

8.	Durante el periodo de intervención comunitaria, los ingresos del FCR (en particular, los posibles dividendos, las plusvalías y el producto de los intereses de inversión) deben añadirse al fondo, y utilizarse para financiar adquisiciones de participación y los gastos de gestión dentro de los límites establecidos más adelante.

9.	Por lo que se refiere a las empresas en las que el FCR realiza una adquisición de participación, en casos determinados puede ser conveniente introducir una cláusula de no distribución de los dividendos al FCR para mantenerlos en reserva en las empresas (por la totalidad de la participación del fondo o al menos de forma proporcional a la cofinanciación de la Comunidad). 

��
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La actividad del FCR se presenta a la Comisión en un informe por año natural previo dictamen del Comité de seguimiento. Dicho informe debe incluir un balance y un análisis de los ingresos y las pérdidas del FCR, el detalle de los gastos de gestión, un análisis de las transferencias efectuadas hacia el fondo, la lista detallada de las adquisiciones de participación efectuadas (inversiones realizadas, préstamos acordados, etc., por empresas y sectores, en cumplimiento de los principios de confidencialidad), los problemas surgidos y, en su caso, las soluciones propuestas o adoptadas.

La Comisión Europea y el Tribunal de Cuentas Europeo tienen derecho de control de las actividades del FCR, lo que incluye el derecho de efectuar o de encargar auditorías en las empresas en las que el FCR haya participado o participe.

12.	En caso de utilización del fondo para operaciones no conformes con el convenio de aplicación acordado, la Comisión podrá pedir en cualquier momento al Estado miembro la transferencia de toda o parte de la ayuda comunitaria abonada para constituir el FCR.

Con el fin de garantizar que el 100% del capital del FCR se utiliza en intervenciones, deben circunscribirse y limitarse de antemano los gastos de explotación del fondo de los que se haga cargo el FCR (estudios de mercado, etc.) mediante un porcentaje máximo anual del capital social abonado. Este porcentaje debe permanecer durante un año dentro del límite del 5% del capital. Los gastos de explotación no se tienen en cuenta al calcular la utilización del capital social durante las operaciones de cierre. 

C.	Conceptos de "compromiso jurídico y financiero" y de "gastos efectivos realizados" 

1.	Compromiso a escala nacional:

	El acta legal de constitución o de aumento del capital inicial de un FCR se considerará el compromiso jurídico y financiero, de acuerdo con las disposiciones de ejecución financiera para la aplicación de las intervenciones.



2.	Gastos efectivos realizados:

	Los gastos efectivos realizados consisten en el pago en efectivo de las partes de capital liberado del FCR por los participantes (capital abonado), en estricta relación con los informes de ejecución que mencionan las adquisiciones de participación efectuadas que representan la justificación del correcto desarrollo de la medida.

	Los socios efectuarán las posteriores contribuciones de capital al FCR por los socios si el Comité de seguimiento, basándose en los informes de ejecución, considera que el FCR ha utilizado de manera satisfactoria las cantidades asignadas previamente. 

��
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	Las medidas de ingeniería financiera se integran en el método de cofinanciación de las formas de intervención. Además, los Fondos estructurales, mediante sus subvenciones, cofinancian la participación de los Estados miembros en el FCR. Ahora bien, solamente el Estado miembro y sus socios, privados o públicos, son participantes o accionistas de los FCR. Esto implica que la financiación de éstos debe ser compatible con las disposiciones financieras de ejecución de las formas de intervención de los Fondos estructurales. Los Estados miembros deben aceptar financiar por anticipado, en caso necesario, los ingresos de capital a los FCR, si las peticiones de fondos comunitarios se retrasan en la forma de intervención.



El calendario de los ingresos de capital en el FCR debe ser el mismo para los socios públicos y privados, con arreglo a los porcentajes de participación en el capital.

D.	Cierre de la intervención 

1.	El FCR debe establecerse por un período de tiempo adecuado, compatible con los objetivos perseguidos. Su duración mínima debe ser igual a la de la forma de intervención.

2.	En el cierre de la intervención comunitaria (después de la fecha límite de pagos), debe establecerse la posición financiera neta del FCR comparando la utilización del capital total pagado con la suma total de las intervenciones en empresas durante ese periodo.

	�	Si se observa que la cantidad que resulta del total acumulado de las intervenciones en empresas durante el periodo cubre al menos el 100% del capital desembolsado (> o =), se considera que la medida se ha realizado por completo.

	 �	Corresponde al Comité de seguimiento, a lo largo de la ejecución de la medida y en función de los informes de funcionamiento del FCR que examine, decidir a tiempo, en el límite de sus competencias, una nueva programación de los importes destinados al FCR que vayan a ser obviamente infrautilizados o no utilizados en absoluto.

	�	Si, a pesar del control del Comité de seguimiento, en el momento del cierre, la suma total de las intervenciones en las empresas durante ese periodo es inferior al capital total abonado, el importe que corresponda al excedente debe deducirse del saldo final pagado al Estado miembro por la Comunidad en la forma de intervención de que se trate. 

Tras el pago del saldo final de la forma de intervención, la Comisión ya no interviene en la ejecución o el seguimiento de la medida salvo que en el convenio inicial antes citado se establezcan disposiciones específicas al respecto, e independientemente de las demás disposiciones reglamentarias generales relacionadas especialmente con el control .7

			.../...

��
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Tras el pago del saldo final de la forma de intervención, la Comisión ya no interviene en la ejecución o el seguimiento de la medida salvo que en el convenio inicial antes citado se establezcan disposiciones específicas al respecto, e independientemente de las demás disposiciones reglamentarias generales relacionadas especialmente con el control .7



Particularidades de cada Fondo estructural:

FEDER 

	Las intervenciones del FCR se hacen exclusivamente en PYME, con arreglo al tercer guión de la letra c) del artículo 1 del Reglamento del FEDER.

	La definición de PYME debera referirse a la recomendación de la Comisión de 3 de abril de 1996 relativa a la definición de las PYME (DO n L 107 de 30.4.1996, p. 4)

	



Referencias reglamentarias 



�	Reglamento (CEE) n? 4254/88 del Consejo (modificado por el Reglamento (CEE) n? 2083/93 del Consejo , tercer guión de la letra c) del artículo 1 (Reglamento del FEDER));

�	Reglamento (CEE) n? 4256/88 del Consejo  (modificado por el Reglamento (CEE) n? 2085/93 del Consejo, letra k) del artículo 5 y artículo 6 (Reglamento de la Sección de Orientación del FEOGA));

�	Comunicación de la Comisión a los Estados miembros, n? 94/C 180/03 publicada en el DOCE n? C 180 de 1.7.94 (Iniciativa comunitaria PYME), en particular el punto 7.9.

��
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Ficha nº 20 :  ARRENDAMIENTO FINANCIERO (LEASING) ��

Regla general:Se consideran elegibles las operaciones de leasing que satisfagan los siguientes requisitos 1 :��Condiciones  necesarias de elegibilidad  A. Arrendamiento financiero directo (La empresa de leasing, o arrendador,  es el primer beneficiario de la ayuda comunitaria, asignada sobre la base de los bienes que compra y que son objeto de los contratos de arrendamiento financiero): 

1.	Los contratos de arrendamiento financiero que se acojan a la intervención deben incluir una cláusula de compra, o fijar un periodo de leasing  en función de la  vida útil del bien objeto del contrato. 	

	En caso de rescisión anticipada del contrato sin acuerdo previo de las autoridades competentes, el arrendador se compromete a reembolsar a las autoridades nacionales competentes (por cuenta del Fondo en cuestión) la parte de la subvención comunitaria  correspondiente al periodo de leasing que quede por cubrir.

 2.	La compra del bien por  parte de la sociedad de leasing, justificada por una factura pagada o documento contable de valor probatorio equivalente, se considera  subvencionable por la cofinanciación. La ayuda comunitaria se paga  al arrendador, y este último debe hacer llegar la ayuda comunitaria al beneficiario del contrato de leasing (arrendatario).

3.	El importe máximo elegible no debe superar el valor comercial neto del bien arrendado. Este límite se establece con el fin de excluir la cofinanciación de gastos no subvencionables vinculados al contrato de leasing (gravámenes, intereses, costes de refinanciación, gastos de administración de la  empresa de leasing, costes de seguros, etc). En consecuencia, en el contrato se debe desglosar el arrendamiento en dos partes: por una parte el importe correspondiente a la compra neta y, por la otra, los gastos resultantes de la operación antes mencionados.   

4.	La ayuda comunitaria pagada a la sociedad de leasing debe utilizarse completamente en favor del beneficiario del contrato de leasing por medio de una reducción uniforme del importe de todos los alquileres e intereses devengados durante el arrendamiento financiero.

 ��
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B. Arrendamiento financiero indirecto 

(Cuando el beneficiario de la ayuda financiera de la Comunidad es el arrendatario de un contrato de leasing): 

1.	Los contratos de leasing que se acojan a la intervención deben incluir una  cláusula de compra o fijar un periodo de leasing correspondiente a la  vida útil del bien que es objeto del contrato. 	

2.	Los alquileres pagados por el arrendatario a la sociedad de leasing, justificados por una factura pagada o un documento contable de valor probatorio equivalente, constituyen el gasto elegible. La ayuda comunitaria se paga al arrendatario sobre la base de cada alquiler efectivamente pagado o en una sola vez sobre la base del importe actualizado de las mensualidades correspondiente al periodo de elegibilidad, si dicho importe actualizado corresponde a "gastos efectivos soportados” por el beneficiario final al inicio de la operación.

 

3.	Cuando la duración total del contrato supere la duración de la intervención comunitaria, sólo se consideran elegibles los alquileres pagados por el arrendatario hasta la fecha de finalización de la intervención (fecha límite para la aceptación de los pagos). Esta condición se basa en que sólo se consideran elegibles los costes reales y efectivamente incurridos, mientras que los gastos futuros no lo son (por ejemplo, gastos de alquileres futuros). Para adaptar la duración del contrato de leasing al periodo de intervención, el precio inicial del bien puede reducirse a principios del periodo mediante un pago elegible por la cofinanciación.

��4.	El importe máximo elegible por la cofinanciación comunitaria no debe superar el valor comercial neto del bien arrendado. Este límite se establece con el fin de excluir la cofinanciación de gastos no elegibles vinculados al contrato de leasing (gravámenes, intereses, costes de refinanciación, gastos de administración de la sociedad de arrendamiento financiero, costes de seguros, etc). En consecuencia, el contrato debe desglosar el alquiler en dos partes, por una parte el importe correspondiente a la compra neta y, por la otra, los gastos derivados de la operación anteriormente citados.

  ��Particularidades de cada Fondo:

FSE 

	i) El FSE no cofinancia la compra de bienes, sino solamente su alquiler o  amortización por la duración de la medida (véase ficha n?6 "Amortizaciones"). Por consiguiente, en el caso de este Fondo no es obligatoria la cláusula de compra. En cualquier caso, el FSE sólo cofinancia una parte de los alquileres satisfechos por el beneficiario final del contrato de leasing, en concepto de leasing operativo, a prorata temporis de la duración de la medida de formación o de o de cualquier otro tipo de acción elegible.

	ii) Por otra parte, con el fin de garantizar una buena relación coste/eficacia, se debe comprobar que el coste sufragado por el beneficiario final en concepto de leasing financiero no es superior al coste que habría supuesto el alquiler del mismo material, siempre que exista tal posibilidad de alquiler. En el caso contrario, el exceso de coste resultante de haber recurrido al leasing en vez de al alquiler simple se deducirá de los gastos elegibles���Ficha Nº20    (p. 2)

FEDER El desarrollo endógeno cofinanciado por el FEDER permite la adquisición, mediante  leasing, de bienes necesarios para la fundación y  el funcionamiento de una empresa de servicios a las PYME. Las condiciones anteriormente citadas en el caso del FSE son aplicables a los gastos corrientes financiados por este concepto. 

Proyectos piloto 

	Dado que estas acciones son por naturaleza de corta duración, las particularidades  indicadas en los incisos i) y ii) referentes al FEDER son igualmente aplicables a los proyectos piloto y acciones innovadoras en el caso de los tres Fondos estructurales y del IFOP. 

 ��

Fuentes: 

-	Directrices detalladas sobre el tratamiento del leasing en el marco de los instrumentos financieros estructurales de la Comunidad, DOCE N?C 250 de 14.9.1993
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Ficha nº 21 :  REGÍMENES DE AYUDAS REEMBOLSABLES ��

Definición: 

1.	Por "ayuda reembolsable" se entiende la concesión de una ayuda, en su caso temporal o no definitivamente adquirida,  por parte de una autoridad pública responsable o de un intermediario designado por el Estado miembro, a empresas o a particulares que actúen en el marco de un régimen de ayudas nacionales incluidas en un programa operativo. Las ayudas pueden referirse a todas las medidas elegibles por los Fondos estructurales.

2.	Se trata, pues, de la cofinanciación de un régimen de ayudas estatales aprobado o cubierto por la norma de minimis, y no de un sistema de préstamos propio de la actividad bancaria. Esta distinción se establece en el origen de los fondos que proceden de un organismo público cuyas ayudas están sometidas a la obligación de notificación a la Comisión de conformidad con el apartado 3 del artículo 93 del Tratado.

3.	Las ayudas reembolsables pueden combinarse con bonificaciones de intereses en relación con las condiciones del mercado bancario o con un tipo cero (de ahí la ayuda).

4.	El caso  concreto de la presente ficha no se inscribe en  la ingeniería financiera, puesto que lo que la Comisión cofinancia es un régimen de ayudas individuales que se van abonando a medida que el Estado miembro presenta sus justificantes de gastos, y no la creación de un fondo.

5.	Se trata de la primera serie de ayudas concedidas a  empresas o particulares que representa el gasto efectivamente incurrido en virtud de las disposiciones de ejecución financiera.

6.	Las empresas destinatarias de la ayuda la reembolsan al organismo que la ha concedido, con arreglo a ciertas normas que deben fijarse de antemano; estas devoluciones, junto con los posibles intereses, pasan a engrosar la dotación financiera inicial de la ayuda, abasteciendo  un nuevo ciclo de ayudas reembolsables

��

Disposiciones específicas:	 

La devolución de las ayudas debe llevarse a cabo según los siguientes criterios destinados a aumentar la transparencia de la gestión del régimen de ayudas:

1.	La gestión financiera de las ayudas ha de efectuarse de conformidad con las normas y definiciones aplicables a las ayudas concedidas no restituibles. No obstante, el aspecto "devolución" implica la observancia de los siguientes principios y normas de gestión financiera:

	1.1 El organismo que concede las ayudas reembolsables (= beneficiario final, véase la ficha "Beneficiario final") debe llevar una contabilidad transparente que permita, fundamentalmente con fines de control,  hacer la distinción entre:

	� 	el importe de las ayudas sobre la base de la dotación financiera inicialmente a disposición de este organismo;���Ficha Nº21    (p. 2 )

	� las devoluciones y pagos de los posibles intereses efectuados por los destinatarios de las ayudas reembolsables;

	�	el importe de nuevas ayudas asignadas, en su caso,  sobre la base de los importes  reembolsados o de los posibles intereses pagados por los destinatarios de las ayudas.

��	1.2 Es necesario cerciorarse de que las devoluciones y los posibles intereses percibidos no  sustituyan la contrapartida nacional prevista en el plan de financiación de la medida, y que se reutilicen en el mismo marco. Por consiguiente, para poder obtener la ayuda comunitaria asignada a la medida, al final del programa, el organismo que concede la ayuda deberá  justificar la utilización de los recursos previstos en el plan financiero, así como los recursos adicionales generados por las devoluciones y los posibles intereses pagados entre tanto.



	1.3 Para garantizar la transparencia de los flujos financieros,  el organismo que concede la ayuda debe establecer una declaración de gastos que incluya tanto los gastos efectivamente incurridos  (es decir, el importe de las ayudas concedidas y pagadas a los destinatarios) como una indicación de las devoluciones y posibles intereses percibidos durante el mismo periodo y registrados de manera distinta en su contabilidad (justificantes que deben presentarse durante las visitas de inspección sobre el terreno). ��

2.	El cierre de las formas de intervención que incluyen la cofinanciación de regímenes de ayudas reembolsables se llevará a cabo de acuerdo con las normas aplicables en la cofinanciación de regímenes de ayudas no restituibles, sin tener en cuenta las nuevas ayudas concedidas sobre la base de las devoluciones ni los posibles intereses percibidos dentro del periodo de ejecución de la intervención.



3.	Una vez realizado el pago del saldo final de la intervención, la Comisión no volverá a intervenir en la ejecución o el seguimiento de la acción, sin perjuicio de las disposiciones reglamentarias generales de control.

  ��

Fuentes: 

-	Reglamento marco (letra b) del apartado 2 del artículo 5)

-	Reglamento FEDER (artículo 1)

-	Reglamento relativo a la Sección de Orientación del FEOGA  (artículos 5 y 6)

-	Dictamen de la Comisión relativo a las normas mínimas aplicables a las ayudas estatales (DO n? C 68 de 6.3.1996)
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Ficha nº 22 : GASTOS DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS, INCLUIDOS LOS SUELDOS DE LOS FUNCIONARIOS DE LOS ESTADOS MIEMBROS��

Regla general:

1. 	En el marco de la cofinanciación de las formas de intervención, incluida la asistencia técnica, no son elegibles los gastos de las Administraciones públicas ni los sueldos de los funcionarios (de carrera) nacionales y territoriales resultantes de las tareas habituales de gestión,  seguimiento y  control de las medidas cofinanciadas que respondan a las exigencias reglamentarias.



2. 	Únicamente son elegibles los gastos adicionales, es decir, no ordinarios, relacionados con exigencias reglamentarias expresas y suplementarias. El Estado miembro debe facilitar la prueba de que se trata de gastos "adicionales" y éstos deben ser aceptados previamente por los servicios de la Comisión. En particular, es necesario comprobar que dicha financiación se justifica en relación con los objetivos del programa en cuestión y que estos gastos administrativos son directamente imputables a las acciones elegibles del programa.

	Se entienden por gastos adicionales elegibles en el marco de los créditos de la asistencia técnica los siguientes (la inclusión de los gastos relacionados con el personal adicional concierne a todos los sectores de la administración afectados, tanto si pertenecen a servicios de la administración central, descentralizados o territoriales):

�	en el ámbito del seguimiento y  la evaluación de las intervenciones, los gastos vinculados a la organización y los trabajos de los Comités de seguimiento y a la coordinación entre los distintos comités y subcomités (gastos de transporte, alojamiento y dietas de los funcionarios participantes, con excepción de sus sueldos), según los baremos estatutarios vigentes de las correspondientes Administraciones públicas; o según baremos a establecer en el marco de la cooperación.

�	en el ámbito del control de las acciones, los gastos vinculados a las visitas de inspección in situ y a la organización y coordinación del sistema de control establecido por el Estado miembro (gastos de transporte, alojamiento y dietas), con excepción de los sueldos de los inspectores públicos), según los baremos vigentes de las Administraciones públicas correspondientes; .no obstante, se recuerda que el coste total  de las medidas de seguimiento es elegible por el FSE, en virtud de la letra b del apartado 1 del artículo 6 del Reglamento del FSE; o según baremos a establecer en el marco de la cooperación.

_	los gastos incluidos los sueldos, resultantes del empleo temporal de personal contratado (funcionarios contratados o personal proveniente del sector privado) para realizar tareas de gestión, seguimiento, evaluación y control.

�	los gastos, incluidos los sueldos, resultantes de una comision de servicios temporal (que no excedan de doce meses) de un funcionario de carrera en una entidad territorial o en la Administración central con el fin de ayudar a la formación de los funcionarios territoriales y colaborar en la transferencia de experiencia en materia de gestión, seguimiento, evaluación y control de las medidas cofinanciadas.

	.../...���Ficha Nº22   (p.2)

Las modalidades de aplicación de estas disposiciones (procedimientos de aplicación, maximos aplicables, control...) resultaran de convenios a establecer de manera individual et separadapara cada caso en el marco de la colaboración.



Precisiones:

3. 	Los gastos de las administraciones públicas, incluidos los sueldos de los funcionarios nacionales, desde el punto de vista de costes operativos en virtud de un proyecto, realizados fuera de las tareas cotidianas de gestión, seguimiento y control, son admisibles cuando se trate:

-	 de gastos dirección de obra debidos a servicios profesionales realizados por  empleados o un servicio del sector público y bien sean facturados por un beneficiario final, bien sean certificados basándose en todos los justificantes que permitan determinar claramente los costes efectivos del servicio público en cuestión en beneficio del proyecto individual (ficha en la que se precisan el trabajo prestado por cuenta del beneficiario final, el cálculo proporcional basado en la nómina del empleado en comisión de servicio, etc.);

-	gastos de contratación resultantes de servicios profesionales de empleados o de un servicio del sector público  facturados a un organismo contratante, con independencia del carácter público o privado de este último;

-	gastos resultantes de la ejecución de trabajos u obras (“maître d’ouvrage”), incluidas las prestaciones de servicios, sufragados por una administración pública beneficiaria final que realice el proyecto por cuenta propia sin recurrir a una ingeniería o empresa externa, a condición de que sean gastos realmente incurridos y estrictamente relacionados con el proyecto cofinanciado;

-	costes de una acción integrada en una medida cuyo objeto sea en sí mismo un gasto público (tal como se indica en las particularidades de cada Fondo).

��Particularidades de cada Fondo: 

FSE 

	Medidas cuyo objeto  es un gasto público: 

	Los gastos administrativos de los que trata la presente ficha no se refieren a los costes operativos sufragados por los organismos públicos o sus agentes como beneficiarios finales y relativos a "la preparación, el funcionamiento, la gestión y la evaluación de las acciones" de formación que son subvencionables de conformidad con el apartado 1 del artículo 2 del Reglamento del FSE.

	Ejemplo: formación de funcionarios territoriales o nacionales en las regiones del objetivo nº 1.

 ��Sección de Orientación del FEOGA  Medidas cuyo objeto es un gasto público:

	Los gastos administrativos de los que trata la presente ficha no se refieren a los costes operativos sufragados por organismos públicos beneficiarios finales de la acción cofinanciada.��

�Ficha Nº22    (p.3)

?	FEDER 

	Caso de proyectos piloto en virtud del artículo 10 del Reglamento del FEDER:

	Se consideran elegibles los gastos de personal de las entidades territoriales que ejecuten los trabajos u obras (“maître d’oeuvre”- es decir, como responsables de la realización del proyecto piloto) o prestatarios de servicio. Estos gastos no podrán rebasar en ningún caso el 25% del coste total elegible del proyecto piloto

��Fuentes: 

-	Reglamento de coordinación (apartado 2 del artículo 17 y apartado 1 del artículo 25)

-	Reglamento de la Sección de Orientación del FEOGA (Artículos 2, 5 y 6)

-	Reglamento (CEE) n? 270/79 del Consejo (Sección de Orientación del FEOGA)

-	Reglamento del FSE (artículos 1 y 6)

-	Reglamento del FEDER (artículo 1)

-	Declaración de la Comisión en el acta de 20.7.1993, referente al apartado 3 del artículo 21 del Reglamento de coordinación, (CEE) n? 4253/88, modificado por el Reglamento (CEE) n? 2082/93, inscrita en el acta de adopción por el Consejo del Reglamento (CEE) n? 2082/93, de 20 de julio de 1993

-	Vademécum "Asistencia técnica", elaborado por la DG XVI (noviembre de 1994)

��



�Disposiciones de ejecución financiera aplicables a las intervenciones



1. La Comisión y los Estados miembros han acordado aplicar de la forma que se indica a continuación los artículos 19 a 24 del Reglamento (CEE) nº 4253/88 del Consejo, de 19 de diciembre de 1988�, modificado por el Reglamento (CEE) nº 2082/93�. La aplicación se efectuará en colaboración con las autoridades responsables de la ejecución de las intervenciones.



2. Con objeto de facilitar la verificación de los gastos por las autoridades de control comunitarias y nacionales, los Estados miembros se comprometen a garantizar que, cuando se trate de medidas cofinanciadas por los Fondos estructurales y el IFOP, todos los organismos que hayan sido designados por la autoridad facultada para certificar la veracidad de los gastos y que participen en la gestión y ejecución de esas medidas utilicen un sistema de contabilidad independiente o una codificación contable adecuada que permita obtener estados recapitulativos, detallados y sinópticos de todas las transacciones que sean objeto de las intervenciones comunitarias (de conformidad con el punto 21).



3. El sistema de contabilidad, que se basará en justificantes comprobables, permitirá la obtención de :

estados de cuentas detallados que recojan por cada beneficiario final las indicaciones correspondientes al seguimiento de cada una de las medidas cofinanciadas, precisando en moneda nacional el importe de los gastos pagados e indicando por cada justificante las fechas de recepción y de pago;

estados de cuentas sinópticos referentes al conjunto de las medidas cofinanciadas.



Nociones de "compromiso jurídico y financiero a nivel nacional", de "gastos efectivos realizados" y de "beneficiarios finales"



4. Las "disposiciones jurídicamente obligatorias" y los "compromisos de los medios financieros necesarios" son las decisiones adoptadas por los beneficiarios finales para la ejecución de las operaciones subvencionables y la asignación de los fondos públicos correspondientes. Estas nociones deberán tener en cuenta tanto las particularidades de la organización institucional y de los procedimientos administrativos de cada Estado miembro como el propio carácter de las operaciones.

5. Los "gastos efectivos realizados" habrán de corresponder a los pagos que los beneficiarios finales hayan hecho efectivos y que puedan comprobarse con facturas pagadas u otros documentos contables de valor probatorio equivalente, según las condiciones previstas en los puntos 13, 14 y 20.



El apartado 2 del artículo 17 del Reglamento (CEE) nº 4253/88, modificado, dispone que la participación comunitaria se fije en relación con los "costes totales elegibles" o en relación con el "total de gastos públicos o asimilables elegibles". Los planes de financiación de las intervenciones habrán de precisar la opción que se seleccione.



6. Los "beneficiarios finales" son :

los organismos o las empresas públicas o privadas que se ocupan de encargar la ejecución de las obras (contratistas);

tratándose de regímenes de ayudas y de la concesión de ayudas por organismos designados por los Estados miembros, los propios organismos que otorgan las ayudas.



Son estos organismos los que deberán proceder a la recogida de toda la información financiera necesaria (recopilación de las facturas pagadas o de otros documentos contables de valor probatorio equivalente).



7. El párrafo segundo del apartado 3 del artículo 21 del Reglamento (CEE) nº 4253/88, modificado, dispone que los pagos a los beneficiarios finales se efectúen sin descuento ni retención alguna que disminuya la cuantía de la ayuda financiera a la que éstos tengan derecho. Además, el apartado 5 del mismo artículo establece que, siempre que las solicitudes de los beneficiarios finales reúnan las condiciones necesarias para proceder al pago, el importe de los anticipos y de los pagos se abone a aquéllos en el más breve plazo y, como norma general, dentro de los tres meses siguientes a la recepción de los créditos por el Estado miembro.



Mecanismo de los compromisos y pagos comunitarios



8. Tanto los compromisos presupuestarios iniciales como los siguientes deberán basarse en el plan de financiación y, por regla general, habrán de corresponder a tramos anuales, salvo, en su caso, cuando se trate de medidas de una duración inferior a dos años o cuando la ayuda comunitaria no sobrepase los 40 millones de ecus.



9. El compromiso correspondiente al primer tramo anual deberá tener lugar en el momento en que la Comisión adopte la decisión por la que se apruebe la intervención.



10. Los compromisos siguientes habrán de realizarse en función del nivel de gastos que indique el estado de ejecución de la intervención. En principio, se efectuarán cuando el Estado miembro certifique a la Comisión que los gastos efectivos realizados por los beneficiarios finales representan:

el 40%, como mínimo, del importe total previsto de los costes o de los gastos elegibles (que figuren en el plan de financiación) correspondientes al compromiso del tramo anterior, y siempre que la ejecución de la intervención avance, de hecho, con arreglo a lo programado;

el 80%, como mínimo, del importe total de los costes o de los gastos elegibles correspondientes al penúltimo compromiso;

el 100% del importe total de los costes o de los gastos elegibles correspondientes al tramo o tramos anteriores al penúltimo compromiso, tramos éstos que, en la fecha del nuevo compromiso, deberán hallarse cerrados.



11. En caso de modificarse el plan de financiación, se podrán efectuar compromisos complementarios para un tramo anual ya comprometido. Sin embargo, no podrán abonarse anticipos adicionales por esos compromisos complementarios salvo que el Estado miembro así lo solicite.



12. Dentro de las disponibilidades presupuestarias, los compromisos correspondientes a cada tramo anual de la ayuda comunitaria destinada a una intervención se efectuarán una vez que queden cumplidas las condiciones indicadas en los puntos 9 y 10, independientemente de la fecha en que tenga lugar el cumplimiento de las mismas. Por consiguiente, será posible comprometer en un ejercicio presupuestario el tramo anual correspondiente a un año pasado o venidero.



13. El primer anticipo de cada compromiso podrá alcanzar, como máximo, el 50% del importe comprometido. Salvo en el caso del primer compromiso, el anticipo se abonará cuando el Estado miembro certifique que los beneficiarios finales han gastado el 60% y el 100% de los costes totales elegibles que, según el plan de financiación vigente, correspondan al último y al penúltimo tramo. En esta fase, la prueba de los gastos efectivos realizados podrá basarse en datos procedentes del sistema de seguimiento de la intervención que sean pertinentes a tal efecto. Además, el Estado miembro deberá certificar que la intervención avanza de acuerdo con lo programado.



14. El pago de un segundo anticipo (calculado de forma que su suma con el primero no sobrepase el 80% del compromiso) podrá efectuarse cuando el Estado miembro haya certificado que los beneficiarios finales han realizado gastos correspondientes a, por lo menos, la mitad del primero (es decir, como mínimo el 25% del compromiso total en el caso de que el primer anticipo haya alcanzado el 50% del importe comprometido) y que la ejecución material de la intervención avanza de conformidad con lo programado. En esta fase, la prueba de los gastos efectivos realizados deberá presentarse en las mismas condiciones que las indicadas en el punto 13.



No obstante, en casos excepcionales debidamente justificados y para hacer frente a dificultades particulares, la Comisión podrá aceptar, a solicitud del Estado miembro, que los gastos certificados sean los pagos efectuados a los beneficiarios finales (especialmente, cuando se trate de medidas llevadas a cabo por organismos autónomos).



15. En los casos de compromiso único contemplados en el apartado 3 del artículo 20 del Reglamento (CEE) nº 4253/88, modificado, el primer anticipo podrá ascender como máximo al 50% del importe total cuando las previsiones de realización dispongan que al menos el 50% de los gastos elegibles se efectúe dentro de los dos primeros años de ejecución. En caso contrario, el primer anticipo se elevará como máximo al 30%. El segundo, por su parte, se calculará de conformidad con el apartado 3 del artículo 21 del citado Reglamento.



16. Si, como resultado de una modificación del plan de financiación de una intervención, los compromisos o pagos comunitarios ya efectuados sobrepasaren los importes consignados en ese plan modificado, al proceder al libramiento de la primera operación financiera (compromiso o pago) posterior a dicha modificación, la Comisión efectuará un ajuste para deducir el importe comprometido o pagado en exceso�. En el caso de que la modificación dé derecho a pagos complementarios de los ya realizados en el marco de los tramos anteriores, el Estado miembro deberá presentar una solicitud de pago complementario (véase el punto 11). La Comisión procederá a la liquidación financiera basándose en los tramos anuales recogidos en el plan de financiación vigente modificado por el Comité de seguimiento o por ella misma.



17. En los casos en que la modificación del plan de financiación implique una concentración muy fuerte de los gastos en un determinado tramo, el primer anticipo pagadero en el marco de dicho tramo no podrá sobrepasar, como norma general, el 30% del importe total correspondiente al mismo.



18. En los casos en que la modificación del plan de financiación sobrepase los límites de los poderes delegados a los Comités de seguimiento, los importes consignados en el plan de financiación modificado referentes a los años anteriores deberán corresponder a los gastos efectivos realizados en dichos años, tal como se presenten o vayan a presentarse en las certificaciones y en los informes anuales de ejecución.



19. El cierre de cada tramo anual (es decir, la presentación de los gastos para el pago del saldo) podrá tener lugar :

sistemáticamente el 31 de diciembre del año en cuestión, en cuyo caso se procederá a un reexamen del plan de financiación y, en su caso, a su adaptación cuando los gastos efectivos realizados en dicho año no coincidan con los programados (opción seguida por el FSE), o

en el momento en que los gastos efectivos realizados alcancen el importe que indique el plan de financiación para el tramo en cuestión, independientemente de la fecha en que esto tenga lugar. Ello implica que, en general, puede no haber coincidencia entre el ejercicio presupuestario y el periodo en el curso del cual se pagan efectivamente los gastos que estaba previsto realizar durante el ejercicio en cuestión (opción seguida por el FEDER y el FEOGA).



20. El pago del saldo de cada compromiso estará subordinado al cumplimiento de las condiciones siguientes :

El Estado miembro o la autoridad por él designada deberán presentar a la Comisión una solicitud de pago dentro de los seis meses siguientes al final del año considerado o a la conclusión material de la intervención. Dicha solicitud habrá de basarse en los gastos efectivos realizados por los beneficiarios finales.

La autoridad designada por el Estado miembro deberá presentar a la Comisión los informes contemplados en el apartado 4 del artículo 25 del Reglamento (CEE) nº 4253/88, modificado. Estos informes anuales de ejecución incluirán la información necesaria para que la Comisión pueda apreciar el estado de realización de las medidas cofinanciadas y, salvo casos debidamente justificados, los datos en ellos recogidos sobre los gastos efectivos realizados tendrán que ser compatibles con los de la última certificación recibida antes del envío del informe anual.

El Estado miembro deberá transmitir a la Comisión un certificado en el que se confirmen los datos facilitados en la solicitud de pago y en los informes.





Declaraciones de gastos y solicitudes de pago admisibles por la Comisión



21. En la decisión de concesión de la ayuda se mencionará la fecha a partir de la cual sean elegibles los gastos.



Las declaraciones de gastos presentadas en apoyo de toda solicitud de pago deberán incluir un estado de cuentas que, desglosado por años y por subprogramas o tipos de medidas o acciones, indique el importe total de los gastos, mostrando así el vínculo entre el plan de financiación indicativo y los gastos realmente efectuados. Las certificaciones de gastos deberán haberse establecido sobre la base de los estados de cuentas detallados a los que hace referencia el punto 3.



22. Como norma general, todos los pagos correspondientes a una ayuda deberán ser abonados por la Comisión a la autoridad o al organismo nacional, regional o local designado por el Estado miembro dentro de los dos meses siguientes a la recepción de la solicitud correspondiente, siempre que ésta sea admisible. Dentro de ese mismo plazo, la Comisión informará a la autoridad o al organismo interesado en el caso de que aquélla no sea admisible.



23. Los Estados miembros velarán por que las solicitudes de pago y las declaraciones de gastos se presenten, en la medida de lo posible, siguiendo un programa escalonado a lo largo del año.



Utilización del ecu, tipo de conversión y procedimiento de indexación



24. De conformidad con el artículo 22 del Reglamento (CEE) nº 4253/88 y con las disposiciones del Reglamento (CEE) nº 1866/90 de la Comisión, de 2 de julio de 1990, por el que se establecen las disposiciones relativas a la utilización del ecu en la ejecución presupuestaria de los Fondos estructurales�, modificado por el Reglamento (CEE) nº 402/94�, todos los compromisos y pagos deberán efectuarse en ecus.



25. En aplicación del apartado 3 del artículo 5 del Reglamento (CEE) nº 1866/90, las declaraciones de los gastos efectivos realizados en moneda nacional deberán convertirse en ecus al tipo vigente en el mes de su recepción por la Comisión.



26. De acuerdo con los artículos 2 y 4 del Reglamento (CEE) nº 1866/90, los planes de financiación de los marcos comunitarios de apoyo (MCA), de los documentos únicos de programación (DOCUP) y de las intervenciones [incluidas las concesiones de ayuda de las iniciativas comunitarias (IC)] habrán de expresarse en ecus, sin que, sin perjuicio de lo dispuesto a continuación, sea posible proceder a su indexación.



27. Debido a la indexación de los Fondos estructurales y del IFOP, todos los años deberán añadirse recursos adicionales a la ayuda comunitaria global de los MCA, DOCUP y propuestas de IC. Dichos recursos se basarán en un reparto anual de la ayuda comunitaria expresada en ecus y definida en las decisiones de la Comisión por las que se aprueben los MCA y los DOCUP y en las que se propongan IC a los Estados miembros. Este reparto anual, expresado en los precios del año de cada una de esas decisiones, deberá calcularse de forma que sea compatible con la progresividad de los créditos de compromiso indicada en el Anexo II del Reglamento (CEE) nº 2052/88, modificado. A los efectos de la indexación, esa compatibilidad deberá ser garantizada a lo largo de todo el periodo de ejecución de los MCA, DOCUP e IC.



Por lo demás, esas decisiones de la Comisión presentarán también a título indicativo el reparto previsto inicial entre los Fondos y el IFOP que se contenga en los planes de financiación, sin que ello obste para que dicho reparto pueda variar posteriormente en función de los cambios que puedan producirse en las programaciones.



28. La indexación se basará en un solo tipo anual correspondiente al tipo que se aplique anualmente a los créditos presupuestarios en función de los mecanismos de adaptación técnica de las perspectivas financieras.



29. Los recursos financieros adicionales derivados de la indexación de cada MCA, DOCUP y propuesta de IC a los Estados miembros se obtendrán de la forma siguiente :



A más tardar al comienzo de cada año, los servicios de la Comisión aplicarán el tipo de indexación del año considerado a las anualidades relativas a ese mismo año y a los años siguientes que corresponden a la última versión indexada del reparto anual de la ayuda comunitaria en cada MCA, DOCUP o propuesta de IC, tal como establezca la decisión de la Comisión por la que se haya aprobado dicho MCA, DOCUP o propuesta de IC.

La diferencia entre el montante así obtenido y el resultante de la operación de indexación anterior constituye los recursos financieros adicionales producidos por la indexación del ejercicio considerado.



Este procedimiento equivale a repartir proporcionalmente al montante financiero global de los MCA, DOCUP y propuestas de IC los importes adicionales que resulten de la indexación de los créditos indicados en el Anexo II del Reglamento (CEE) nº 2052/88.



30. Los recursos financieros adicionales producidos por la indexación de cada MCA, DOCUP y propuesta de IC se asignarán de la forma siguiente :

El Comité de seguimiento del MCA, del DOCUP o de la IC propondrá que los recursos financieros adicionales producidos por la indexación del MCA, del DOCUP o de la propuesta de IC se asignen� al aumento de la ayuda comunitaria destinada a determinadas formas de intervención existentes o a la financiación de nuevas medidas.

Esta asignación de recursos deberá hacer siempre una distinción entre los importes que hayan de destinarse a los MCA/DOCUP propiamente dichos ("iniciativas nacionales") y los que deban corresponder a las iniciativas comunitarias.

Sobre la base de esa propuesta y siguiendo los procedimientos vigentes, la Comisión decidirá formalmente la concesión de ayudas suplementarias o nuevas.



Control financiero e irregularidades



31. Tanto los Estados miembros como la Comisión podrán proceder con arreglo a lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 23 del Reglamento (CEE) nº 4253/88 a efectuar controles con objeto de garantizar que los fondos se gasten de conformidad con los objetivos fijados, las disposiciones reglamentarias y los principios de buena gestión financiera.



Por medio de esos controles, la Comisión deberá poder comprobar que todos los gastos imputados a las intervenciones se han realizado efectivamente y son conformes, elegibles y regulares. Además, de acuerdo con las disposiciones del Reglamento (CE) nº 1681/94 de la Comisión, de 12.7.1994, sobre las irregularidades y la recuperación de las sumas indebidamente pagadas en el marco de la financiación de las políticas estructurales y sobre la organización de un sistema de información en este ámbito, los Estados miembros y la Comisión intercambiarán inmediatamente cuanta información sea pertinente respecto de los resultados de aquellos controles.



Los Estados miembros conservarán a disposición de la Comisión todos los informes nacionales de control que se elaboren en relación con cada intervención.



32. En cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 23 del Reglamento (CEE) nº 4253/88, durante los tres años siguientes al último pago imputable a una intervención, las autoridades responsables de la ejecución de ésta mantendrán a disposición de la Comisión todos los justificantes de los gastos y de los controles correspondientes.

Prevención y detección de irregularidades

Reducción, suspensión y supresión de la ayuda

Recuperación de las sumas indebidas



33. El Reglamento (CE) n° 1681/94 de la Comisión� contiene las disposiciones de aplicación del segundo guión del apartado 1 del artículo 23 del Reglamento (CEE) nº 4253/88, modificado.



34. Los Estados miembros y los beneficiarios deberán velar por que la financiación comunitaria se destine a los fines previstos. Cuando la realización de una acción o medida no justifique una parte o la totalidad de la ayuda financiera que le haya sido asignada, la Comisión podrá reducir o suspender dicha ayuda y, en tal caso, el Estado miembro deberá recuperar los importes debidos de conformidad con lo dispuesto en el Reglamento (CEE) nº 1865/90 de la Comisión, de 2 de julio de 1990, relativo a los intereses de demora que deberán pagarse en caso de devolución con retraso de ayudas de los Fondos estructurales�. La autoridad responsable de la devolución a la Comisión de los importes que se recuperen por haber sido indebidamente pagados será la que haya designado el Estado miembro de acuerdo con el punto 22 anterior. Si se planteare un litigio, la Comisión procederá en el marco de la cooperación al examen del caso y pedirá al Estado miembro o a las autoridades designadas por éste para la ejecución de la acción que presenten sus observaciones en un plazo de dos meses. En tales casos, serán aplicables las disposiciones establecidas en el Reglamento (CE) nº 1681/94 de la Comisión.



35. Si se produjere un retraso importante en la ejecución de una intervención, la Comisión podrá estudiar en concertación con el Estado miembro la posibilidad de proceder a una reasignación de los recursos, reduciendo el montante financiero de esa intervención sin disminuir, sin embargo, el montante financiero global del MCA.



Procedimiento de cierre de la intervención

36. Las decisiones de concesión de ayudas fijarán los plazos de ejecución de la intervención considerada. Estos plazos se referirán, por una parte, a la adopción de las disposiciones jurídicamente obligatorias y al compromiso por el Estado miembro de los medios financieros que sean necesarios y, por otra parte, al cierre de los pagos por parte de los beneficiarios finales. A solicitud del Estado miembro, debidamente presentada antes de la expiración de esos plazos y acompañada de la información que justifique la modificación deseada, los servicios de la Comisión podrán aplicar a dichos plazos una prórroga de duración no superior a un año. Si la prórroga solicitada sobrepasare un año, será preciso que la Comisión adopte una decisión formal a tal efecto.



37. Ningún gasto realizado con posterioridad a la fecha (en su caso, prorrogada) que se haya fijado para la conclusión de los pagos podrá ser tomado en consideración para la concesión de una ayuda de los Fondos estructurales.





�Circular de 2 de julio de 1998, de la Intervención General de la Comunidad Autónoma de la R.de Murcia, sobre consideraciones sobre gastos elegibles con cargo a los fondos estructurales de la UE. especial referencia a los documentos substitutivos de las facturas y a la acreditación del pago de los gastos. 



La Comisión Europea adoptó el día 16 de abril de 1997 una propuesta de D. Anita Gradin  -miembro de la Comisión responsable de Control Financiero - cuya finalidad es aclarar qué tipos de gastos pueden ser cofinanciados por el presupuesto de los Fondos Estructurales de la Unión Europea (UE). La Decisión incluye directrices detalladas respecto de una serie de ámbitos que han resultado ser los más problemáticos a la hora de decidir si un tipo determinado de gasto puede ser financiado. Así pues, se han despejado las dudas existentes, ya que tanto la Comisión como los Estados miembros aprueban tales directrices. La Decisión adoptada constituye también una respuesta al Tribunal de Cuentas, que había solicitado que se establecieran criterios de subvencionabilidad claros y coherentes.



La ficha nº 4  denominada “PRECISIONES SOBRE EL CONCEPTO DE COSTES REALES” , establece que:



“Regla general:

Los "gastos efectivos realizados” deben corresponder a pagos efectuados por los beneficiarios finales, justificados mediante facturas pagadas o documentos contables de valor probatorio equivalente (punto 5 de las disposiciones de ejecución financiera).



1.	La elegibilidad de un gasto debe juzgarse en relación con el contexto general en que se inscriba, su naturaleza y su importe, el cumplimiento de la asignación física o temporal del bien o el servicio y la medida cofinanciada.

2. Deben descartarse dos hipótesis:

	�	la existencia de más de dos niveles de subcontratación o de subcontrataciones injustificadas que no aporten ningún valor añadido;

	�	los contratos por mediación de intermediarios o agentes, en los que el importe pagadero se exprese como porcentaje del importe cofinanciado.

3.	Por "documento contable de valor probatorio equivalente" se entiende, cuando la emisión de una factura no proceda con arreglo a las normas fiscales y contables nacionales, todo documento presentado para justificar que la anotación contable ofrezca una imagen fiel de la realidad y sea conforme a las normas vigentes en materia de contabilidad.”



Vemos pues que, para juzgar la procedencia de acreditar mediante factura la realidad de un gasto, nos debemos de remitir a la legislación fiscal y contable.



En nuestro ordenamiento jurídico, la regulación de las facturas viene determinada por el REAL DECRETO 18-12-1985, núm. 2402/1985, de 18 de diciembre, por el que se regula el deber de expedir y entregar factura que incumbe a los empresarios y profesionales.



Cuando por la naturaleza del gasto no proceda la exigencia de la acreditación del gasto mediante factura pagada, se deberá exigir el documento contable de valor probatorio equivalente. Tal es el caso de amortizaciones (que se acreditaría con el asiento o tabla de amortización), costes calculados, etc.



Desde el punto de vista fiscal, el gasto se acredita mediante factura completa . Así, el artículo 8 del RD 2402/1995 , de 18 de diciembre, por el que se regula el deber de expedir y entregar factura que incumbe a los empresarios y profesionales, establece que:



“Artículo 8

1.	Para la determinación de las bases o de las cuotas tributarias, tanto los gastos necesarios para la obtención de los ingresos como las deducciones practicadas, cuando estén originados por operaciones realizadas por empresarios o profesionales, deberán justificarse mediante factura completa, entregada por el empresario o profesional que haya realizado la correspondiente operación.

A los efectos previstos en este Real Decreto se entiende por factura completa la que reúna todos los datos y requisitos a que se refiere el apartado primero del artículo 3.º Los destinatarios de las operaciones tendrán derecho a exigir de los empresarios o profesionales la expedición y entrega de la correspondiente factura completa en los casos en que ésta deba emitirse con arreglo a derecho.

2.	Cuando los gastos imputados o las deducciones practicadas sean consecuencia de una entrega o servicio independiente realizado por quien no sea empresario o profesional, el destinatario de la operación deberá justificar aquéllos del siguiente modo:

a)	Si el destinatario de la operación no es empresario ni profesional, mediante los medios de prueba admitidos en Derecho siempre que consten la identidad y domicilio de las partes, la naturaleza de la operación, el precio y condiciones para su pago y el lugar y la fecha de su realización.

b)	Si el destinatario es empresario o profesional, mediante documento público o privado, si se trata de la adquisición de bienes inmuebles, y mediante una factura extendida por aquél al efecto en los demás casos. Esta factura deberá ir firmada por el transmitente o prestador del bien o servicio y contendrá los datos a que se refiere el apartado primero del artículo 3 de este Real Decreto, aludiendo a la contraprestación satisfecha. Cuando la operación quede afectada por el régimen especial de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección, la factura de compra se ajustará, en su caso, a lo que disponga la normativa relativa al Impuesto sobre el Valor Añadido.

3.	Tratándose de adquisiciones efectuadas a empresarios acogidos al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca, los gastos que aquéllas supongan o las deducciones que procedan habrán de justificarse mediante el recibo exigido por la normativa del Impuesto sobre el Valor Añadido a emitir por el destinatario de la operación. En el caso de adquisiciones de personas o entidades no establecidas en España servirá de justificante el documento que contenga, en su caso, la liquidación del Impuesto sobre el Valor Añadido. Cuando no proceda la expedición de los citados documentos, deberá justificarse la adquisición, en su caso, en los términos establecidos en el apartado anterior.

4.	Las facturas justificativas de los gastos imputados o las deducciones practicadas deberán conservarse durante el plazo de prescripción del derecho de la Administración para determinar las deudas tributarias afectadas por la operación correspondiente.

5.	La adquisición de valores mobiliarios podrá justificarse mediante el documento público extendido por el fedatario interviniente o el justificante bancario de la operación. La adquisición de activos financieros con rendimiento implícito se justificará en la forma prevista en el artículo 9.º del Real Decreto 2027/1985, de 23 de octubre, que desarrolla la Ley sobre Régimen Fiscal de determinados activos financieros.

6.	Los gastos motivados y las deducciones originadas por operaciones realizadas por entidades bancarias o crediticias podrán justificarse a través del documento, extracto o nota de cargo expedido por la entidad en el que consten los datos propios de una factura salvo su número y serie.

7.	El Centro de gestión y Cooperación Tributaria podrá autorizar para determinados empresarios o profesionales o sectores económicos, atendiendo a sus características específicas, que la factura completa sea sustituida por otro documento equivalente con los efectos previstos en este artículo.

La correspondiente resolución determinará los requisitos que ha de reunir dicho documento.

En este caso, para la determinación de las bases o de las cuotas tributarias afectadas, los destinatarios de las correspondientes operaciones sólo podrán exigir que se expida y se les entregue dicho documento equivalente.”



Se entiende por factura completa la que reúna todos los datos y requisitos a que se refiere el apartado primero del artículo 3º del RD 2402/1985.:

“Artículo 3

1.	Toda factura y sus copias o matrices contendrán, al menos, los siguientes datos o requisitos:

1.	Número y, en su caso, serie. La numeración de las facturas será correlativa. Podrán establecerse series diferentes, especialmente cuando existan diversos centros de facturación.

2.	Nombre y apellidos o denominación social, número de identificación fiscal atribuido por la Administración española o, en su caso, por la de otro Estado miembro de la Comunidad Económica Europea y domicilio, tanto del expedidor como del destinatario. Cuando se trate de no residentes, deberá indicarse la localización del establecimiento permanente.

Cuando el destinatario sea una persona física que no desarrolle actividades empresariales o profesionales bastará que, respecto a ella, consten su nombre y apellidos y su número de identificación fiscal.

3.	Descripción de la operación y su contraprestación total. Cuando la operación esté sujeta y no exenta en el Impuesto sobre el Valor Añadido, deberán consignarse en la factura todos los datos necesarios para la determinación de la base imponible, así como el tipo tributario y la cuota repercutida. Cuando la cuota se repercuta dentro del precio, se indicará únicamente el tipo tributario aplicado, o bien la expresión «IVA incluido», si así está autorizado. Si la factura comprende entregas de bienes o servicios sujetos a tipos impositivos diferentes en este impuesto, deberá diferenciarse la parte de la operación sujeta a cada tipo.

4.	Lugar y fecha de su emisión.  “



En determinados casos, la factura propiamente dicha no existe, o bien, puede ser sustituida por otros documentos que, si reúnen todos los requisitos exigidos, tienen el mismo valor que la factura completa. En esta situación se encuentran (RD 2402/1985 art.8.bis):

-	los recibos acreditativos del reintegro de las compensaciones en el régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca del IVA.

-	los documentos que contengan la liquidación del impuesto a emitir cuando exista inversión del sujeto pasivo y en las adquisiciones intracomunitarias.

-	los talonarios de vales y los «tickets», cuando su utilización esté autorizada.



Las facturas pueden ser sustituidas por talonarios de vales numerados ((RD 2402/1985 art.4 redacc. RD 1811/1994))  o, en su defecto, tickets expedidos por máquinas registradoras, en las siguientes operaciones, siempre que su importe no exceda de 500.000 pts.:



a)	Ventas al por menor, aunque sean realizadas por los propios fabricantes o elaboradores de los productos.

A estos efectos, se consideran ventas al por menor las entregas de bienes muebles corporales o semovientes, cuando el destinatario de la operación actúa como consumidor final y no como empresario o profesional.

No se consideran ventas al por menor las de los bienes que por su naturaleza sean principalmente de uso industrial.

b)	Ventas o servicios en ambulancia.

c)	Ventas o servicios a domicilio del consumidor.

d)	Transporte de personas y sus equipajes.

e)	Servicios de hostelería y restauración así como suministros de bebidas o comidas para consumir en el acto en restaurantes, bares, cafeterías y similares.

f)	Salas de baile y discotecas.

g)	Servicios telefónicos.

h)	Servicios de peluquerías e institutos de belleza.

i)	Utilización de instalaciones deportivas.

j)	Revelado de fotografías y estudios fotográficos.

k)	Servicios de aparcamiento y estacionamiento de vehículos.

l)	Servicios de videoclub.

m)	Otras operaciones que autorice el Departamento de Gestión Tributaria de la AEAT.





El contenido, esto es, los datos que han de constar en la parte talonario y en la matriz de los vales así como en los tickets de cajas registradoras son al menos, los siguientes:

1-	Número y, si procede, serie, Numeración que ha de ser correlativa.

2-	Número de identificación fiscal del expedidor.

3-	Tipo impositivo aplicado o la expresión «IVA incluido».

4-	Contraprestación total.



No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, los empresarios o profesionales estarán obligados a expedir, en todo caso, una factura completa por las siguientes operaciones (Art. 2.3 RD 2402/1985):

a)	Aquellas en las que el destinatario de la operación así lo exija para poder practicar las correspondientes minoraciones o deducciones en la base y en la cuota de aquellos tributos de los que sea sujeto pasivo.



Por lo tanto, para todos aquellos beneficiarios que desarrollen actividades sujetas al IVA y/o al Impuesto sobre Sociedades o de la Renta de las Personas Físicas, el gasto se deberá acreditar de acuerdo con lo establecido en el art. 8 del RD 2402/1985. 



Para aquellas entidades que desarrollen actividades no sujetas, deberían de justificar el gasto de igual forma, ya que los vales y tickets muestran 2 importantes limitaciones :

a) Identificación del destinatario de la operación

b) Descripción de la operación.





Justificación del pago de los gastos por parte del beneficiario:



Respecto a la forma de justificación del pago no hay norma de desarrollo concreta. Se deberá estar a lo regulado en las normas de desarrollo de cada una de las líneas. Igualmente se deberá tener en cuenta lo estipulado en el  capítulo IV del Código Civil y en el Código de Comercio. En caso de que no se hubiera desarrollado dicha faceta, se podría tomar como base la siguiente lista:



·	Facturas pagadas mediante cheque o pagaré: Recibo en el que conste la factura que se salda y los datos del cheque o pagaré entregado. En dicho recibo, debidamente firmado, deberá estar suficientemente identificada la empresa que recibe el cheque o pagaré, y el nombre, DNI, y cargo en caso de personas jurídicas, de la persona que firma. Se aportará extracto o nota de cargo de la entidad financiera del correspondiente talón o pagaré. No serán admisibles los recibos de cheques o pagarés sin que se acredite que han sido cargadas en la cuenta bancaria del beneficiario.



·	Facturas pagadas mediante transferencia: Copia del resguardo bancario de transferencia donde conste como motivo el pago de la factura correspondiente.



·	Facturas pagadas en metálico: Recibo en el que conste la factura que se salda y el importe entregado. En dicho recibo, debidamente firmado, deberá estar suficientemente identificada la empresa que recibe el importe, y el nombre, DNI, y cargo en caso de personas jurídicas, de la persona que firma.



·	Facturas pagadas mediante letras de cambio: copia compulsada de la letra o certificado o resguardo bancario de pago de la letra de cambio.



Para aquellas facturas correspondientes a compras o servicios adquiridos/realizados en establecimientos abiertos al público habrá que tener en cuenta lo establecido en el art. 87 del vigente Código de Comercio: “Las compras y ventas verificadas en el establecimiento se presumirán siempre hechas al contado, salvo la prueba en contrario.”



Sobre el concepto de establecimiento abierto al público podremos recurrir al concepto del mismo establecido en el art. 85 : “La compra de mercaderías en almacenes o tiendas abiertas al público causará prescripción de derecho a favor del comprador respecto de las mercaderías adquiridas, quedando a salvo, en su caso, los derechos del propietario de los objetos vendidos para ejercitar las acciones civiles o criminales que puedan corresponderle contra el que los vendiere indebidamente.

Para los efectos de esta prescripción, se reputarán almacenes o tiendas abiertas al público:

1.	Los que establezcan los comerciantes inscritos.

2.	Los que establezcan los comerciantes no inscritos, siempre que los  almacenes o tiendas permanezcan abiertos al público por espacio de ocho días consecutivos, o se hayan anunciado por medio de rótulos, muestras o títulos en el local mismo, o por avisos repartidos al público insertos en los diarios de la localidad.”



Vemos pues que en dichas facturas no habrá que pedir el recibo acreditativo del pago, ya que se presumirán siempre hechas al contado, salvo la prueba en contrario.







Murcia, a 2 de Julio de 1998

EL INTERVENTOR GENERAL





Fdo: Juan Antonio Solera Villena



Sr.Interventores Delegados.
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CÓDIGO CIVIL: Capítulo IV  De la extinción de las obligaciones



CAPÍTULO IV

DE LA EXTINCIÓN DE LAS OBLIGACIONES





Disposiciones generales





1.156.  Las obligaciones se extinguen:

Por el pago o cumplimiento.

Por la pérdida de la cosa debida.

Por la condonación de la deuda.

Por la confusión de los derechos de acreedor y deudor.

Por la compensación.

Por la novación.



Esta lista no agota todos los supuestos de extinción <S. 5-12-40), admitiéndose, por ejemplo el mutuo acuerdo de resolución de una venta, con devolución de cosa y precio.

Otras sentencias hablan del supuesto de expiración del plazo a fecha fija <SS. 27-1-48 y 14-4-53).

Para estimar infringido este artículo en casación es preciso hacer la cita expresa del supuesto concreto, de los enumerados en él <S. 3-1-81).





Sección I    Del pago



1.157.  No se entenderá pagada una deuda sino cuando completamente se hubiese entregado la cosa o hecho la prestación en que la obligación consistía.



El pago puede ser un simple hecho y también -en casos especiales- un negocio jurídico, por suponer un acto más complejo. Por ejemplo, cuando para cumplir la prestación se precisa transmitir un bien, o en el caso de pago por banco.

En todo caso presupone la voluntad de extinguir la obligación y que sea completo o íntegro. Cumplir una obligación quiere decir cumplimiento integro (5. 3-3-79) lo que no hace el vendedor que entrega la cosa con defectos, que legitima al comprador para exigir el cumplimiento completo.

El pago produce sus efectos liberatorios para el deudor cuando la cantidad pagada se incorpora efectivamente al patrimonio del acreedor (ver. art. 1.1 70) o se pone oficialmente a su disposición si se hubiera negado a recibirla (S.2-6-81), por ejemplo consignando la cantidad (ver art. 1.176).

Si bien la tercería de dominio es inadmisible después de realizado el pago al deudor ejecutante, obviamente el medio liberatorio no puede entenderse producido, mientras el ejecutante no haya recibido la suma dineraria en que la entrega a realizar consiste (S.27-12-85).

El pago exige identidad e integridad de la prestación convenida, o sea, adecuación entre lo pactado y lo realizado (SS. 25-9-86 y 30-6-87).

En los casos de condena al pago en moneda extranjera, traducida al cambio en pesetas, se tendrá en cuenta, para determinar el contravalor en moneda nacional, el día en que el pago se haga efectivo (S.20-2-86).

El pago, como negocio bilateral, requiere la colaboración del acreedor (S.24-11-88).





1.158.  Puede hacer el pago cualquiera persona, tenga o no interés en el cumplimiento de la obligación, ya lo conozca y lo apruebe, o ya lo ignore el deudor.

El que pagare por cuenta de otro podrá reclamar del deudor lo que hubiese pagado, a no haberlo hecho contra su expresa voluntad.

En este caso sólo podrá repetir del deudor aquello en que le hubiera sido útil el pago.



Ver art. 1.205.

No procede la acción de repetición cuando se hace el pago contra la voluntad del deudor y no se prueba que le haya sido útil a mismo (S.28-3-68)

No es aplicable este artículo al pago hecho por error (S. 1 8-3-68).

Si la entidad acreedora aceptó el abono del cheque en su cuenta se está en el caso del art. 1.1 58, generándose así la acción de reembolso (S.22-6-83).

Desde el momento que el tercero pagó nació el derecho al cobro contra los beneficiarios (S.20-1-84).

El deudor a que se refiere este artículo es el real y verdadero, el obligado al que el pago realizado favorece <S. 16-12-85).

Este artículo permite reclamar al deudor lo que se hubiese pagado, máxime cuando no consta se hiciera contra su voluntad (S. 14-11-88).





1.159.  El que pague en nombre del deudor, ignorándolo éste, no podrá compeler al acreedor a subrogarle en sus derechos.



Ver arts. 1.209 y 1.210.





1.160.  En las obligaciones de dar no será válido el pago hecho por quien no tenga la libre disposición de la cosa debida y capacidad para enajenarla. Sin embargo, si el pago hubiere consistido en una cantidad de dinero o cosa fungible, no habrá repetición contra el acreedor que la hubiese gastado o consumido de buena fe.



La entrega de efectos mercantiles sólo produce alcance de pago cuando hubiera sido realizado o cuando se hubieran perjudicado por culpa del deudor (5. 4-3-85).





1.161.  En las obligaciones de hacer el acreedor no podrá ser compelido a recibir la prestación o el servicio de un tercero, cuando la calidad y circunstancia de la persona del deudor se hubiesen tenido en cuenta al establecer la obligación.



Este artículo se refiere única y exclusivamente al acreedor, pero no establece derecho a favor del deudor (5. 1 9-11-63).





1.162.  El pago deberá hacerse a la persona en cuyo favor estuviese constituida la obligación, o a otra autorizada para recibirla en su nombre.



Es admisible el pago mediante el ingreso en cuenta corriente, siempre que el acreedor no lo rehuse justificadamente por no cumplirse las condiciones legales del pago (arts. 1.166, 1.169, 1.170 y 1.171), entendiéndose que el silencio implica tácita aceptación del pago (SS.27-4-45 y 26-11-48).





1.163.  El pago hecho a una persona incapacitada para administrar sus bienes será válido en cuanto se hubiere convertido en sú utilidad.

También será válido el pago hecho a un tercero en cuanto se hubiere convertido en utilidad del acreedor.



Ver art. 1.162.

La S. 18-11-44 indica que este precepto confirma la necesidad del consentimiento del acreedor en las obligaciones de dar o entregar.



1.164.  El pago hecho de buena fe al que estuviere en posesión del crédito, liberará al deudor.



La buena fe aquí consiste en la creencia del deudor, equivocada o no, de que quien ostenta el crédito (que puede ser o no el titular efectivo) tiene derecho al cobro.

No puede equipararse la buena fe al temor (S. 1 2-6-53).

Este precepto sólo se refiere al acreedor aparente que está en posesión del crédito, no meramente a quien tenga el documento acreditativo de la deuda, y otorga efecto liberatorio al pago hecho de buena fe al que estuviera en posesión del crédito (S. 22-2-88).





1.165.  No será válido el pago hecho al acreedor por el deudor después de habérsele ordenado judicialmente la retención de la deuda.



Pues no sería un pago de buena fe (ver artículo anterior).





1 166. El deudor de una cosa no puede obligar a su acreedor a que reciba otra diferente aun cuando fuere de igual o mayor valor que la debida.

Tampoco en las obligaciones de hacer podrá ser sustituido un hecho por otro contra la voluntad del acreedor.





1.167.  Cuando la obligación consista en entregar una cosa indeterminada o genérica, cuya calidad y circunstancias no se hubiesen expresado, el acreedor no podrá exigirla de la calidad superior, ni el deudor entregarla de la inferior.





1.168.  Los gastos extrajudiciales que ocasione el pago serán de cuenta de deudor. Respecto de los judiciales, decidirá el Tribunal con arreglo a la Ley de Enjuiciamiento Civil.



Respecto de los gastos judiciales, es decir, de las costas del proceso, el principio o regla general es el de la condena en las costas al litigante que haya actuado con temeridad o mala fe, por aplicación del art. 1.902. Sólo en casos especiales la ley establece la regla del vencimiento objetivo, o sea, imponer las costas al litigante cuyas pretensiones hayan sido totalmente desestimadas.

Fuera de esto, lo normal es que cada parte pague sus costas y las comunes por mitad.

La decisión de los Jueces y Tribunales en cuanto a las costas y su pago es discrecional y no reglada (salvo Ley en concreto que las imponga de modo expreso), porque la apreciación de la mala fe o de la temeridad no está sometida a regla; por tanto esa facultad no es revisable en casación (SS. 30-10-76, 25-11-78, 21-3, 28-4.8-7 y 13-12-83), y no se precisa tampoco que la motivación de la condena en costas (ver art. 1 20.3 C.E.) sea detallada o pormenorizada, bastando que de la fundamentación de la sentencia («considerandos») se desprendan los presupuestos de hecho que sirvan para calificar de temeraria una conducta procesal de la parte (5. 1 0-4-84). La Ley 6-8-84, que reforma la L.E.C., establece en su nuevo art. 523 la condena en costas al vencido como regla general, salvo circunstancias excepcionales a juicio del Juez, invirtiendo el régimen anterior.





1.169.  A menos que el contrato expresamente lo autorice, no podrá compelerse al acreedor a recibir parcialmente las prestaciones en que consista la obligación.

Sin embargo, cuando la deuda tuviere una parte líquida y otra ilíquida, podrá exigir el acreedor y hacer el deudor el pago de la primera sin esperar a que se liquide la segunda.



Cuando se trata de una obligación de dar o de entregar ha de entenderse que el pago no queda cumplido con la simple actuación del obligado, y requiere el consentimiento o la aceptación de quien haya de recibir la prestación (SS. 7-6-45, 26-11-48 y 26-2--63). Ver art. 1.157.





1.170.  El pago de las deudas de dinero deberá hacerse en la especie pactada y, no siendo posible entregar la especie, en la moneda de plata u oro que tenga curso legal en España.

La entrega de pagarés a la orden, o letras de cambio u otros documentos mercantiles, sólo producirá los efectos del pago cuando hubiesen sido realizados, o cuando por culpa del acreedor se hubiesen perjudicado.

Entretanto la acción derivada de la obligación primitiva quedará en suspenso.



1.  De este artículo se desprende que es lícito el pacto de pago en moneda extranjera, si bien hay que tener en cuenta la legislación especial sobre control de cambios (L. 10-1 2-79; R.D. 10-10-80, y L. Penal 16-8-83, sobre delitos monetarios).

Por su parte el Reglamento de la Ley del Notariado (art. 177) prescribe que si el pacto es en moneda extranjera, habrá de ser reducida a moneda nacional en la escritura.

En este sentido, la moneda extranjera constituye una cantidad líquida en especie, que si no puede ser entregada lo será computada y transformada en pesetas, pues para eso basta una simple operación aritmética (a cambio oficial, claro).

Así lo declararon las SS. 13-11-24, 10-12-41, 21-3-56 y 1-2-62.

Por otro lado, en los supuestos de condena de cantidad en moneda extranjera, traducida al cambio en pesetas, el T.S. ha establecido que se tendrá en cuenta  -para determinar el contravalor en pesetas-, el día del pago efectivo, así en SS. 3-7-36, 23-12-54, 9-11-57, 8-6-63, 17-5-73 y 5-1-80.

2.  La letra y otros efectos no son en si mismos medio de pago, es decir, que su entrega no determina el cumplimiento, pues están subordi�nados a su efectiva realización, careciendo de eficacia liberatoria <SS.9-3-82 y 30-4-83). La entrega de letras no representa pago, sino la forma en que el~mismo ha de efectuarse a su vencimiento (5. 16-3-81).

No ejercitada la acción cambiaria por el endosatario, e incumplida la obligación, puede ejercitarse la acción causal, es decir, «la acción derivada de la obligación primitiva» (S.28-2-79).

Vale el pacto en pago de marcos alemanes, habiéndose sometido las partes a las vicisitudes del cambio de moneda (S. 1 6-3-84).

En los casos de pago en moneda extranjera, se hará teniendo en cuenta la cotización del día en que se haga efectivo el pago en pesetas  (S.26-12-85).

La entrega de un cheque que resultó incorriente no entraña pago (S.3-10-88).

El negocio jurídico del descuento de letras discurre por caminos distintos de éste artículo, que exige previa existencia de deuda. Supº. 2º se refiere exclusivamente a la conversión de letras entregadas pro solvendo, en letras entregadas pro soluto cuando éstas resultan perjudicadas (S. 28-10-88).





1.171.  El pago deberá ejecutarse en el lugar que hubiese designado la obligación.

No habiéndose expresado y tratándose de entregar una cosa determinada, deberá hacerse el pago donde ésta existía en el momento de constituirse la obligación.

En cualquier otro caso, el lugar del pago será el del domicilio del deudor.



Este artículo se refiere tanto al caso de no constancia en el título del lugar del pago, como al que, habiéndose previsto, sea en él imposible o circunstancialmente vedado hacerlo por alguna disposición legal (S. 6-4-63).





De la imputación de pagos



1.1 72.  El que tuviere varias deudas de una misma especie en favor de un solo acreedor, podrá declarar, al tiempo de hacer el pago, a cuál de ellas debe aplicarse.

Si aceptare del acreedor un recibo en que se hiciese la aplicación del pago, no podrá reclamar contra ésta, a menos que hubiera mediado causa que invalide el contrato.



Esto requiere, como dice el artículo, que el deudor acepte del acreedor un recibo en el que éste determine la imputación (S. 1-2-70).

El deudor puede señalar a qué deuda de las preexistentes ha de imputarse el pago, señalamiento que entraña una declaración de voluntad recepticia sobre el destino de la prestación que realiza, que es cuestión de hecho (S. 25-10-85).

La imputación de pagos se contrae como facultad atribuida al deudor que tuviera varias deudas, de la misma especie, a favor de un solo acreedor (S. 22-6-87).





1.173.  Si la deuda produce interés no podrá estimarse hecho el pago por cuenta del capital mientras no estén cubiertos los intereses.



Este artículo se refiere al supuesto de existencia de una sola deuda, no de varias, por lo que no es aplicable a una cuenta de intereses y a una cuenta de capital, que son relaciones jurídicas diferentes, como las derivadas de unos contratos de seguro por pago de sus primas y la emanada de uno de préstamo en la garantía de las pólizas para pago de sus intereses (S. 21-4-36).





1.174.  Cuando no pueda imputarse el pago según las reglas anteriores se estimará satisfecha la deuda más onerosa al deudor entre las que estén vencidas.

Si éstas fueren de igual naturaleza y gravamen, el pago se imputará a todas a prorrata.



La S. 31-1-56, insiste en que este artículo sólo es aplicable en defecto de la posibilidad de las reglas anteriores.





Del pago por Cesión de bienes



1.175.  El deudor puede ceder sus bienes a los acreedores en pago de sus deudas. Esta cesión, salvo pacto en contrario, sólo libera a aquél de responsabilidad por el importe líquido de los bienes cedidos. Los convenios que sobre el efecto de la cesión se celebren entre el deudor y sus acreedores se ajustarán a las disposiciones del Título XVII de este libro, y a lo que establece la Ley de Enjuiciamiento Civil.



La doctrina habla de la cesión como de un contrato de mandato con poder irrevocable, que provoca un vínculo de indisponibílídad de los bienes por parte del cedente, con efectos a terceros.

La S. 11-5-12 considera que el deudor confiere a los acreedores la posesión y administración de los bienes para proceder a su venta y al pago de los respectivos créditos, sin transferencia de dominio.

La cessio pro solvendi causa de este artículo está establecida en beneficio del acreedor, pero esto no significa que éste pueda negar al deudor toda intervención en la gestión para vender, aprovechando el momento oportuno y los mejores precios (S. 13-3-53).

La cesión de bienes judiciales se rige por los arts. 1.1 30 y 55. y 1.303 y 55. L.E.C.

Confempla la cessio bonorum del deudor a sus acreedores, a que se refiere también el art. 1.156 C.C. (5. 23-9-88).





Del ofrecimiento de pago y de la consignación



1.1 76.  Si el acreedor a quien se hiciere el ofrecimiento de pago se negare sin razón a admitirlo, el deudor quedará libre de responsabilidad mediante la consignación de la cosa debida.

La consignación por sí sola producirá el mismo efecto cuando se haga estando el acreedor ausente o cuanto esté incapacitado para recibir el pago en el momento en que deba hacerse, y cuando varias personas pretendan tener derecho a cobrar, o se haya extraviado el título de la obligación.



El ofrecimiento de pago sin consignación posterior tiene en el orden jurídico las consecuencias de impedir que pueda considerarse al deudor incurso en caducidades o resoluciones (SS. 5-6-44 y 1 5-4-63).

La consignación tiene especial importancia en materia de arrendamientos y procesos de esa clase, para enervar la acción de desahucio o para recurrir en apelación y casación. Ver arts. 1.566 y 1.567 L.E.C. y 148 L.A.Urbanos.

La consignación con todos los requisitos legales, comporta una liberación total del pago, pero la oferta real tiene también un efecto positivo, la constitución del acreedor en mora (S. 1 5-6-87).





1.177.  Para que la consignación de la cosa debida libere al obligado, deberá ser previamente anunciada a las personas interesadas en el cumplimiento de la obligación.

La consignación será ineficaz si no se ajusta estrictamente a las disposiciones que regulan el pago.



Ver arts. 1.157 y 55.

Ha de consignarse la misma cosa debida (SS. 3-11-43 y 8-7-52).

No encontrándose el acreedor en el lugar designado para el pago, puede hacerse la consignación en el Juzgado del lugar (5. 1 7-3-45).





1.178.  La consignación se hará depositando las cosas debidas a disposición de la Autoridad judicial, ante quien se acreditará el ofrecimiento en su caso, y el anuncio de la consignación en los demás.

Hecha la consignación, deberá notificarse también a los interesados.



El trámite es el de jurisdicción voluntaria (arts. 1.811 y ss. L.E.C.). Si el acreedor se opone, la actuación judicial se transforma en contenciosa, es decir, en el proceso ordinario que corresponda.





1.179.  Los gastos de la consignación, cuando fuere procedente, serán de cuenta del acreedor.





1.180.  Hecha debidamente la consignación, podrá el deudor pedir al Juez que mande cancelar la obligación.

Mientras el acreedor no hubiere aceptado la consignación, o no hubiere recaído la declaración judicial de que está bien hecha, podrá el deudor retirar la cosa o cantidad consignada, dejando subsistente la obligación.



No obstante, el auto judicial declarando bien hecha la consignación, puede ser revisable en vía contenciosa, mediante juicio contradictorio (S. 29-4-46).

La consignación libera al deudor de la obligación de pago, porque se da por realizado; asimismo, el ofrecimiento real sin consignación libera al deudor de la posible tacha de incumplimiento (S.31-1O-68).





1.181.  Si, hecha la consignación, el acreedor autoriza al deudor para retirarla, perderá toda preferencia que tuviere sobre la cosa. Los codeudores y fiadores quedarán libres.





Sección II     De la pérdida de la cosa debida





1.182.  Quedará extinguida la obligación que consista en entregar una cosa determinada cuando ésta se perdiere o destruyere sin culpa del deudor y antes de haberse éste constituido en mora.



Este artículo no se refiere a las cosas genéricas, sino a las específicas, que no pueden ser sustituidas (SS. 13-6-44 y 9-1-51).





1.183.  Siempre que la cosa se hubiese perdido en poder del deudor, se presumirá que la pérdida ocurrió por su culpa y no por caso fortuito, salvo prueba en contrario, y sin perjuicio de lo dispuesto en el art. 1.096.



Para desvirtuar la apreciación de falta de culpa o negligencia se ha de atacar el posible error en la apreciación de la prueba, por el nº 4 del art.1692 L.E.C. (S. 7-3-88).





1.184.  También quedará liberado el deudor en las obligaciones de hacer cuando la prestación resultare legal o físicamente imposible.



Ver art. 1.105.

Hay que entender que ello ocurre cuando el obligado no obre con culpa, es decir, cuando la imposibilidad de la prestación no pueda reprochársele.

Tampoco se debe confundir «imposibilidad» con «dificultad», según afirmó la S. 10-3-49, aunque a veces la distinción no resulte fácil, debiéndose estar a los casos y circunstancias.





1.185.  Cuando la deuda de cosa cierta y determinada procediere de delito o falta, no se eximirá al deudor del pago de su precio, cualquiera que hubiese sido el motivo de la pérdida, a menos que, ofrecida por él la cosa al que la debía recibir, éste se hubiese sin razón negado a aceptarla.





1.186. Extinguida la obligación por la pérdida de la cosa, corresponderán al acreedor todas las acciones que el deudor tuviere contra terceros por razón de ésta.





Sección III De la condonación de la deuda



1.187.  l-a condonación podrá hacerse expresa o tácitamente.

Una y otra estarán sometidas a los preceptos que rigen las donaciones inoficiosas. La condonación expresa deberá, además, ajustarse a las formas de la donación.





Está discutido en la doctrina si debe o no exigirse severamente el ajuste a las formas de la donación, que exige, como es sabido (art. 6 1 8), la aceptación del donatario.

El T.S. no se ha decidido terminantemente en la cuestión, pues mientras la S. 24-10-55 admite la no sujeción a la forma de las donaciones, la de 21-11-35 parece exigirla, al no dar valor de condonación a una carta en la que el acreedor manifestaba su propósito de condonar, pero sin probarse la aceptación, a pesar de que el deudor mantuvo la carta más de trece años. Esto parece contradecir la posibilidad de la condonación tácita, que el artículo prevé.





1.188.  La entrega del documento privado justificativo de un crédito, hecha voluntariamente por el acreedor al deudor, implica la renuncia de la acción que el primero tenía contra el segundo.

Si para invalidar esta renuncia se pretendiere que es inoficiosa, el deudor y sus herederos podrán sostenerla probando que la entrega del documento se hizo en virtud del pago de la deuda.





1.189.  Siempre que el documento privado de donde resulte la deuda se hallare en poder del deudor, se presumirá que el acreedor lo entregó voluntariamente, a no ser que se pruebe lo contrario.



Ver art. 1.253.





1.190.  La condonación de la deuda principal extinguirá las obligaciones accesorias; pero la de éstas dejará subistente la primera.





1.191.  Se presumirá remitida la obligación accesoria de prenda cuando la cosa pignorada, después de entregada al acreedor, se hallare en poder del deudor.





Sección IV De la confusión de derechos



1.192.  Quedará extinguida la obligación desde que se reúnan en una misma persona los conceptos de acreedor y de deudor.

Se exceptúa el caso en que esta confusión tenga lugar en virtud de título de herencia, si ésta hubiese sido aceptada a beneficio de inventario.



Ver arts. 1.087 y 1.023.





1.193.  La confusión que recae en la persona del deudor o del acreedor principal, aprovecha a los fiadores. La que se realiza en cualquiera de éstos no extingue la obligación.





1.194.  La confusión no extingue la deuda mancomunada sino en la porción correspondiente al acreedor o deudor en quien concurran los dos conceptos.





Sección V De la compensación



1.195  Tendrá lugar la compensación cuando dos personas, por derecho propio, sean recíprocamente acreedoras y deudoras la una de la otra.



Debe existir una dualidad de títulos y créditos recíprocos, aunque no se exige que las deudas cruzadas tengan un origen común.

No hay compensación -o no se opera- cuando los abonos y adeudos a liquidar fluyen de un contrato único, donde no hay dualidad de créditos, sino exigencia de obligaciones nacidas de un contrato bilateral con equivalencia de prestaciones recíprocas (S. 7-6-83).

La compensación y el pago abreviado que supone -que entraña cuestión fáctica-, procede cuando existe una relación económica entre personas recíprocamente acreedoras y deudoras, y las cantidades que la integran consisten en dinero, sean líquidas, vencidas y exigibles, bastando su alegación, sin necesidad de formalidad reconvencional (SS. 6-1, 31-5-85, 7 y 30-3-88).

El espíritu de este artículo no pugna con que el derecho a compensar un crédito judicialmente reconocido en su realidad pueda, haciéndose aplicación de la equidad, en la forma que autoriza el art. 3.2 C.C. y con apoyo en el instituto de la compensación, actuarse en la ejecución de la sentencia en que el crédito compensable fue reconocido (S. 24-10-85).

Su aplicación exige la realidad de créditos y deudas recíprocos (S.28-11-86).





1.196.  Para que proceda la compensación, es preciso:

1º	Que cada uno de los obligados lo esté principalmente, y sea a la vez acreedor principal del otro;

2º	Que ambas deudas consistan en una cantidad de dinero, o, siendo fungibles las cosas debidas, sean de la misma especie y también de la misma calidad, si ésta se hubiese designado.

3º	Que las dos deudas estén vencidas.

4º	Que sean líquidas y exigibles.

5º	Que sobre ninguna de ellas haya retención o contienda promovida por terceras personas y notificada oportunamente al deudor.



Son líquidas las deudas cuyo objeto y cuantía esté perfectamente determinado, aunque también lo son cuando el montante pueda establecerse mediante una sencilla operación aritmética (SS. 31-10-22 y 13-11-24).

Asimismo, es líquida aunque el aumento provenga del devengo de intereses, que quedan fuera de la deuda líquida en sí (S. 27-12-52).

No es líquida cuando proceda de una indemnización por cláusula penal, que puede moderarse (S. 1 6-3-79).

En general si hay que proceder a una liquidación no se cumple el precepto (SS. 26-2-52), ni cuando no se trate de débitos homogéneos y líquidos (SS. 11-6-y 11-12-81 y 20-3 y 19-4-82) o cuando no haya reciprocidad de deudas.

Es necesario que la prestación esté determinada y cuantitativamente precisada (S. 1 2-4-85).

Es líquida una deuda, a efectos de compensación, cuando su objetivo y cuantía estén perfectamente determinados, lo que no acaece si tal determinación ha de hacerse en ejecución de sentencia (S. 1 4-3-86).





1.197.  No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el fiador podrá oponer la compensación respecto de lo que el acreedor debiere a su deudor principal.





1.198.  El deudor que hubiere consentido en la cesión de derechos hecha por un acreedor a favor de un tercero, no podrá oponer al cesionario la compensación que le correspondería contra el cedente.

Si el acreedor le hizo saber la cesión y el deudor no la consintió, puede oponer la compensación de las deudas anteriores a ella, pero no la de las posteriores.

Si la cesión se realiza sin conocimiento del deudor, podrá éste oponer la compensación de los créditos anteriores a ella y de los posteriores hasta que hubiese tenido conocimiento de la cesión.





1.199.  Las deudas pagaderas en diferentes lugares pueden pensarse mediante indemnización de los gastos de transporte o cambio al lugar del pago.





1.200.  La compensación no procederá cuando alguna de las deudas proviniere de depósito o de las obligaciones del depositario o comodatario.

Tampoco podrá oponerse al acreedor por alimentos debidos por título gratuito.





1.201.  Si una persona tuviere contra sí varias deudas compensables, se observará en el orden de la compensación lo dispuesto respecto a la imputación de pagos.



Ver art. 1.172.





1.202.  El efecto de la compensación es extinguir una y otra deuda en la cantidad concurrente, aunque no tengan conocimiento de ella los acreedores y deudores.



Sienta aquí el C.C. los efectos automáticos, ope legis, de la compensación.

Sin embargo, en el Derecho Procesal, la compensación figura como una excepción oponible por la parte, por pertenecer al ámbito de un derecho subjetivo, de; que dispone o no ella (principio dispositivo). Ver, por ejemplo, art. 542 (excepción perentoria), o el 1.464.3º (en el juicio ejecutivo) de L.E.C.

No se precisa, sin embargo, hacer uso, por el demandado, de la reconvención (o demanda contraria en el mismo juicio) para alegar la compensación. Basta con proponerla en tiempo hábil como excepción (SS. 11-6 y 11-12-81), frente a la más antigua -de 26-2-52-que lo exigía así.





Sección VI     De la novación



1.203.  Las obligaciones pueden modificarse:

1º Variando su objeto o sus condiciones principales.

2º Sustituyendo la persona del deudor.

3º Subrogando a un tercero en los derechos del acreedor.



El concepto amplio del Derecho español admite y reconoce una novación propia o extintiva y otra impropia o modificativa, que no opera extintivamente. El deslinde entre una y otra ha de hacerse tomando en consideración la voluntad de las partes y la significación económica de la modificación que se introduzca, de modo que mientras el vínculo primitivo subsista, aunque modificado, habrá novación impropia (SS. 26-5-81, 7-6, 18-6 y 22-11-82 y 16-2-83).

En la duda hay que estar por la modificativa (S.29-1-82).

La suspensión del pago de rentas en un arrendamiento, por orden administrativa que suspendió la explotación de una cantera, no implica novación (S.25-11-82).

La existencia de contratos posteriores entre compradores y vendedores de pisos implica novación (S.3-11-82).

La facultad de establecer si se dan requisitos de la novación, extintiva o modificativa, es facultad de la instancia (SS.1 2-2, 20 y 28-3, 4-6, 20-10-85 y 26-1-88).

No puede operar la modificativa, ante dos realidades contractuales distintas (5. 11-4-88)





1.204.  Para que una obligación quede extinguida por otra que la sustituya, es preciso que así se declare terminantemente, o que la antigua y la nueva sean de todo punto incompatibles.



La novación nunca se presume; ha de constar expresamente y crearse una obligación nueva, incompatible con la anterior, significando la sustitución de un convenio por otro, constando con toda claridad la voluntad de llevar a cabo la extinción de la primitiva obligación, aunque también puede deducirse de la incompatibilidad entre ambas obligaciones (SS, 3-5-56, 16 y 26-5-81, 18-6 y 22-11-82).

La incompatibilidad ha de ser apreciada por el Juez, antendiendo a las circunstancias (S. 1 6-2-83).

No constituye novación la modificación del precio, ni la alteración en la forma del pago (SS. 27-5-59 y 25-4-66).

La novación presupone sobre la base de una obligación preexistente, crear otra nueva dispar, así como la voluntad de novar (S.24-2-84).

La modificación de la renta sólo entraña novación modificativa (S. 11-7-85).

Se incluyen dentro de la novación. tanto la extintiva, como la modificativa, que se distinguen teniendo en cuenta la voluntad de las partes y la significación económica de la modificación, de modo que si no varían las condiciones principales persistiendo el vínculo, se produce la novación impropia (S. 8-10-86).

La declaración terminante o la incompatibilidad de la obligación caracterizan la novación extintiva (S.7-3-86).

La novación, por cambio de deudor, no se presume, ha de resultar de modo inequívoco (S.24-6-88).

Existe voluntad novatoria en contrato de arrendamiento rústico, sin necesidad de que conste expresamente su novación, si se alteran dos de los elementos mas esenciales, el objeto y la renta, e incluso la notoria modificación de una sola de estas circunstancias, si se ofrece con caracteres muy acusados, puede ser reveladora de un ánimo extintivo (5.27-4-88).





1.205.  La novación, que consiste en sustituirse un nuevo deudor en lugar del primitivo, puede hacerse sin el conocimiento de éste, pero no sin el consentimiento del acreedor.



El consentimiento del acreedor puede ser prestado más tarde, bastando que lo manifieste en cualquier forma y momento (S.16-6-1908), pero de modo cierto e indudable (S.24-3-56), sin que pueda presumirse.

Sin embargo este consentimiento va implícito en el hecho de reclamar el pago al nuevo deudor. El consentimiento incumbe gestionarlo al nuevo deudor (S.16-11-81).

Esta figura constituye la llamada «asunción de deuda»   novación meramente modificativa por sucesión particular en el débito- ya sancionada por SS. 10-2-50, 3-5-58. 28-9-60,4-4-68, 24-4-70, 7-12-71, 7-6-75, 11-12-79 y, últimamente por la de 10-1-83, que puede hacerse bien por «delegación» (convenio entre los deudores), ya por «expromisión» (convenio entre acreedores y nuevo deudor). Cosa distina -añade la sentencia última- es la modificación «cumulativa», o persistencia del nuevo deudor con las anteriores (S. 17-6-85).

En el caso de al S. 10~1-83, la asunción resultaba de una escritura de reconocimiento de deuda y garantía hipotecaria asumidos por un tercero, aceptado por el acreedor.

La cuestión de si un contrato ha sido o no novado, es de orden fáctico. No hay novación cuando falta estipulación novatoria y creación de un nuevo resultado (S. 20-7-86). La novación nunca se presume, ni puede infer;irse de meras deducciones o conjeturas, debiendo constar inequívocamente la voluntad de novar (S. 1 7-2-87).

No hay sustitución expresa ni tácita, cuando falta el an/mus novandi en forma manifiesta, dirigida a tal fin, o incompatibilidad total entre ambas obligaciones, falta cuando no existe stipulario novatoria o aliquid novi (S. 10-7-86).





1.206.  La insolvencia del nuevo deudor, que hubiese sido aceptado por el acreedor, no hará revivir la acción de éste contra el deudor primitivo, salvo que dicha insolvencia hubiese sido anterior y pública o conocida del deudor al delegar su deuda.





1.207.  Cuando la obligación principal se extinga por efecto de la novación, sólo podrán subsistir las obligaciones accesorias en cuanto aprovechen a terceros que no hubiesen prestado su consentimiento.





1.208.  La novación es nula si lo fuere también la obligación primitiva, salvo que la causa de nulidad sólo pueda ser invocada por el deudor, o que la ratificación convalide los actos nulos en su origen.



Ver art. 1.309.





1.209.  La subrogación de un tercero en los derechos del acreedor no puede presumirse fuera de los casos expresamente mencionados en este Código.

En los demás será preciso establecerla con claridad para que produzca efecto.



La figura de la cesión de contrato ha de acogerse con gran prudencia, exigiendo, de ordinario, recabar del cedente el consentimiento del otro contratante, estableciéndola con claridad para que produzca sus efectos (S. 7-11-88).





1.210.  Se presumirá que hay subrogación:

1º	Cuando un acreedor pague a otro acreedor preferente.

2º	Cuando un tercero, no interesado en la obligación, pague con aprobación expresa o tácita del deudor.

3º	Cuando pague el que tenga interés en el cumplimiento de la obligación, salvos los efectos de la confusión en cuanto a la porción que le corresponda.



Se entiende que el pago ha de ser total (S.8-6-83).





1.211.  El deudor podrá hacer la subrogación sin consentimiento del acreedor, cuando para pagar la deuda haya tomado prestado el dinero por escritura pública, haciendo constar su propósito en ella, y expresando en la carta de pago la procedencia de la cantidad pagada.





1.212.  La subrogación transfiere al subrogado el crédito con los derechos a él anexos, ya contra el deudor, ya contra los terceros, sean fiadores o poseedores de las hipotecas.



Pero no sucede así cuando la obligación es de tracto sucesivo o de tracto único, pero de cumplimiento parcial, pues en este caso se producirá una novación subjetivo-pasiva respecto de la parte de deuda no satisfecha, entrándose en el supuesto del art. 1.205, que exige el consentimiento del acreedor (S. 1 6-6-69). Ver artículo siguiente.

El crédito que se transmite ha de ser el mismo, en toda su integridad, extensión y contenido, sin la más mínima alteración, salvo en la exclusiva del cambio de personas, la del cedente por el cesionario, como nuevo acreedor (S. 1 3-2-88).





1.213.  El acreedor, a quien se hubiere hecho un pago parcial, puede ejercitar su derecho por el resto con preferencia al que se hubiere subrogado en su lugar a virtud del pago parcial del mismo crédito.



































(�)Téngase presentes los artículos 92 y 94 del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea sobre ayudas otorgadas por los Estados.

Sobre subv. gestionadas por Comunidades Autónomas véase art. 153 del TRLGP.

Sobre subv. a Entidades locales, su control y reintegro de sobrantes véase arts. 40 y 128 de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre (BOE nº 313, de 30 de diciembre de 1988; corrección de errores en BOE nº 193, de 14 de agosto de 198)   

� Ver el art. 40 de la Ley 12/98, de 31 de diciembre, de PGCARM para 1999 (BORM nº 301 de 31-12-98). Por su interés se reproduce en su totolidad:

“Artículo 40. Gestión de los créditos correspondientes a la Política Agraria Común.

1. Las autorizaciones de gastos correspondientes a los créditos para subvenciones de la Sección 07 programa 711B, (Organismo Pagador de los gastos correspondientes a la Política Agraria Común) serán competencia del Consejero de Medio Ambiente, Agricultura y Agua, incluso cuando su importe supere los cien millones de pesetas.

2. Los créditos para subvenciones de la referida Sección se regirán, en cuanto a su ejecución y gestión, por las normas y procedimientos establecidos en los reglamentos de la Unión Europea que sean de aplicación, por las normas básicas del Estado, por las propias de la Comunidad Autónoma y, en su caso, por los instrumentos de colaboración que se puedan establecer entre la Administración del Estado y la Comunidad Autónoma.

3. Estos créditos tendrán la condición de ampliables o minorables en función de los derechos reconocidos procedentes de la Unión Europea. El Consejero de Economía y Hacienda deberá declarar la ampliación o minoración de los créditos de los capítulos IV y VII de la sección 07 (“Política Agraria Común”), en función de los derechos reconocidos a favor del Organismo Pagador de los gastos correspondientes a la Política Agraria Común.

A pesar de su condición de ampliables, los créditos para subvenciones de este programa vincularán a nivel de concepto.

4. La gestión de estas subvenciones seguirá el procedimiento ordinario de ejecución del gasto, correspondiendo a la Consejería de Medio Ambiente, Agricultura y Agua las fases de autorización y disposición del gasto, reconocimiento de la obligación y propuesta de pago.

5. En ningún caso podrán ordenarse pagos de subvenciones sin que, con carácter previo, se haya producido la recepción efectiva de fondos vinculados a la Política Agraria Común por importe igual o mayor a la propuesta de pago.

En el supuesto de que la recepción efectiva de fondos se vea minorada por compensaciones practicadas a la Comunidad Autónoma, podrán ordenarse pagos por encima del importe de los fondos recibidos hasta el límite de la cantidad compensada.

Cuando los derechos económicos a reconocer a favor del Organismo Pagador, no previstos inicialmente en el Presupuesto de Ingresos, se vean minorados por compensaciones practicadas a la Comunidad Autónoma y no sean suficientes los créditos para el pago de las subvenciones, el Consejero de Economía y Hacienda declarará la ampliación de estos créditos por el importe de los nuevos derechos reconocidos más el importe de las cantidades compensadas. Esta ampliación se sujetará a lo dispuesto en el artículo 10.2 de esta Ley, financiándose preferentemente con retenciones en créditos de la sección 17 (Consejería de Medio Ambiente, Agricultura y Agua.)



(�)Ver artículo 4.2 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas (BOE nº 121, de 2 de mayo de 1982) y artículos 34 a 38  de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas (BOE nº 84, de 7 de abril de 1988).

(�)Ver Real Decreto 2.225/1993, de 17 de Diciembre, por el que se aprueba el Reglamento para la concesión de subvenciones públicas (BOE nº 312, de 30 de Diciembre de 1993).

(�)Ver art. 4.3 del R.D. 2.225/1993 de 17 de diciembre de 1993 por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para la concesión de ayudas y subvenciones públicas (BOE nº 312 de 30 de diciembre de 1993

(�)Ver artículo 7.7 del Decreto 56/1996, de 24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan normas para su tramitación en el ámbito del la Administración Regional de Murcia (BORM nº 180, de 3 de agosto de 1996)

Ver el art. 88 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común ( LRJ-PAC) y art. 7 del R.D. 2.225/1993 de 17 de diciembre de 1993 por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para la concesión de ayudas y subvenciones públicas (BOE nº 312 de 30 de diciembre de 1993), en el Reglamento de Subvenciones, al desarrollar el art. 88 de la LRJ-PAC, únicamente se ha contemplado el convenio como forma de terminación convencional del procedimiento de concesión, no como cauce de colaboración.

(�)Ver Orden de 27 de marzo de 1998, de la Consejería de Economía y Hacienda por la que se regula el procedimiento para la justificación de encontrarse al corriente del cumplimiento de obligaciones fiscales con la hacienda pública de la Región de Murcia. (BORM nº 85 de 15 de abril de 1998).

(�)Ver Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de Noviembre, de Régimen Jurídico de la Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común (BOE nº 285, de 27 de noviembre de 1992 y Real Decreto 1.398/1993, de 4 de Agosto, por el que se aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejercicio de la actividad sancionadora (BOE nº 189, de 9 de Agosto de 1993).

(�)Ver artículos 306, 308 y 309 del vigente Código Penal aprobado por Ley Orgánica 10/1995, de 23 de Noviembre (BOE nº 281, de 24 de Noviembre de 1995).

Por su interés se reproducen:

Artículo  306.

El que por acción u omisión defraude a los presupuestos generales de las Comunidades u otros administrados por éstas, en cuantía superior a cincuenta mil ecus, eludiendo el pago de cantidades que se deban ingresar, o dando a los fondos obtenidos una aplicación distinta de aquella a que estuvieren destinados, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años y multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía.

Artículo  308.

1. El que obtenga una subvención, desgravación o ayuda de las Administraciones públicas de más de diez millones de pesetas falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años y multa del tanto al séxtuplo de su importe.

2. Las mismas penas se impondrán al que en el desarrollo de una actividad subvencionada con fondos de las Administraciones públicas cuyo importe supere los diez millones de pesetas, incumpla las condiciones establecidas alterando sustancialmente los fines para los que la subvención fue concedida.

3. Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante un período de tres a seis años.

4. Quedará exento de responsabilidad penal, en relación con las subvenciones, desgravaciones o ayudas a que se refieren los apartados primero y segundo de este 

Artículo , el que reintegre las cantidades recibidas, incrementadas en un interés anual equivalente al interés legal del dinero aumentado en dos puntos porcentuales, desde el momento en que las percibió, antes de que se le haya notificado la iniciación de actuaciones de inspección o control en relación con dichas subvenciones, desgravaciones o ayudas o, en el caso de que tales actuaciones no se hubieran producido, antes de que el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado o el representante de la Administración autonómica o local de que se trate interponga querella o denuncia contra aquél dirigida.

La exención de responsabilidad penal contemplada en el párrafo anterior alcanzará igualmente a dicho sujeto por las posibles falsedades instrumentales que, exclusivamente en relación a la deuda objeto de regularización, el mismo pudiera haber cometido con carácter previo a la regularización de su situación.

Artículo  309.

El que obtenga indebidamente fondos de los presupuestos generales de las Comunidades u otros administrados por éstas, en cuantía superior a cincuenta mil ecus, falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubieren impedido, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años y multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía.

[�]  Artículo 134.

Corresponde al Gobierno la elaboración de los Presupuestos Generales del Estado y a las Cortes Generales su examen, enmienda y aprobación.

Los Presupuestos Generales del Estado tendrán carácter anual, incluirán la totalidad de los gastos e ingresos del sector público estatal y en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos del Estado.

El Gobierno deberá presentar ante el Congreso de los Diputados los Presupuestos Generales del Estado al menos tres meses antes de la expiración de los del año anterior.

Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, se considerarán automáticamente prorrogados los Presupuestos del ejercicio anterior hasta la aprobación de los nuevos.

Aprobados los Presupuestos Generales del Estado, sólo el Gobierno podrá presentar proyectos de Ley que impliquen aumento del gasto público o disminución de los ingresos correspondientes al mismo ejercicio presupuestario.

Toda proposición o enmienda que suponga aumento de los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios requerirá la conformidad del Gobierno para su tramitación. 

La Ley de Presupuestos no puede crear tributos. Podrá modificarlos cuando una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

[�]  Artículo 9.

La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

[�]  En la actualidad la Ley de Procedimiento Administrativo ha perdido completamente su vigencia por las Leyes 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, y 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno. Véase la vigente Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. (Véase la Ley 30/1992 de 26 de noviembre)

[�] Deberia ser Art. 308 del nuevo Código Penal (Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre)

Artículo 308.

 1. El que obtenga una subvención, desgravación o ayuda de las Administraciones públicas de más de diez millones de pesetas falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años y multa del tanto al séxtuplo de su importe.

 2. Las mismas penas se impondrán al que en el desarrollo de una actividad subvencionada con fondos de las Administraciones públicas cuyo importe supere los diez millones de pesetas, incumpla las condiciones establecidas alterando sustancialmente los fines para los que la subvención fue concedida.

 3. Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante un período de tres a seis años.

 4. Quedará exento de responsabilidad penal, en relación con las subvenciones, desgravaciones o ayudas a que se refieren los apartados primero y segundo de este artículo, el que reintegre las cantidades recibidas, incrementadas en un interés anual equivalente al interés legal del dinero aumentado en dos puntos porcentuales, desde el momento en que las percibió, antes de que se le haya notificado la iniciación de actuaciones de inspección o control en relación con dichas subvenciones, desgravaciones o ayudas o, en el caso de que tales actuaciones no se hubieran producido, antes de que el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado o el representante de la Administración autonómica o local de que se trate interponga querella o denuncia contra aquél dirigida.

 La exención de responsabilidad penal contemplada en el párrafo anterior alcanzará igualmente a dicho sujeto por las posibles falsedades instrumentales que, exclusivamente en relación a la deuda objeto de regularización, el mismo pudiera haber cometido con carácter previo a la regularización de su situación.



�  Redacción anterior a la ley 50/1998, de 31 de diciembre:

2. Los anticipos deberán quedar reembolsados antes de finalizar el ejercicio económico en que se satisfagan, salvo si se concedieron a cuenta de la liquidación definitiva de la participación en los ingresos del Estado de dicho ejercicio; en cuyo caso, se reembolsarán simultáneamente a la práctica de la misma, en la que figurarán como asiento deudor.

�  (redacción dada por RD 1624/1992)

� (redacción dada por RD 1624/1992)

� Redactado conforme al REAL DECRETO núm. 296/1998, de 27-2-1998

� (Añadido por RD 80/1996)

� (redacción dada por RD 1624/1992)

� (radacción dada por RD 267/1995)

� (añadido por art. 3  RD 1811/1994)

� (redacción dada por RD 1624/1992)

� (redacción dada por RD 1811/1994)

� Redactado conforme al REAL DECRETO núm. 296/1998, de 27-2-1998

� (redacción dada por RD 1811/1994)

� (redacción dada por RD 1811/1994)

� (redacción dada por RD 1624/1992)

� (redacción dada por RD 267/1995)

� (creado por RD 1624/1992)

� (redacción dada por RD 1811/1994)

� (redacción dada por RD 703/1997)

� (creado por RD 1624/1992)

� Desarrollado por la Orden de 22-03-1996.  (ver anexo)

�  (modificado por RD 80/1996)

� (modificado por RD 80/1996)

� (creado por RD 1624/1992)

� (creado por RD 1624/1992)

� Disposición adicional Quinta añadida por  REAL DECRETO núm. 215/1999, de 5-2-1999 





� "Se entenderá por ayudas de Estado las ayudas acordadas por los Estados en el sentido del articulo 92.1 del Tratado dela CE tales que por ejemplo las ayudas públicas que queden incluidas en un marco previamente establecido y se concedan sobre la base de criterios generales previamente definidos, y cuyos objetivos sean otorgar a las empresas un apoyo económico o financiero del que no se habrían beneficiado en el transcurso normal de sus actividades y disminuir sus costes presupuestarios normales. Con excepción de aquellos a los que se aplique la norma "de minimis", esos regímenes deberán ser notificados a la Comisión con independencia de la finalidad de la ayuda."

1. Evidentemente, en el caso de un retraso deliberadamente provocado de las transferencias de los fondos comunitarios a los beneficiarios finales con el fin debeneficiarse de los intereses generados, asi como su apropiación indebida deben de ser considerados como irregularidades.

P.m. : Se recuerda que: El proyecto de modificación del Reglamento Financiero del 21 de Diciembre de 1977 presentado al Consejo implica que la Comisión tuviera una contabilidad general separada que diferencie los gastos e ingresos relacionados con dichos intereses, en base de vencimientos como máximo semestrales.

1  Cociente que permite calcular el total máximo de garantías que puede conceder el FG en relación con el capital desembolsado. 

1 Esta ficha se aplica también a las empresas de capital riesgo o a otras entidades con el mismo objecto.

1 salvo en el caso que se hayan previsto modalidades diferentes en alguno de los régimenes de ayudas de Estado aprobados por la Comisión.

� DO n° L 374 de 31.12.1988, p. 1.

� DO nº L 193 de 31. 7.1993, p. 20.

�	Cuando, por la falta de ejecución total o parcial de las medidas a las que estaban asignados los créditos, se produzca la liberación de un importe durante un ejercicio posterior a aquél en el que se realizaron los compromisos, serán de aplicación las disposiciones del apartado 6 del artículo 7 del Reglamento financiero de 21 de diciembre de 1977 aplicable al presupuesto general de las Comunidades Europeas, cuya última modificación la constituye el Reglamento (EURATOM, CECA, CEE) nº 610/90 (DO nº L 70 de 16.3.1990).

� DO nº L 170 de 3.7.1990, p. 36.

� DO nº L 54 de 25.2.1994, p. 9.

� 	Esta asignación no tendrá que realizarse necesariamente todos los años. Así, por ejemplo, cuando se trate de un MCA o un DOCUP de un importe relativamente reducido, los recursos adicionales producidos por la indexación podrán acumularse y ser asignados de una sola vez con motivo del último año del MCA o del DOCUP.

� DO nº L 178 de 12.7.1994, p. 43.

� DO nº L 170 de 3.7.1990, p. 35.
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